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PRESENTACIÓN 

El programa de becas posdoctorales de la Universidad Nacio-
nal Autónoma de México (Unam) tiene como objetivo formar 
recursos humanos de alto nivel en investigación y docencia. 
Los beneficiarios de la beca adquieren el compromiso de rea-
lizar investigaciones novedosas que contribuyan a analizar 
con mayor profundidad diversos temas de envergadura, entre 
los que destacan las causas y problemas derivados de la crisis 
económica mundial que hoy se vive en los países en desarrollo, 
como México, y también en la búsqueda de estrategias para 
el progreso de dichos países.

El libro presenta los resultados de investigación y aporta-
ciones de becarios de este programa, adscritos al Instituto 
de Investigaciones Económicas (iiec), que se espera resulten de 
interés a sus lectores. El iiec tiene, entre sus diversos objeti-
vos, estimular el debate desde todas las perspectivas posibles 
que produzcan alternativas y soluciones a la situación eco-
nómica que presenta el país. Se debe a dicho motivo, que su 
director, el doctor Armando Sánchez Vargas y su secretaria 
académica, la doctora Isalia Nava Bolaños, estimularon la pro-
puesta de publicación de la presente obra, en colaboración 
con la doctora Jessica Mariela Tolentino Martínez, investi-
gadora titular “A” del iiec, quien participó como becaria del 
Programa de Becas Posdoctorales en la Unam, entre agosto 
de 2012 y marzo de 2014 en el mencionado instituto. Por ello, 
los autores de este libro agradecen el apoyo prestado a esta 
publicación.
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Asimismo, se extiende este agradecimiento a la Coordi-
nación de Humanidades de la Unam, encabezada en su momento 
por el doctor Domingo Alberto Vital Díaz, y actualmente por 
la doctora Guadalupe Valencia García.
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INTRODUCCIÓN

La presente obra, Políticas para el desarrollo de México: aná-
lisis, retos y perspectivas aborda las políticas de desarrollo 
del país: agrícola, monetaria, de comercio exterior y ambiental, de 
manera crítica, pero sobre todo propositiva, ya que se considera 
que actualmente el país se encuentra en un momento de re-
generación, de hacer varios cambios que mejoren su rumbo 
socioeconómico. 

El libro consta de cuatro capítulos. El primero de ellos se 
titula “La política agrícola de precios de garantía en México: 
antecedentes, situación actual y perspectivas”; su autor, Juan 
Luis Hernández Pérez, precisa y aclara los aspectos fundamen-
tales de la nueva política de fomento agrícola denominada 
“precios de garantía” en México. El autor señala que dicha po-
lítica tendrá un resultado positivo, aunque sea transitorio, en 
aumentar la oferta de alimentos, ya que reintegrará a casi dos 
millones de campesinos como sujetos productivos agrícolas. A 
partir de dicho pronóstico, señala que esta política generaría 
beneficios en el desarrollo agrícola y rural del país. Incluso, po-
dría surgir un proceso de reversión de “la nueva ruralidad”, que 
consiste entre otras cosas, en la expulsión de los campesinos 
del trabajo agrícola y su desplazamiento a la informalidad.

En el capítulo siguiente, denominado “La autonomía de 
la Banca Central en México y la evolución del artículo 28 
constitucional: sus efectos en la política monetaria del país”, 
Irma Irene Bernal Soriano expone el contexto en que surgió 
el concepto de autonomía de la Banca Central en nuestro país 
y sus implicaciones; precisa que dicho concepto ha estado 
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presente desde el surgimiento del Banco de México, pero su 
significado y trascendencia histórica es distinta; lo anterior 
se estudia como un proceso histórico. Destaca que el Banco de 
México ha tenido una evolución de sus funciones y objetivos, 
lo que ha matizado la caracterización de la Banca Central en 
el país. La autora señala que, en el periodo neoliberal, la ban-
ca perdió el papel institucional de promotor del desarrollo, 
por lo que urge nuevamente la combinación entre la política 
fiscal procíclica y la política monetaria, cuyos objetivos tienden 
al crecimiento económico, y con ello, al empleo y a la inver-
sión, siendo manejable la estabilidad del nivel de precios.

Jesús Manuel García Ramos, en el capítulo 3, presenta el 
trabajo “Del modelo de sustitución de importaciones a las 
cadenas globales de valor: la vigencia del pensamiento de Pré-
bisch para la política comercial exterior”, en el que sostiene que 
debido a la crisis económica y financiera que ha sacudido al 
mundo desde finales del año 2008, los estudiosos del tema 
han retomado las discusiones teóricas y metodológicas pro-
puestas, entre otros, por Prébisch [1949] sobre las limitaciones 
del modelo neoclásico de comercio internacional, ya que no ha 
sido capaz de explicar qué hacer frente a las crisis recurrentes, 
cómo fomentar el crecimiento económico sostenible y cómo 
disminuir la desigualdad. Con una exposición sobre el pen-
samiento de Prébisch en el contexto de las cadenas globales 
de valor, el autor logra mapear las relaciones centro-periferia 
que se desatan dentro de dichas cadenas. Además, logra de-
mostrar empíricamente que la inserción de México a dichas 
cadenas en el contexto del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (tlcan) es de tipo indirecta, es decir, que el 
mayor valor agregado contenido en las exportaciones mexi-
canas es de origen extranjero y no nacional.

En el último capítulo, titulado “La política ambiental de 
México y el empoderamiento de la sociedad civil en el marco 
de los acuerdos de libre comercio de América del Norte”, 
Ruth Zavala Hernández destaca que la apertura comercial 
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de México, entre los ochenta y noventa, impulsó el desarrollo de 
una política de protección al medio ambiente y de desarrollo 
legislativo e institucional en esta materia en México. Des-
pués de reflexionar sobre lo que hasta ahora se ha logrado 
en lo ambiental, la autora concluye que el medio ambiente es 
una variable que se encuentra subordinada, tanto a los inte-
reses económicos que rodeaban el anterior tlcan y el actual, 
así como a la urgencia estructural del país por alcanzar una 
mayor industrialización y crecimiento económico. 

Finalmente, los coordinadores de este libro proponen que 
la obra sea vista como un esfuerzo de los becarios posdocto-
rantes adscritos al Instituto de Investigaciones Económicas 
(iiec), por contribuir al análisis y el debate de la política de 
desarrollo en México, en el cual —pese a la diversidad de en-
foques y planteamientos de los autores—, se logró reunir 
voluntades para concluir este trabajo que busca resaltar la 
importancia de una política de desarrollo que supere ante-
riores paradigmas y aminore las diversas problemáticas en 
materia de agricultura, integración comercial, el papel de la 
banca y el medio ambiente.





[13]

1. LA POLÍTICA AGRÍCOLA DE PRECIOS DE GARANTÍA  
EN MÉXICO: ANTECEDENTES, SITUACIÓN ACTUAL  

Y PERSPECTIVAS

Juan Luis Hernández Pérez*

IntroduccIón

En la actualidad, uno de los temas de la economía agrícola 
mexicana más discutidos, a raíz del cambio de gobierno el 1 de 
diciembre de 2018, ha sido particularmente el referente a la 
política de precios de garantía propuesta por la nueva admi-
nistración, quien piensa que esta política, entre otras, es una 
herramienta fundamental para rescatar al campo y recuperar 
la autosuficiencia alimentaria perdida durante décadas de 
neoliberalismo, lo cual ha generado un conjunto de comenta-
rios favorables o contrarios a la propuesta, no del todo objetivos, 
que hacen necesario analizarla más a fondo.

Este es el ánimo del presente trabajo: precisar y aclarar 
los aspectos fundamentales del tema, ubicándolo en un marco 
de referencia histórico-conceptual con el cual ir más allá de la 
simple descripción y relación de los hechos, para compren-
derlo en el corto y mediano plazos.

Históricamente, el Estado mexicano se ha caracterizado 
por su intervención en el sector agrícola de múltiples formas. 
En la etapa del desarrollo estabilizador o del “milagro mexi-
cano” durante el periodo de 1940 a 1960, en donde se logró 

* Programa de Becas Posdoctorales en la unam; becario del Instituto de Investigaciones 
Económicas de la unam, asesorado por el doctor Felipe Torres Torres.
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un importante crecimiento agrícola e industrial, en parte a 
costa de los campesinos, se impulsó la producción de alimentos 
baratos para el consumo urbano y materia prima para la in-
dustrialización mediante la aplicación de precios de garantía, 
con resultados positivos en la primera etapa, pero negativos 
en el largo plazo, ya que fueron una causa del agotamiento del 
modelo de sustitución de importaciones. 

Sin embargo, durante el periodo neoliberal, la intervención 
del Estado mexicano en el sector agrícola fue poca o nula, por 
lo que no formó parte de la política económica nacional. Con la 
firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
entre Estados Unidos, Canadá y México en 1994, la desregu-
lación y liberalización de la economía del sector agrícola se 
institucionalizó, lo que significó el retiro del gobierno de los 
quehaceres agrícolas fundamentales, cediéndolos al mercado 
mundial, ya que se sostuvo que este último sería más eficiente. 

Las consecuencias de tal abandono gubernamental han 
generado una mayor crisis del campo y una disminución del 
nivel de vida rural, lo cual se refleja en un bajo crecimiento 
del sector agropecuario con relación a la economía nacional, 
éxodo de la población rural y pluriactividad, pérdida de la 
seguridad alimentaria nacional, y proliferación de activida-
des extractivas e ilícitas, entre otros aspectos. 

Por ello, el nuevo gobierno de México, encabezado por el 
licenciado Andrés Manuel López Obrador, consciente de dicho 
panorama de crisis, anunció el programa de precios de garan-
tía para los pequeños y medianos productores, cuyo objetivo no 
solo es reintegrar a estos productores al mercado interno e 
incrementar sus ingresos, sino también aumentar la oferta 
de productos básicos como maíz, frijol, arroz, trigo panificable 
y leche, para recuperar la autosuficiencia alimentaria perdida 
durante el periodo neoliberal.

Dicha política está sustentada en una visión más amplia del 
sector denominada Producción para el Bienestar, que se encuen-
tra plasmada en el Programa Nacional de Desarrollo (Pnd) 
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2019-2024, el cual considera, por primera vez en muchos años, 
a la agricultura como un aspecto central de la política eco-
nómica. Entre sus múltiples objetivos, el Pnd busca desarrollar 
de manera sostenible e incluyente el sector agropecuario, así 
como promover y garantizar el derecho a la alimentación 
nutritiva, suficiente y de calidad de la población mexicana 
[Gobierno de México, 2019b].

Esta nueva política de precios busca mitigar la orientación 
neoliberal de la anterior política agrícola en materia de pro-
ducción, comercialización, distribución y consumo, impul-
sando una nueva, donde el Estado retome su papel como pro-
motor del desarrollo agrícola. Además, dicha reorientación 
ha requerido una nueva estructura programática y presu-
puestaria enfocada en atender principalmente a pequeños y 
medianos productores, cuya mayoría ha vivido históricamente 
en condiciones de rezago y marginación. 

A partir de lo anterior, el objetivo general de este trabajo 
es analizar los antecedentes, la situación actual y las perspec-
tivas de la política de fomento agrícola denominada “precios de 
garantía” en México para lograr la autosuficiencia alimenta-
ria, y enfrentar la crisis de rentabilidad de miles de productores 
campesinos. Para ello se responderán las preguntas siguien-
tes: ¿en qué consiste una política de precios de garantía? A 
partir de las lecciones del pasado, ¿por qué una política de pre-
cios de garantía es necesaria nuevamente?, ¿cuáles son las 
diferencias entre los periodos de aplicación de los precios de 
garantía?, y ¿esta nueva política logrará cumplir con los pro-
pósitos para los que se formuló? 

El presente trabajo está estructurado en cuatro apartados 
y las conclusiones. El primero analiza el concepto de precios de 
garantía. El segundo aborda los antecedentes de esta políti-
ca en el país, que se ligan tanto al periodo de la Revolución 
verde y el desarrollo estabilizador, como a la operación de la 
Compañía Nacional de Subsistencias Populares (Conasupo). 
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El tercer apartado examina el fin de los precios de garan-
tía y el dilema de la liberalización de los precios en el periodo 
neoliberal y sus consecuencias. El cuarto apartado reseña 
las principales características del nuevo Programa de Pre-
cios de Garantía implementado por el gobierno actual; abor-
da también las principales diferencias entre los pasados pre-
cios de garantía y los actuales, así como una reflexión breve 
sobre los resultados preliminares y retos de dicho programa 
de precios. Finalmente, se exponen las conclusiones genera-
les del trabajo. 

concepto de la polítIca agrícola de precIos de garantía

Una política agrícola constituye tanto la visión de Estado 
sobre lo que el sector debería ser en el futuro, como el mapa 
de ruta que muestra cómo alcanzar dicha visión. Su punto de 
partida es la situación presente de la agricultura y la pro-
blemática que enfrenta. La formulación de una política puede 
estar motivada por una situación de crisis agrícola o por otros 
problemas que llevan a la decisión de aplicar cambios funda-
mentales [fao, 2004].

Históricamente, uno de los principales instrumentos de 
la política agrícola ha sido el gasto público mediante el cual 
los países han efectuado erogaciones fiscales para una varie-
dad de inversiones en el sector para infraestructura, asisten-
cia técnica y producción, entre otros rubros. La segunda clase 
principal de instrumentos de políticas en muchos países ha 
sido la gestión directa de la producción y el mercadeo median-
te empresas propiedad del Estado; sin embargo, la tendencia 
en la mayor parte de las economías actuales ha sido reducir 
la propiedad pública de activos en el sector [fao, 2004].

La tercera clase principal de medidas de política ha con-
sistido en controles sobre los precios y el comercio agrícola. 
En el caso particular de la política de control de precios, esta 
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ha sido una fuente de preocupación para los gobiernos en 
todo el mundo debido a que los precios afectan el bienestar 
de los productores, consumidores, intermediarios, agroindus-
trias, exportadores e importadores y, por medio de efectos in-
directos o multiplicadores, también inciden en los ingresos y 
el empleo en muchos otros sectores. Ahora bien, veamos ¿qué 
son los precios de garantía?

Un instrumento básico de la política de control de precios 
son los llamados “precios de garantía”, conocidos también 
como precios preestablecidos, los cuales son utilizados para 
asegurar al productor un precio más alto que el que se for-
maría en el mercado. 

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (fao, por sus siglas en 
inglés), “…los precios de garantía fijan el precio mínimo de 
ciertos productos, sin embargo, sí permite aumentos sin res-
tricción” [fao, 2004: 107]. Otra manera de definir a los precios 
de garantía es que son “precios fijos de compra por producto 
para aquellos productores que cumplen con ciertas caracte-
rísticas, en donde el Gobierno funge como comprador” [gcma, 
2019a]. 

El objetivo de estos es la protección del productor en con-
tra de la reducción del precio de mercado de su producto. El 
establecimiento de todo precio de garantía tiene por objeto 
incorporar a los agricultores del cultivo en cuestión, a un sis-
tema de protección que los ponga a salvo del abatimiento en 
el precio cuando la producción excede significativamente a la 
demanda [Santoyo, 1977].

Los precios de garantía están diseñados para elevar el 
precio a los productores por encima del precio de “equilibrio” 
del mercado y, a su vez, mantienen los precios a los consu-
midores en o por debajo del punto de “equilibrio” de mercado. 
Por lo tanto, el gobierno, mediante su organismo regulador, 
pagará la diferencia.
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El procedimiento operacional es tratar de establecer 
precios que cubran el costo de producción estimado para 
cada cultivo, y elevarlos de año en año a medida que aumen-
tan los costos; en teoría, como resultado de la intervención, 
el productor aumenta la oferta, obtiene mayores ingresos y 
se crea un excedente que el Estado compra, de esa forma, el 
Gobierno sostiene el precio de garantía para proteger al pro-
ductor contra la baja de los precios. 

El propósito de intervención del Gobierno es usar los pre-
cios de garantía para dirigir la producción agrícola, regular el 
mercado administrando el volumen y los precios de los produc-
tos; crear almacenamientos y reservas con compras internas y 
de importación, y comercializar y distribuir al menudeo en 
beneficio de la población. Esto fue un hecho en México desde 
el comienzo de esta política en el siglo xx, como a continua-
ción se abordará. 

la IntervencIón del estado en el sector agrícola: conasupo  
y los precIos de garantía

La historia del campo mexicano durante el siglo xx tiene in-
numerables actores. Uno de los papeles estelares lo desem-
peñó el Estado. El protagonismo del gobierno en la historia 
rural se sustenta en el artículo 27 constitucional, y porque 
su mandato es emanado de una movilización social de gran 
calado, como lo fue la Revolución mexicana [Warman, 2001]. 

A partir de lo anterior, la intervención pública para la 
regulación de los mercados agrícolas en México inició con el 
Plan Sexenal del Gobierno del general Lázaro Cárdenas 
(1934-1940), donde se delineó una política que determina la 
creación de organismos reguladores a los que se encarga fijar 
precios mínimos y máximos, y comprar y vender productos 
básicos para la alimentación de la población de bajos ingre-
sos [García et al., 2003].
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Posteriormente, la intervención iniciada en la adminis-
tración del general Cárdenas para bajar los precios de pro-
ductos básicos escasos persistió en los gobiernos de Ávila 
Camacho y Miguel Alemán. Sus alcances se ampliaron hasta 
establecer precios oficiales para la producción nacional. Así, 
el gobierno se convirtió en una fuerza con capacidad de con-
trolar o modificar los precios a los productores de alimentos 
básicos. 

En esta etapa se creó la Nacional Reguladora y Distribui-
dora, que dio paso a la creación de la Compañía Exportadora 
e Importadora, S. A. (Ceimsa). En 1959 se amplían las fun-
ciones de Ceimsa y se inicia su conversión hacia lo que será 
la Compañía de Subsistencias Populares (Conasupo), como 
se explica a continuación [cedrssa, 2019c]. 

En 1961 surge la Compañía Nacional de Subsistencias 
Populares, S. A., la cual intervenía por medio de la Banca 
Oficial Agrícola y los Almacenes Nacionales de Depósito en 
la compra de productos agrícolas mediante precios de garan-
tía en los mercados del maíz, trigo, frijol, arroz y sorgo. 

Sus principales funciones eran: a) regulación de la canti-
dad y precio de los productos principales; b) intervención del 
comercio exterior; c) protección del ingreso de los producto-
res; d) control de los costos de producción, y e) estabilidad de 
los salarios urbanos. De esta manera, Conasupo se transfor-
mó en un poderoso sistema público de abasto a las ciudades 
y en un instrumento que permitiría promover el desarrollo 
económico y social de México [Yúnez, 2000].

El ritmo de sus actividades creció aceleradamente duran-
te aquel periodo; de 687 000 toneladas adquiridas en 1959 se 
pasó a más de 2 millones en 1963. Entre 1960 y 1970, Cona-
supo adquirió directamente en el campo la producción de trigo 
(del 43 % al 75 %) y de maíz (15 %), y a su vez, importaba y 
exportaba esos granos, además de hacer las compras necesa-
rias para regular los precios del frijol y arroz [cePal, 1981]. 
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La aparición de la Conasupo implicó un crecimiento sig-
nificativo en la capacidad de almacenamiento de granos, 
la construcción de plantas industrializadoras de productos 
agrícolas, como las extractoras de aceites y molinos de trigo, ade-
más de la ampliación de los esquemas de distribución de pro-
ductos básicos en las áreas urbanas. Más tarde, en 1965, 
por decreto presidencial, la Conasupo se transformó en un 
organismo público descentralizado del Gobierno federal. 

Con respecto a los precios de garantía, en 1953 estos empe-
zaron a formar parte, como instrumento, de la política agrícola 
nacional. Dicha política de precios obedecía a la lógica de 
corte productivista del modelo de sustitución de importacio-
nes que trataba de responder a la necesidad de aumentar y 
diversificar la producción, con la ayuda de los adelantos tecno-
lógicos de la Revolución verde. 

En ese año se estableció por primera vez un precio de ga-
rantía para el frijol. El segundo precio que se estableció fue 
para el maíz, en 1956. En 1960 se fijaron precios de garantía 
para arroz palay y trigo; en 1961 para sorgo; en 1965 para 
cártamo y frijol soya; en 1966 para semilla de algodón y 
ajonjolí; en 1971 para cebada común, cebada maltera y gira-
sol; y, por último, en 1975 para copra. La justificación básica 
para la incorporación de estos productos al régimen de precios 
de garantía fue la importancia relativa que tenían en la pro-
ducción agrícola y el consumo interno [Santoyo, 1977].

Los criterios de determinación de los precios fueron los 
costos de producción, la condición tecnológica,1 las tasas in-
flacionarias y los precios internacionales. Se consideraron 
también los efectos en los precios finales, en el índice nacio-
nal de precios al consumidor (inPc), en los subsidios y en las 
finanzas públicas [Martínez, 1990; Appendini, 1992].

1 La condición tecnológica se refiere a la calidad de la superficie: riego o temporal; el uso 
de insumos; fertilizantes y semillas mejoradas; y al uso o no de tracción mecánica. 
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Para describir la evolución de los precios de garantía en 
el país, desde su inicio en 1953 hasta 1989, presentamos el 
siguiente cuadro 1. En este se distinguen dos periodos, los 
cuales tuvieron un comportamiento diferenciado. La prime-
ra etapa va de 1953, hasta el final de 1960. La segunda va de 
comienzos de los setenta hasta fines de los ochenta [Solís, 
1990]. 

Cuadro 1. Precios reales de garantía de los granos básicos  
(1953-1989) (pesos de 1978)

Año Maíz Frijol Trigo Arroz

1953 2 618 7 311 4 855 -

1954 2 400 8 001 4 427 -

1955 2 352 7 057 4 296 -

1956 2 532 6 745 4 106 -

1957 2 930 6 463 3 934 -

1958 3 301 6 190 3 768 -

1959 3 264 6 119 3 725 -

1960 3 111 5 833 3 550 3 305

1961 3 082 6 741 3 517 3 467

1962 3 027 6 621 3 454 3 405

1963 3 536 6 583 3 434 3 950

1964 3 392 6 315 3 295 3 970

1965 3 331 6 202 2 835 3 898

1966 3 283 6 113 2 794 3 842

1967 3 136 6 013 2 749 3 780

1968 3 136 5 839 2 669 3 670
continúa…
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1969 3 059 5 695 2 603 3 580

1970 2 885 5 371 2 455 3 376

1971 2 762 5 142 2 351 3 232

1972 2 632 4 900 2 240 3 080

1973 2 998 5 371 2 173 2 748

1974 3 027 12 109 2 624 6 055

1975 3 336 8 340 3 073 5 267

1976 3 547 7 580 2 653 4 548

1977 3 406 5 873 2 408 3 641

1978 2 900 6 250 2 600 3 100

1979 2 944 6 557 2 538 3 147

1980 2 980 8 035 2 377 3 013

1981 3 428 8 374 2 408 3 402

1982 2 915 6 950 2 397 3 096

1983 2 871 5 106 2 627 3 149

1984 3 035 4 587 2 583 3 352

1985 3 026 7 500 2 407 3 363

1986 2 870 7 380 2 400 3 289

1987 2 280 6 330 1 737 3 330

1988 2 332 4 952 2 096 2 560

1989 2 275 6 638 2 231 2 655

      Fuente: elaboración propia con base en Solís [1990].

Durante la primera etapa de implementación, el gobierno 
mexicano se vio obligado a aumentar los precios de garantía 
para incentivar la producción de granos básicos y, de esta mane-
ra, cumplir con el objetivo de alcanzar la autosuficiencia 

(Continuación del cuadro 1)



23

alimentaria. Así, en sus primeros 15 años de vigencia, es 
decir, hasta mediados de los sesenta, los precios formaron 
parte de un proyecto agrícola destinado a expandir la super-
ficie agrícola, incrementar los rendimientos con la aplicación 
de modernos paquetes tecnológicos y apoyar al empresario 
agrícola mediante el crédito, la electricidad, los fertilizantes 
y los mecanismos de comercialización estatales. 

Sin embargo, en la segunda etapa, a comienzos de 1970, 
la historia no fue la misma, y los productores sufrieron el pe-
riodo más crítico de rentabilidad. Por lo que se refiere a los 
precios de garantía, a partir de entonces se generaron alzas 
y bajas muy importantes para el conjunto de los cultivos, con 
diferencias según el producto y el periodo, que se agravaron por 
la reducción de los recursos públicos destinados al agro a 
partir de la crisis de 1982. 

Como se muestra en el cuadro 1, en los ochenta los precios 
reales del maíz sufrieron una pérdida del 42.4 % (al descender 
de 3 428 pesos en diciembre de 1981, a 2 275 pesos en diciem-
bre de 1989), los precios del frijol, un deterioro del 49.9 %; los 
de arroz, una pérdida del 41.6 %. Como consecuencia, más de 
un millón de productores cayeron en la insolvencia, cientos 
de miles abandonaron sus campos, y la cosecha de granos bá-
sicos por habitante en 1988 resultó el 34.9 % menor que la de 
1981.

Si bien en 1990 se establecieron precios de garantía en 
algunos granos (p. ej. maíz, frijol y trigo), estuvieron lejos de 
recuperarse los niveles de rentabilidad de 1981. Para 1995 
la Conasupo quedó tan solo como un comprador de última 
instancia de maíz y frijol. El término de esta última función 
comenzó en enero de 1999.

En cuanto a los resultados globales obtenidos por la polí-
tica de precios de garantía implementada en este periodo, en 
la literatura económica se ha debatido mucho sobre los ver-
daderos beneficios de este sistema comercial público. Distintos 
autores como Warman [2001], Calva [1994 y 1998], Hewitt 
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[1991], Esteva y Barkin [1981], Escalante [1996], Appendini 
[1985 y 1992], Yúnez y Barceinas [2000], Rello y Rama [1985], 
Torres [1990], Gordillo [1983], cePal [1981], Patiño [2019], 
Gutiérrez [1997] y Santoyo [1977], entre otros, han señalado 
que en ciertos periodos los precios de garantía sí contribuyeron 
a incrementar la producción de productos básicos. 

De hecho, de 1965 hasta fines de 1967 se logró alcanzar la 
autosuficiencia alimentaria en el país con una producción 
anual de 12 millones de toneladas en promedio [Appendini, 
1992]. También, los precios de garantía cubrieron los costos 
(incluyendo la fuerza de trabajo) de todos los productores. 
Esto significó sobreganancias para los productores privados 
y sociales, permitiendo que el campesino, como productor de 
alimentos básicos, tuviera un cometido importante en el pro-
ceso de acumulación.

Sin embargo, estos mismos autores señalan que la inter-
vención del gobierno, mediante la Conasupo y el mecanismo de 
precios de garantía, transformó al gobierno en un monopolio. 
Esto debido a que la intervención gubernamental directa y 
con subsidios en el abasto convirtió a los precios de garantía, 
enunciados como mínimos de sostén, en precios máximos para 
el productor rural, y así, nadie más podía pagar el precio de 
la Conasupo sin contar con los subsidios. 

Posteriormente, a partir de los sesenta, el sector comenzó 
a enfrentar una fase de contracción en los niveles de produc-
ción, que significó el deterioro y pérdida de la autosuficiencia 
alimentaria. Lo anterior dejó entrever, además, que la Cona-
supo presentaba una seria contradicción dialéctica: mientras 
debía promover altas ganancias para los productores, procu-
raba al mismo tiempo proveer bajos precios para el consumi-
dor [Gama, 1982].

A pesar de los programas implementados y del aumento 
en los precios de garantía de los granos básicos, el déficit en 
la balanza comercial agropecuaria se fue incrementando. Se-
gún Hewitt [1991], diversos factores se han señalado como 
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causas de esta situación, como la reconversión productiva, 
el cambio en la demanda mundial, la apertura comercial y la 
falta de apoyos gubernamentales. 

La crisis mostró el agotamiento de un modelo de desarrollo 
que tenía como motor la intervención gubernamental 
en la economía. El gobierno ya no tenía los recursos, el con-
senso ni la capacidad para intervenir directamente y dirigir 
las actividades económicas. Esto se convertiría en el preludio 
de lo que vendría más adelante: el neoliberalismo.

el neolIberalIsmo y el fIn de los precIos de garantía

A partir del gobierno de Miguel de la Madrid, y sobre todo 
de Carlos Salinas de Gortari, México asiste a la puesta en 
práctica de un nuevo proyecto: el neoliberalismo.2 Pero, como 
analizaremos posteriormente, este cambio de rumbo en el 
país ahondó la crisis alimentaria, pues la producción campe-
sina fue la principal afectada.

Como señaló Aboites: 

A partir de 1982 se inicia un profundo viraje que pone en duda 
la orientación de la industrialización, la intervención del Es-
tado, la relación sector industrial-sector agrícola, las relacio-
nes salariales, etcétera. Se trata de un proceso de desestruc-
turación del viejo régimen de acumulación y la conformación 
de uno nuevo a través de una modificación de los términos de 
inserción de la economía mexicana en la economía mundial y 
una nueva estrategia de industrialización. La exportación de 

2  El neoliberalismo está basado en una teoría de prácticas político-económicas que afirma 
que la mejor manera de promover el bienestar del ser humano consiste en no restringir el 
libre desarrollo de las capacidades y de las libertades empresariales del individuo dentro de 
un marco institucional caracterizado por derechos de propiedad privada, mercados libres y 
libertad de comercio. El papel de Estado es crear y preservar el marco institucional apropiado 
para el desarrollo de estas prácticas [Harvey, 2007]. 
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manufactura y de productos agrícolas no tradicionales (frutas 
y hortalizas), serán los elementos principales de la nueva es-
trategia llamada de sustitución de exportaciones, en donde a la 
agricultura se le asignó como principal función captar divisas, 
a diferencia de la época anterior (en el “milagro”) donde tam-
bién producía alimentos [Aboites, 1989: 14].

De esta forma, en los noventa, ante la firma del tlcan y la 
aplicación de un ajuste al gasto público, para poder cumplir 
con los compromisos de pago con los organismos financieros 
internacionales, el gobierno mexicano planteó una restructu-
ración a fondo en toda la política agrícola. 

Esto iba desde dar por concluido el reparto agrario y crear 
las condiciones para la enajenación de tierras de los núcleos 
agrarios, hasta la reducción drástica del crédito agrícola y de 
los recursos destinados a la investigación y la transferencia 
de conocimientos; asimismo, se implementó la desaparición de 
los precios de garantía y su transición hacia un sistema 
de precios de referencia internacional denominados “precios 
exteriores”, mediados por la Organización Mundial del Comer-
cio (omc) que inició en 1995 [omc, 2016].

De esta manera, con la firma del tlcan se anunció la libe-
ralización y desregulación de precios de todos los productos 
agroalimentarios exceptuando los productos que forman par-
te de las cadenas agroalimentarias del pan blanco, la tortilla 
y la leche.3 Se indicó que los subsidios solo permanecerían 
para el maíz destinado al consumo humano. Así, los precios 
de garantía del maíz fueron sustituidos por precios mínimos o 
precios “piso”, es decir, los nuevos precios se definirían según 
la cotización internacional e incluirían un subsidio a la co-
mercialización [Rivera, 1998]. 

3 El tlcan contempló un periodo de protección de 15 años, para la apertura del mercado de 
maíz, mientras que para el frijol, el trigo y la leche fue de ocho años. Hoy en día, su liberalización 
es un hecho. 
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La liberalización en la producción de granos terminó con 
el retiro de la Conasupo como comprador, importador y dis-
tribuidor principal de la mayoría de los granos sujetos a pre-
cios de garantía. Al igual, se dio a conocer que la paraestatal 
adquiriría solo la cantidad necesaria para contar con reser-
vas y cumplir con el suministro humano. 

Así, entre diciembre de 1988 y diciembre de 1989 desapa-
recieron los precios de garantía y se fijó un arancel del 0 % 
para la importación de sorgo, soya y demás oleaginosas; mien-
tras que en el caso del arroz se estableció un arancel del 10 % 
y del 15 %, dependiendo de su grado de industrialización; la 
cebada y el trigo mantuvieron el requisito de permiso previo 
(sin precio de garantía), mientras que únicamente el maíz y 
el frijol, por su importancia económica y social, siguieron su-
jetos a precios de garantía y permiso previo de importación 
[Téllez, 1994].

A pesar de la desaparición de la política de precios de 
garantía, la intervención pública en el sostenimiento de los 
precios de los productos agrícolas se mantuvo en su mínimo, 
con diversos esquemas, como fueron aranceles temporales y 
el pago a los grandes compradores nacionales o los producto-
res, para garantizar un mayor ingreso, estrategia que poste-
riormente se denominó Programa de Ingreso Objetivo.4 

Los apoyos al ingreso objetivo se dirigían a las áreas y pro-
ductores orientadas a la producción comercial de granos y 
oleaginosas y dejaron fuera de estos esquemas a los pequeños 
productores que, si bien destinaban parte de su producción 

4 El Programa de Ingreso Objetivo fue instrumentado desde 2003, y pretendió garantizar 
a los productores comerciales un nivel mínimo de precio establecido en pesos por tonelada, 
de manera que, si el precio de mercado está por debajo del Ingreso Objetivo, el gobierno les 
complementa la diferencia. Al principio eran siete productos beneficiados por el programa: 
maíz, trigo panificable y cristalino, sorgo, algodón, soya y arroz; sin embargo, en 2011 
se incluyeron también cártamo, canola y girasol. Los productores beneficiarios de este 
programa han sido exclusivamente los que salen al canal comercial, que representan entre el 
35 % y el 40 % de la producción nacional [gcma, 2019b].
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al autoconsumo, también generaban excedentes que comer-
cializaban y llegaban a beneficiarse de los precios de garantía.

En apoyo a la comercialización, se creó el órgano descon-
centrado Apoyo y Servicios a la Comercialización Agropecuaria 
(Aserca), que estableció diferentes modalidades de apoyo al 
ingreso de los productores. Entre estas modalidades están 
los apoyos para la adquisición de coberturas de precios, tanto 
para productores como para compradores, apoyos para la pig-
noración, al ingreso objetivo y a la agricultura por contrato.

Los apoyos a la comercialización se sumaron a los pagos 
por superficie cultivada, como el Procampo, subsidios al diésel 
agropecuario, apoyos a fondo perdido para la adquisición de 
maquinaria y equipos agropecuarios, que en conjunto incidie-
ron en menores costos de producción y en mayores utilidades 
para los productores comerciales [cedrssa, 2019b].

Los esquemas de apoyo a la comercialización que sustitu-
yeron a los precios de garantía no implicaban compras de 
productos agrícolas por el gobierno, como se hacía con los pre-
cios de garantía, sino apoyos que beneficiaban a los produc-
tores y compradores de primera mano de esos productos, por 
lo que los consumidores finales, que son el conjunto de la 
población, no fueron considerados para adquirir los produc-
tos a un precio accesible, tal como sucedía con los precios de 
garantía, en los que las adquisiciones de granos por el go-
bierno, tenían como propósitos fundamentales el garantizar 
una oferta de granos a precios bajos, que sostuvieran los pre-
cios oficiales de la tortilla, pan, aceite y frijol y, el mantener una 
reserva de granos para la seguridad alimentaria [cedrssa, 
2019b].

Así, los diferentes gobiernos mexicanos, desde Carlos 
Salinas de Gortari (1988-1994), hasta Enrique Peña Nieto 
(2012-2018), fieles a la doctrina neoliberal, pusieron en duda 
la razón de ser de la política agrícola nacional, es decir, de un 
paquete integrado de políticas para el fomento del sector pri-
mario, complementado con un programa de inversión público.
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Lo anterior se debió a que dichos gobiernos arguyeron que 
los requisitos básicos para una exitosa transición económica 
o experiencia de desarrollo en el contexto de la globalización 
era la eliminación de reglamentaciones y otras intervenciones 
gubernamentales, poniendo en manos de la “libre” competen-
cia, el mercado mundial y de la empresa privada, la agricul-
tura y la alimentación de los mexicanos, entre otros rubros. 

Bajo esta lógica, el campo mexicano tomó un rumbo en don-
de se favoreció a una élite del sector agrícola privado (empre-
sarios agrícolas), convirtiéndolos en la base del crecimiento 
económico mediante la exportación de cultivos hortofrutícolas; 
mientras que, el sector agrícola campesino sufrió la margina-
ción y explotación dentro del nuevo modelo neoliberal.

De acuerdo con el estudio “Situación del campo en México; 
pobreza, marginación, explotación y exclusión”, realizado por 
investigadores del Centro de Análisis Multidisciplinario (cam) 
de la Facultad de Economía de la Universidad Nacional Au-
tónoma de México (Unam), de los 30 185 000 campesinos que 
habitan el sector, solo 8 500 000 tienen empleo en actividades 
agrícolas y ganaderas [Ramírez, 2008]. 

La falta de apoyos para los pequeños productores agrícolas 
ha resultado en una industria extractiva, abandono de tie-
rras, monocultivos, despoblamiento del hato ganadero, bajos 
niveles de producción, migración, inseguridad y deterioro de la 
calidad de vida de la población rural, fenómeno conocido como 
“nueva ruralidad”. Además, las redes de abasto rural y los sis-
temas-producto se han deteriorado, creciendo el grado de inter-
mediarismo y corrupción en acopio y distribución de los 
productos básicos.

En consecuencia, en el campo mexicano se produjo una 
fuerte paradoja; por un lado, hoy en día, México tiene una de 
las 10 mayores economías exportadoras de productos agro-
alimentarios en el mundo, principalmente de cerveza, agua-
cate, jitomate, tequila, galletas y frutos rojos. Por otro lado, el 
país sufre de una grave inseguridad alimentaria, es decir, 
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que la nación se ha convertido en el principal importador de 
granos básicos del mundo, especialmente de maíz, el segun-
do de leche y el tercero de carne de cerdo [cedrssa, 2017].

Por el contrario, para México, la política agrícola en los 
países industrializados en este mismo periodo giró en torno 
a la protección de los ingresos de los productores, mediante 
distintos mecanismos de control de precios y subsidios. El ejem-
plo de Estados Unidos es el más representativo, donde los 
subsidios han sido 20 veces más que en nuestro país. Compa-
rativamente, en 2004 los subsidios directos al productor 
en Estados Unidos ascendieron a 46.5 mmd, mientras que en 
Canadá fueron de 5.7 mmd y en México de 5.5 mmd [cefP, 
2007]. 

El resultado de lo anterior es, según Blanca Rubio [2012], 
que esta maniobra se ha convertido en una forma de dominio 
excluyente de los países desarrollados sobre el resto del mun-
do, sustentada en la desvalorización (vía subsidios y pre-
cios) de los bienes alimenticios en el ámbito mundial. 

Esta perspectiva es desarrollada por la misma autora en 
su libro Explotados y excluidos. Los campesinos latinoameri-
canos en la fase agroexportadora neoliberal [2012], donde pone 
especial acento en que el rasgo central del actual régimen 
alimentario es que se caracteriza por una forma de dominio 
excluyente de los países desarrollados sobre el resto del mun-
do, sustentada en la desvalorización de los bienes alimenti-
cios en el ámbito mundial. 

Esta autora sostiene que, en el neoliberalismo, la forma 
de dominio de los países hegemónicos, principalmente Estados 
Unidos, consiste en abaratar los alimentos básicos fijando el 
precio de los productos por debajo del costo de producción, de 
subsidios a un selecto grupo de productores. 

La gráfica 1 demuestra la diferencia de precio entre el maíz 
mexicano y el estadounidense. En ella es posible distinguir que, 
durante el periodo del tlcan, el precio interno del maíz se ha 
mantenido por encima del precio internacional, convirtiéndolo 
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en un producto costoso, especialmente como materia prima 
para la agroindustria en el país; lo anterior ha provocado el 
aumento de las importaciones de maíz estadounidense por 
ser más barato. 

Gráfica 1. Precio mexicano y estadounidense del maíz (2000-2019)
(dólares/tonelada)
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Fuente: elaboración propia con base en Food Price Monitoring and Analysis (fpma) Tool, 
fao [2019].

Considerando la última actualización en México, para el año 
2019, la comparación de los niveles contra Estados Unidos re-
sulta muy por arriba, salvo en el caso del arroz. Resalta el caso 
del maíz cuyo valor en México equivalente en dólares por 
tonelada es el 50 % mayor a su equiparable en el país del norte 
(véase cuadro 2).

La exportación de productos agropecuarios procedentes 
de los países desarrollados hacia los subdesarrollados consti-
tuye un mecanismo de dominio imperialista, basado en una 
competencia desleal denominada dumping.
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Cuadro 2. Precios cultivos principales México-Estados Unidos, 2019  
(dólares/tonelada)

Cultivo
2019

México Estados Unidos Diferencia

Maíz 218 146 50 %

Trigo panificable 276 202 37 %

Sorgo 199 155 28 %

Cártamo 463 444    4 %

Canola 463 444    4 %

Arroz 242 309 -22 %

Soya 463 309 50 %

Girasol 463 444    4  %

Fuente: elaborado con base en gcma [2019a].

 
El efecto de esto es que, al permitir la libre entrada de 

dichos productos, los precios internos se ven presionados a la 
baja. De tal suerte, el abaratamiento artificial y extraeconó-
mico de los productos básicos, tiene la función de competir y 
quebrar las agriculturas de los países que contiendan por la 
hegemonía. 

De acuerdo con Rubio [2014], a diferencia del periodo de 
posguerra donde el mecanismo utilizado para incrementar 
la cuota de explotación era de índole económico (por ejemplo, 
el impulsar el abaratamiento de alimentos vía precios de 
garantía), en el neoliberalismo los mecanismos de explotación 
se fincan en aspectos extraeconómicos, los cuales provocan una 
transgresión de la ley del valor. 

Esta transgresión se expresa mediante la desvalorización 
de los alimentos vía los subsidios. De esta forma, en el neoli-
beralismo sucede una transgresión de la ley del valor que 
genera la exclusión de amplias masas de sectores populares, 
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entre ellos, los pequeños productores y campesinos. Esta ex-
clusión no resulta de la simple explotación de los productores 
y, por consecuencia, de su reproducción, sino que es producto 
del despojo del valor producido por ellos, el cual genera la 
desestructuración de su forma productiva. 

Para esta misma autora, el hecho relevante es que los 
pequeños productores y campesinos han pasado de ser ex-
plotados a excluidos. Esto es producto del despojo del valor 
producido por ellos, es decir, de la transgresión de la ley del 
valor. Así, aquellos agricultores que sean incapaces de com-
petir con el poder de los mercados subsidiados y monopolizados 
sufren el desplazamiento y el despojo del sistema [Rubio, 2014]. 

En este sentido, Utsa Patnaik y Prabhat Patnaik coinci-
den en este mismo punto. Ellos afirman en su libro La teoría 
del imperialismo que: 

El imperialismo alimentario se define como un conjunto de meca-
nismos políticos y económicos coercitivos no comerciales diseña-
dos para evitar que los productores del Sur Global ejerzan sus 
potenciales poderes de monopolio en el comercio mundial. Si 
alguna vez pudieran hacerlo, los precios en el Norte se dispara-
rían, el valor del dinero en las economías capitalistas indus-
trializadas se destruiría y el sistema de capital se derrumbaría. La 
dominación imperialista sobre la agricultura del Sur Global es, 
por lo tanto, una condición necesaria para la reproducción del 
capital. Sin ella, el capital simplemente dejaría de existir [Pat-
naik y Patnaik, 2017: 154].

En consecuencia, a más de tres décadas de este modelo eco-
nómico neoliberal, la figura del campesino se ha desdibujado en 
el ámbito nacional, ya que dicho modelo se enfocó en denigrar-
los, al considerarlos “atrasados”, “pobres”, “improductivos”; y les 
quitaba el derecho de ser vistos como sujetos productivos y 
como sujetos históricos en la construcción de las decisiones 
del país [López y Pérez, 2019]. Por ello, para los mexicanos y 
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el país, es de primera necesidad la recuperación productiva 
de la agricultura mediante la reincorporación del sector cam-
pesino [Bartra, 2013].

Consciente de lo anterior, el actual gobierno ha implemen-
tado una nueva política de fomento agrícola basada, entre 
otros aspectos, en esquemas de precios de garantía dirigidos a la 
agricultura campesina con el fin de reintegrarlos a los merca-
dos y aumentar la producción nacional; a continuación, se des-
criben las principales características de este nuevo programa.

el nuevo programa de precIos de garantía

El Programa de Precios de Garantía a Productos Alimenta-
rios Básicos constituye uno de los programas estratégicos de 
la actual administración encabezada por el presidente Andrés 
Manuel López Obrador. De acuerdo con la exposición de mo-
tivos del paquete económico 2019, este programa contribuirá a 
mejorar la seguridad alimentaria aumentando la producción 
de granos básicos, en particular maíz, frijol, arroz y trigo 
panificable, mediante el otorgamiento de precios de garantía 
a pequeños y medianos productores mexicanos de estos granos 
[Gobierno de México, 2019a y 2019b].

Su objetivo general es apoyar el ingreso de los productores 
agrícolas, al adquirir sus productos a precios de garantía. Los 
principales criterios para focalizar la atención del programa 
en los pequeños y medianos productores serán la superficie y 
el volumen de producción [Gobierno de México, 2019c].

El organismo Seguridad Alimentaria Mexicana (Segalmex), 
constituido el 18 de enero de 2019, y coordinado en la Secre-
taría de Agricultura y Desarrollo Rural (Sader), con objeto 
de favorecer la productividad agroalimentaria y su distribu-
ción, en beneficio de la población más rezagada del país, será 
responsable de operar el esquema de compras de estos gra-
nos básicos. 
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Hasta el momento, se ha establecido que el programa ope-
rará bajo el siguiente esquema [Gobierno de México, 2019a]: 

a) El maíz se pagará a 5 610 pesos la tonelada, para pro-
ductores campesinos de hasta 5 hectáreas de temporal con 
límite de 20 toneladas. Y para agricultores comerciales de 
hasta 50 hectáreas de temporal o riego, se pagará a 4 150 pesos 
por tonelada, con límite de 600 toneladas.5

b) El frijol se pagará a 14 500 pesos la tonelada, a produc-
tores de hasta 30 hectáreas de temporal o 5 hectáreas de 
riego, con límite de hasta 15 toneladas.6

c) El trigo se pagará a 5 790 pesos la tonelada, para el 
tipo panificable hasta 100 toneladas por productor y del cris-
talino hasta 50 toneladas. 

d) El arroz se pagará a 6 120 pesos la tonelada, hasta 120 
toneladas por productor. 

e) La leche se pagará a 8.20 pesos por litro. El apoyo para 
los productores pequeños será de una a 35 vacas, y medianos 
de 36 a 100 vacas, con volumen máximo de compra de 25 litros 
por vaca.

A partir de este esquema de tarifas, se espera que los 
productores tengan una mayor utilidad debido a que el pre-
cio de garantía establecido por el gobierno cubrirá los costos 
de producción y estará por encima del precio de mercado de 
cada región agrícola del país.7 

5 La Sader informó en un comunicado reciente que se extendió dicho programa a los 
productores comerciales del estado de Sinaloa, Sonora y Tamaulipas [Segalmex, 2020a y 
2020b]. 

6 La Sader modificó los lineamientos del Programa de Precios Garantía, en el cual au-
mentó la extensión de cultivo de frijol que el gobierno apoyará, pasando de 20 a 30 hectáreas 
de temporal [Segalmex, 2019]. 

7 De acuerdo con las reglas de operación del Programa Precios de Garantía 2020, en el 
artículo 18, de la operación del precio de garantía para maíz comercializado por medianos 
productores, señala que el precio de mercado de referencia será definido para cada región y su 
cálculo se efectuará considerando el promedio de los precios de futuro del maíz al cierre en la 
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Por ejemplo, se puede observar en el cuadro 3 que, en el 
caso de los estados con una producción de maíz de carácter 
de temporal, como Campeche, Chiapas, Guerrero, Morelos, 
Jalisco y Quintana Roo, la utilidad estimada, con base en 
costos y rendimientos promedios, resulta ser mayor con el 
nuevo esquema de precios de garantía que sin estos. 

Cuadro 3. Maíz de temporal: costos de producción y rentabilidad  
con o sin precios de garantía (ciclo primavera-verano 20191)

Estados2

Sin precios de garantía Con precios de garantía

Costos de  
producción  

($/ha)3 
 

[a]

Rendimiento  
promedio  
(ton/ha)4 

 
[b]

Precio de 
mercado  
($/ton) 

 
[c]

Ingreso 
probable  
($/ha) 

 
[b*c=d]

Utilidad  
($/ha)

[d-a=e]

Subsidio  
($/ton)

[f ]

Ingreso  
($/ha)

[b*f=g]

Utilidad  
($/ha)

[g-a=h]

Campeche 13 836 4.2 3 600 15 120 1 284 5 610 23 562 9 726

Chiapas 23 038 7 3 960 27 720 4 682 5 610 39 270 16 232

Guerrero 18 232 7 3 800 26 600 8 368 5 610 39 270 21 028

Morelos 19 197 7 4 000 28 000 8 803 5 610 39 270 20 073

Jalisco 31 441 10 3 960 39 600 8 159 5 610 56 100 24 659

Quintana Roo 15 565 5 3 819 19 095 3 530 5 610 28 050 12 485

Fuente: elaboración propia con base en datos de fIra [2020].
1 Ciclo P-V. Siembra del 1-may.-2019 al 15-jul.-2019; cosecha del 2-dic.-2019 al 28-feb.-
2020.
2 Estados de la República con la modalidad tradicional con paquete tecnológico TMF 
(temporal, semilla mejorada y fertilización).
3 La estructura de costos es la siguiente: preparación del terreno, siembra, fertilización, 
labores culturales, riegos, control de plagas, enfermedades y malezas, cosecha, selec-
ción y empaque y diversos.
4 Los datos utilizados en este cuadro sobre costos y rendimientos no representan la to-
talidad de los productores de temporal ya que, en la realidad, la situación productiva de 
la mayoría de estos puede ser más precaria al igual que sus rendimientos y, por ende, 
su utilidad. 

Bolsa de Comercio de Chicago (cbot) y el promedio del tipo de cambio FiX para pagos, publicado 
por el Banco de México, más las bases fijadas por Segalmex [Segalmex, 2020a y 2020b].
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Dicha estimación permite sostener que este subsidio in-
centivará a este tipo de productores a continuar con su acti-
vidad agrícola y contribuir, de este modo, con el objetivo de 
alcanzar la autosuficiencia alimentaria. 

De igual manera, el precio de garantía establecido por el 
gobierno rebasa el precio internacional. En este sentido, 
como se muestra en el cuadro 4, sobresale el caso del frijol, el 
cual registra una diferencia en los precios de más de 8 000 
pesos por tonelada. Así también, resalta el caso del maíz y el 
trigo panificable, cuya diferencia en precios es de casi 3 000 
pesos con respecto a los internacionales. 

Cuadro 4. Precio nacional vs internacional, 2019 (pesos)

Producto Superficie  
(ha)

Ciclo  
productivo

Precio de 
garantía  
($/ton)

Volumen  
máximo  
productor  

(ton)

Precio  
internacional  

($/ton)

Diferencia  
($)

Maíz blanco
hasta 5 de 
temporal

p.v. 2019 5 610 20 ton 2 645 2 965

Frijol

hasta 20  
de  

temporal  
y 5 de 
riego

p.v. 2019 14 500 15 ton 6 176 8 324

Arroz -
o.i. 2018-2019

p.v. 2019
6 120 120 ton 4 385 1 735

Trigo  
panificable

-
o.i. 2018-2019

p.v. 2019
5 790 100 ton 2 992 2 798

Leche - diario 8.20 $/litro
15 lts  

por vaca
6.27 1.9

Fuente: elaboración propia con base en Torres [2019]. 
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Por otra parte, el maíz y el frijol serán recibidos en los 
centros de acopio que Segalmex abrirá en las zonas de produc-
ción, cerca de las parcelas de los productores. De acuerdo con 
la Matriz de Indicadores para Resultados (mir) del propio 
Programa para el año 2019, se establece la meta de crear 1 000 
centros de acopio para maíz y 100 de frijol, que puedan con-
seguirse en comodato o renta, con capacidad suficiente para 
recibir el maíz y el frijol producido [Sader, 2020a]. Los pro-
ductos adquiridos tendrán como destino prioritario atender 
las necesidades de Diconsa, para la provisión de su red de 
abasto [cedrssa, 2019b].

En la mir se señala también que Sader y Segalmex paga-
rán a los productores de maíz y frijol el mismo día en que 
se reciba el grano en los centros de acopio. Por otra parte, los 
productores de trigo panificable y arroz recibirán un pago 
por la diferencia entre el precio de garantía y aquel al que 
hayan vendido a la industria panificadora.

La leche fresca será adquirida por Liconsa en los centros de 
acopio especiales para esta operación y se pagará electrónica-
mente a cada productor tan pronto se verifique su calidad. Para 
instrumentar esta política de precios, Segalmex promoverá el 
desarrollo de empresas sociales rurales como proveedores 
para el abasto de maíz, frijol, arroz, trigo panificable y leche.

Al respecto, la mir establece como meta del programa que 
los pequeños y medianos productores de granos básicos in-
crementen sus ingresos por la venta de sus productos en el 
57 %. Asimismo, establece que los pequeños y medianos pro-
ductores de maíz, frijol, trigo y arroz panificable, que obtengan 
precios de garantía por la venta de sus productos en 2019, 
representen al 70 % de los productores elegibles [cedrssa, 
2019b].

De acuerdo con estadísticas más recientes proporciona-
das por el Sistema de Información Agroalimentaria y Pes-
quera (siaP) y el Centro de Estudios para el Desarrollo Rural 
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Sustentable y la Soberanía Alimentaria [cedrssa, 2019a y 
2019b] la población potencial total del Programa de Precios 
de Garantía, con base en los requisitos mencionados ante-
riormente, correspondería a 2.6 millones de pequeños y 
medianos productores de maíz, frijol, trigo panificable y arroz. 

Al inspeccionar a fondo a dicha población objetivo por 
tipo de cultivo, como se observa en el cuadro 5, existen alre-
dedor de 2.2 millones de productores que siembran hasta 
5 hectáreas de maíz y producen 11.2 millones de toneladas, de 
las cuales se llevan al mercado 6.4 millones de toneladas. 
Este volumen representa el 30.5 % del volumen nacional.

En el mismo cuadro se muestra que, en el caso del frijol, 
hay 380 932 productores que siembran hasta 20 hectáreas de 
temporal, y hasta 5 de riego, y producen 883 993 tonela-
das, de las cuales se ofrecen en el mercado 626 922 toneladas, 
o sea el 68.8 por ciento.

Por lo que refiere al trigo panificable, trabajan 69 314 
productores de grano fuerte, medio fuerte, suave, corto y tenaz, 
que ofrecen al mercado 1.4 millones de toneladas, que repre-
sentan el 40.4 % del total. En el caso del arroz existen 5 722 
productores que cultivaron 265 567 toneladas de arroz palay 
que se llevan en su totalidad al mercado [cedrssa, 2019b].

En suma, es posible señalar que dicho esquema de precios 
de garantía logrará dar certidumbre a los productores, en cuan-
to a conseguir un ingreso por su cosecha, además de facilitar-
les la comercialización de su producción sin intermediarios o 
coyotaje, y les permitirá continuar con su actividad agrícola. 

Principales diferencias entre ambos periodos de aplicación  
de los precios de garantía

Como ya se mencionó, la política de precios de garantía no es 
nueva en el país y, ante este hecho, se ha generado un conjunto 



40 

de comentarios favorables o contrarios a la propuesta 
no del todo objetivos, que hacen necesario analizarla más 
a fondo, por lo que a continuación se aclararán cuáles son 
las diferencias entre el periodo pasado y actual de aplica-
ción de los precios de garantía.

La pasada política de precios de garantía se instrumentó 
en el contexto de una estrategia de industrialización por sus-
titución de importaciones que fue posible debido a la coyuntu-
ra favorable proporcionada por la Segunda Guerra Mundial 
y la postguerra, y por el proceso de modernización de la in-
fraestructura agrícola y la estructura agraria que el Estado 
mexicano impulsó a través de la Revolución verde.

El objetivo entonces fue convertir al sector agrícola en 
fuente principal de divisas mediante la exportación de produc-
tos agrícolas; al mismo tiempo que relegaba al sector ejidal a 
la producción para el consumo interno, con el propósito de 
abastecer a la ciudad de alimentos baratos, y a la industria 
de materia prima y mano de obra, también a bajo precio. 

De este modo, los precios de garantía fueron el instru-
mento idóneo para cumplir con dicha meta. Por ello, los pre-
cios operaron para todos los estratos de productores, tanto 
de orientación empresarial, como campesina, de manera ge-
neralizada y universal, sin diferenciar el monto de los incen-
tivos por tipo de productor.

Así, la política de precios de garantía, implementada a 
lo largo del siglo xx, tuvo el acierto de poner en manos del 
Estado la acción reguladora de un sector estratégico. Du-
rante ciertos periodos, logró una relativa estabilidad de 
precios. En los sesenta estimuló la producción agrícola al 
aumentar los precios mínimos de garantía del frijol (1961) 
y del maíz (1963), y mantener el precio del trigo, lo que llevó 
a México a convertirse en un exportador de alimentos de 
1964 a 1969, y lograr la autosuficiencia alimentaria [cedrssa, 
2019b].
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Por el contrario, la nueva política de precios de garantía 
opera en un ambiente adverso y distinto, caracterizado por 
un sector con bajas tasas de crecimiento, una economía glo-
balizada y con una estructura gubernamental adelgazada y 
acotada en su intervención debido a décadas de neoliberalis-
mo; además, la expansión monopólica y transnacional de las 
agroindustrias, conocida como “régimen agroalimentario glo-
bal corporativo” [McMichael, 2015], fortalecida con el tlcan, 
hoy conocido como t-mec, controla y encarece la producción y 
distribución de los bienes de consumo alimenticios populares. 

Por ello, el nuevo objetivo de esta política de precios busca 
mitigar la orientación neoliberal y corrupción de la anterior 
política agrícola en materia de producción, comercialización, 
distribución y consumo que privilegiaba al mercado, e impulsa 
una nueva en donde el Estado retome su papel como promotor 
del desarrollo agrícola y reintegre a los productores campesi-
nos como sujetos productivos. 

Ante dicha realidad, el Programa de Precios de Garantía 
de la actual administración operará principalmente para pe-
queños y medianos productores de cuatro granos básicos y 
leche, con el fin de reintegrarlos como sujetos productivos. La 
justificación de ello es que, nueve de cada diez productores en 
el campo en México se catalogan de pequeña y mediana escala, 
y ellos son responsables del 54 % de la producción nacional en 
términos de valor y del 85 % de los empleos rurales [Sader, 
2020d].

De esta manera, a diferencia de periodos anteriores, don-
de los incentivos como el ingreso objetivo se dirigían a los 
productores orientados a la producción comercial de granos y 
oleaginosas (que representaban entre el 35 % y el 40 % de la 
producción nacional), ahora los nuevos subsidios tienen el 
acierto de focalizar su atención en un estrato mayoritario de 
productores que no se benefició antes de los instrumentos 
de la política agrícola neoliberal. 



44 

Otra diferencia importante es que el actual programa 
pagará y entregará los recursos económicos de manera direc-
ta a los productores, es decir, sin intermediarios (coyotaje), 
organizaciones o líderes de por medio, con el fin de evitar actos 
de corrupción. 

Una última diferencia entre ambos periodos de aplicación 
de políticas de precios de garantía es la constitución de un or-
ganismo regulador, facultado para intervenir en la adquisi-
ción, acopio, importación, integración de reservas de alimentos 
y promoción de la producción, industrialización y consumo 
de productos agroalimentarios. En este sentido, la novedad es 
que el organismo regulador actual, Segalmex, a diferencia de 
la Conasupo, incursionará en la venta y distribución de fer-
tilizantes y semillas mejoradas, para aliviar la productividad de 
la población más rezagada. 

Resultados preliminares y retos del programa

Hasta el momento han transcurrido casi dos años desde el 
comienzo de la nueva administración, por ello existe la inquie-
tud de saber si esta nueva política logrará cumplir con los 
propósitos para los que se formuló.

Aunque en este momento resulta prematuro analizar 
exhaustivamente los resultados de dicho programa debido a 
la etapa de arranque en la que se encuentra y al carácter en 
ciernes de los datos oficiales sobre este, no obstante, es posible 
señalar, con base en el Primer Informe de Gobierno 2019, 
junto con el Padrón de Beneficiarios del Programa Producción 
para el Bienestar, y otros informes y comunicados oficiales 
recientes, que los resultados principales obtenidos hasta ahora 
son los siguientes [Gobierno de México, 2019c y 2020; Sader, 
2020b y 2020d]: 
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a) Para el año 2019, se autorizaron a este programa 6 000 
millones de pesos de presupuesto. A junio de 2019 se ha ejer-
cido el 100 % del presupuesto en la compra de la cosecha de 
21 632 pequeños productores rurales (5 374 productores 
de maíz, 14 710 de frijol y 1 548 de trigo), principalmente de 
los estados de Chiapas, Oaxaca, Zacatecas, Durango, Nayarit, 
Chihuahua, Guanajuato y Querétaro.

b) Durante el primer semestre de 2020, se apoyó a 65 766 
productores, con una derrama económica de 4 967.56 millones 
de pesos en 26 estados, y se han acopiado 760 000 toneladas, de 
las cuales 712 400 son de maíz, y 47 900 de frijol, además 
de 168.5 millones de litros de leche. Y se dejó de importar leche 
en polvo por un valor de más de 2 000 millones de pesos. 

c) Durante el primer semestre de 2020 se extendió el pro-
grama y se favoreció a 20 300 productores comerciales de maíz 
de los estados de Sinaloa, Sonora y Tamaulipas, con una 
producción aproximada de 5.5 millones de toneladas, con el 
fin de aumentar y garantizar el abasto nacional.

d) De la meta de crear 1 000 centros de acopio para maíz 
y 100 de frijol, hasta la fecha existen 589 centros de acopio 
activos. 

e) En lo que va de 2020, la distribución de los apoyos re-
lacionados con el programa Producción para el Bienestar 
(PpB), del cual deriva el de Precios de Garantía, se ha con-
centrado en los estados históricamente más rezagados, por 
ejemplo: Chiapas (14.5 %), Oaxaca (12.1 %) y Veracruz 
(10.1 %); seguidos de las entidades de Puebla (6.5 %), Gue-
rrero (6.2 %), Jalisco (4.9 %), Michoacán (4.8 %), Zacatecas 
(4 %) y Estado de México (4 %) (véase gráfica 2).

A partir de los resultados anteriores, es posible vislumbrar 
los retos generales que continuará enfrentando este progra-
ma para lograr su consolidación y cumplir por completo con 
sus objetivos; algunos de estos serán de carácter: presupues-
tal, administrativo, operativo y programático.  
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Algunos ejemplos concretos de lo anterior podrían ser: 
a) revisar o actualizar los padrones de beneficiarios, así como 
los criterios de elegibilidad de cultivos y productores confor-
me el estado de la inseguridad alimentaria lo amerite; b) ga-
rantizar que el precio de garantía y otros estímulos se paguen 
oportunamente y generen utilidades a los productores, inde-
pendientemente de sus capacidades productivas, a la vez 
que ofrezca al consumidor alimentos con precios bajos; c) refor-
zar las sinergias con otros programas gubernamentales que 
mejoren el bienestar; y, por último, d) impedir y sancionar 
los actos de corrupción que pudieran presentarse en la asig-
nación directa de los recursos por parte de funcionarios o 
productores.

En suma, se estima que con los resultados alcanzados hasta 
ahora, dicho programa está comenzando a tener un resultado 
positivo en aumentar la oferta de alimentos e ingreso de los pro-
ductores pequeños y medianos (campesinos y comerciales) 
ya que, con este estímulo, en lo que va de 2020 (el cual ha 
sido un año extremadamente crítico con motivo de la pande-
mia de salud), se logró aumentar la producción nacional, en 
comparación con 2019, de frijol 55.5 %; trigo panificable  
30.6 %; arroz 28.7 % y maíz grano 5 %. Lo anterior, represen-
ta un avance importante en el plan sexenal de alcanzar la 
seguridad alimentaria.

conclusIones

El programa de precios de garantía para pequeños y media-
nos productores, presentado por el actual gobierno, tiene 
como objetivo principal la recuperación del campo mexicano 
que quedó destrozado por las políticas neoliberales aplicadas 
por los gobiernos anteriores. Con este nuevo programa se busca 
comenzar un nuevo proceso de recuperación de la soberanía 
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y la autosuficiencia alimentaria, independientemente de si 
esta política es limitada o sustentable a largo plazo. 

Se ha señalado que, esta política ya se ha aplicado en el 
pasado por los gobiernos mexicanos durante el periodo del de-
sarrollo estabilizador o “milagro mexicano”. Sus resultados 
cumplieron con los objetivos trazados en cuanto a apoyar la 
estrategia de sustitución de importaciones y la Revolución 
verde. Sin embargo, se vio que era una estrategia limitada 
para resolver los problemas de fondo del campo mexicano. 
Peor aún, los gobiernos neoliberales interesados en impulsar 
solamente los sectores agrícolas competitivos liberalizaron 
los precios a favor de estos sectores, con la consabida exclu-
sión del campesino mexicano de la producción agrícola, que 
era la base de nuestra soberanía y autosuficiencia alimentaria. 

El gobierno actual, consciente de esta grave situación 
para el desarrollo de nuestro país está implementando una 
nueva política de precios de garantía dirigida principalmente 
a productores campesinos como parte del objetivo de recuperar 
la producción campesina. 

Con los resultados hasta ahora alcanzados, anteriormente 
desglosados, es factible sostener que dicho programa tendrá 
un efecto positivo, aunque pueda ser transitorio, en aumen-
tar la autosuficiencia alimentaria ya que ha logrado reinte-
grar de entrada a casi 2 millones de campesinos como sujetos 
productivos agrícolas y aumentado la producción nacional de 
alimentos hasta en un 30 por ciento. 

Dicho pronóstico permite señalar que esta política va 
más allá de objetivos puramente asistencialistas y afectará 
el desarrollo agrícola y rural del país. Incluso, podría iniciar 
un proceso de reversión de “la nueva ruralidad”, que consiste, 
entre otras cosas, en la expulsión de los campesinos del tra-
bajo agrícola y su desplazamiento a la informalidad. 

Además, por la coyuntura en que se implementó esta polí-
tica de precios agrícolas, es decir, el contexto de la renegocia-
ción del tlcan impuesta por el presidente Donald Trump para 
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reconvertir dicho tratado comercial más a su favor, y la crisis 
de salud provocada por la covid-19, ha tenido una connotación 
económica y política de carácter progresista y oportuna. 

Por último, si bien este programa de fomento agrícola del 
nuevo gobierno traerá una mayor inclusión y producción del sec-
tor campesino, con el fin de alcanzar la autosuficiencia ali-
mentaria, que en esta época es urgente recuperar, hay que 
tomar en cuenta que el actual cambio de política económi-
ca, del neoliberalismo al apoyo estatal, es solo un primer 
paso en la perspectiva de recuperar el campo para el desa-
rrollo agrícola, y en general de la economía mexicana; no 
obstante, se requieren cambios más profundos, porque la ex-
clusión y crisis de rentabilidad de esta agricultura campesina 
tiene causas estructurales que tienen que ver con el siste-
ma desigual de tenencia de la tierra y de recursos naturales 
(minifundio y latifundio), y el monopolio de la tecnología y 
los mercados, por parte de las agroempresas transnacionales, 
que le han impedido al sector campesino participar de manera 
más activa y con mayor valor agregado en el mercado interno 
y externo, y de esa manera capitalizarse y caminar por cuenta 
propia, sin depender de subsidios que finalmente lo encadenan 
a los designios del Estado. 
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2. LA AUTONOMÍA DE LA BANCA CENTRAL EN MÉXICO  
Y LA EVOLUCIÓN DEL ARTÍCULO 28 CONSTITUCIONAL:  

SUS EFECTOS EN LA POLÍTICA MONETARIA DEL PAÍS

Irma Irene Bernal Soriano*

IntroduccIón

Durante 2019, el Banco de México (Banxico) celebró 25 años 
de autonomía. Frente a esta celebración, llama la atención el 
olvido de la historia de la banca central de nuestra nación, 
dado que, en 1925, la Ley General del Banco de México decre-
taba la autonomía del banco1 indicando, por tanto, que la 
autonomía de la banca central no es algo nuevo para esta ins-
titución; sin embargo, ha evolucionado y se ha adaptado a los 
cambios que marca la circunstancia histórica y la necesidad 
nacional frente a un contexto internacional.2 

* Programa de Becas Posdoctorales en la unam; becaria del Instituto de Investigaciones 
Económicas de la  unam, asesorada por la doctora María Irma Manrique Campos. 

1 Para el contexto internacional, el antecedente histórico sobre la autonomía lo demues-
tran los esfuerzos de Montagu Norman (1871-1950) por excluir el dinero y el crédito de toda 
interferencia de la política del gobierno desde que comenzó su mandato como gobernador 
del Banco de Inglaterra [Pérez, 2020: 56]. 

2 Bajo esta lógica el historiador Eduardo Turrent [2008: 11] realizó una tipología de 
la autonomía de la banca central mexicana, para lo cual consideró tres periodos y tres 
denominaciones con características de la misma: autonomía reglamentaria (1925-1938); 
autonomía carismática (1955-1970) y la nueva autonomía decretada a finales de 1993. Hoy 
en día la enseñanza de las “autonomías del pasado” radica en la forma en cómo se combina-
ron los objetivos de la institución bancaria con la meta nacional del crecimiento y desarrollo 
económico del país; lo cual era posible por el modelo industrializador por sustitución de 
importaciones bajo el pensamiento desarrollista (con gran influencia keynesiana y de la 
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Hoy en día, el celebrar la autonomía significa la indepen-
dencia de la banca central, cuyo propósito pareciera ser la 
consolidación, fortalecimiento y continuidad del modelo neoli-
beral, por medio del control del elemento monetario, siendo con-
tradictorio a ese control monetario el crecimiento económico,3 
empleo, inversión pública y mejoramiento de la calidad de 
vida, que deberían ser hoy las necesidades más urgentes a 
resolver en el país; por tanto, resulta imperativo para los 
economistas heterodoxos que la banca central recupere la di-
rectriz sobre el crecimiento económico y no solo la estabilidad 
de precios como propugnan los liberales ortodoxos; con ello 
se asumirían de nueva cuenta las antiguas funciones y preocu-
paciones de la institución. 

El presente trabajo tiene como objetivo mostrar el origen 
de la llamada “autonomía” de la banca central en México y 
su diferenciación respecto a la autonomía vigente, por lo cual 
se hace una revisión general del proceso histórico, donde se 
evidencia que el Banco de México fue construido a partir 
de una de las demandas económicas de la Revolución de 1910: 
el Banco Único de Emisión (bUe), plasmado en el artículo 28 
constitucional de 1917. Se muestran a lo largo del trabajo 
los distintos proyectos presentados, así como los cambios al 
artículo 28 constitucional, y las críticas que derivan de la 
actual autonomía de la banca central.

Para dar cumplimiento al objetivo propuesto, la estructu-
ra del trabajo está organizada en tres secciones. La primera 
parte alude a la promulgación del artículo 28 constitucional 
y su significado económico. Enseguida, se analizan de una 
forma general los distintos proyectos de Banca Única de 
Emisión. La tercera parte muestra la evolución y estatus 

cepal, que más tarde derivó en la síntesis del desarrollo estabilizador [Suárez, 2005: 225]. Cabe 
puntualizar que el debate respecto a las prioridades nacionales y el actuar de la banca central 
siempre estuvo presente [Suárez, 2005: 238-242]. 

3 La reducción de la inflación involucró costos significativos en el producto y el empleo, 
como atestigua el experimento de Paul Volcker en 1980, en Estados Unidos [Pérez, 2020: 57].
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actual del artículo 28 constitucional, y la crítica a la denomi-
nada independencia de la banca central. El ensayo termina 
con las reflexiones finales.

la promulgacIón del artículo 28 constItucIonal

Importancia y significado. El Banco de México, que abrió sus 
puertas el 1 de septiembre de 1925, fue la consumación de 
un anhelo largamente acariciado por los mexicanos. Su crea-
ción cerró un largo periodo de inestabilidad y anarquía mo-
netaria, a principios del siglo xix, y durante el cual reinaba 
un sistema de pluralidad de bancos de emisión; sistema que, 
además, fue agravado por el conflicto revolucionario de 1910, 
y con el que sobrevino la desconfianza en el papel moneda y 
la destrucción del sistema monetario vigente hasta ese mo-
mento [Banco de México, 2019]. Por tanto, la importancia del 
origen de la banca central mexicana radicó en la centraliza-
ción y control monetario por parte del Estado para alcanzar 
la autonomía y soberanía monetaria del país;4 así, se tendía 
a consolidar al nuevo Estado posrevolucionario siendo el bUe 
la expresión institucional sobre la cual se sentaron las nue-
vas bases del sistema financiero mexicano, el cual pretendía 
erradicar la extranjerización, dominio y abuso del sistema 
bancario sobre el sistema monetario heredado del porfiriato; 
por tanto, su creación es resultado y expresión del triunfo 
revolucionario.

La perspectiva de la política bancaria, así como la pretensión 
de crear un Banco Único de Emisión, se le atribuye al primer 
jefe del ejército constitucionalista: Venustiano Carranza, 

4 El primer intento de centralización monetaria lo constituyó la reestructuración mone-
taria que comenzó en 1915, con el proyecto monetario del infalsificable, el cual expresaba 
la pretendida unificación monetaria y la estabilidad en el valor de la moneda mexicana. Esta 
reorganización monetaria estuvo a cargo de la Comisión Monetaria y del Fondo Metálico de 
Garantía.
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quien expresaba su descontento sobre la forma de operar del 
sistema bancario heredado del porfiriato. Por tal motivo, 
propuso un nuevo proyecto para el sistema bancario, que 
involucraba a su vez un proyecto de Banco Único de Emisión, 
distinto en todos los sentidos al esquema porfiriano de la plu-
ralidad bancaria. La nueva política para el sistema bancario 
era la creación de un solo banco de emisión controlado por el 
Estado.5

Se perfiló, por tanto, para el segundo semestre de 1913, un 
proceso “irreconciliable” entre la banca y los revolucionarios 
constitucionalistas. Los intereses de los banqueros capita-
listas, y sobre todo extranjeros que se contraponían con la 
posibilidad de emprender la nueva y revolucionaria políti-
ca bancaria. La banca central, por tanto, constituía una utopía 
para los revolucionarios, tanto para carrancistas como para los 
villistas.6 La propia Soberana Convención (1915) asumía la 
necesidad de crear un Banco Mixto de Estado. 

Los gobiernos surgidos de la Revolución estaban decidi-
dos a conquistar el reducto del capital financiero extranjero 
y reservar el derecho de emisión para el Estado y que este 
adquiriera funciones de control, además de ejecutar aquellas 
operaciones de crédito a las cuales se negaba la banca pri-
vada dominada por el capital extranjero [Semo, 2012: 523]. 
Los proyectos impulsados por los financieros carrancistas, 
con Rafel Nieto y Luis Cabrera a la cabeza, delinearon “la 
mayor parte de política económica que permitió redefinir el 
papel del Estado en la economía” en los veinte [Bernal, 2016: 
360]. El objetivo principal era alcanzar la autonomía finan-
ciera del Estado con la conformación de un Banco Único de 

5 Esta nueva política fue enunciada el 24 de septiembre de 1913, en el célebre discurso 
pronunciado en Hermosillo, Sonora.

6 Por ejemplo, el propio Francisco Villa apoyó en su momento con gran entusiasmo dicha 
propuesta, y expresaba: “si cuando la Revolución llegue a la ciudad de México y acabe con 
el gobierno del traidor Huerta, don Venus no funda el Banco Central que usted dice yo lo 
fundaré”  [Pani, 1950: 210-211].
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Emisión bajo la dirección del Estado, que fue el elemento 
central, tanto de la reforma bancaria de la Revolución como de 
la reforma monetaria [Cortés, 2014: 170]. Se había compren-
dido que la soberanía política era indisoluble de la soberanía 
económica, por tanto, se volvía una prioridad económica la cen-
tralización monetaria y financiera. 

Después del desorden monetario y de la estabilización y 
reestructuración monetaria, la historiografía converge en 
señalar una etapa de construcción institucional [Suárez, 2012: 
191],7 como un proceso de creación de las instituciones revolu-
cionarias del país. El Banco de México estaría representado 
por el proyecto institucional de la Banca Única de Emisión; 
el cual funcionó como elemento de unidad nacional. Manuel 
Gómez Morín8 denominó al proceso no solo de creación del Ban-
co de México, sino de la propia reorganización bancaria, como 
una “obra de largo aliento”, en la cual estuvo presente el modus 
operandi del Estado con los bancos acreedores mexicanos 
mediante acuerdos, cesiones de acciones, liquidaciones etc., 
que favorecieron al gobierno y permitieron a los bancos que 
se encontraban en condiciones de hacerlo, reiniciar sus acti-
vidades de crédito y de descuento [Krauze, 2015: 40]. 

El contexto internacional influía sobre México en la me-
dida que la Conferencia Financiera Internacional celebrada 
en Bruselas9 en el año de 1920, había recomendado con insis-
tencia a diversos países que aún carecían de banco central, 
tomar las medidas conducentes para constituirlo.

7 Fujigaki Cruz y González Orea [2014: 93] hablan de una etapa de reconstrucción que 
sigue a la etapa armada de la Revolución. 

8 La denominación dada por este histórico personaje reviste una gran singularidad, 
dado que fue miembro fundador de la institución bancaria, al ser uno de los redactores de la 
Primera Ley del Banco de México.

9 La Conferencia obedeció al intento de las naciones por restablecer el patrón oro que 
se había derrumbado tras la Primera Guerra Mundial, urgía la convertibilidad monetaria 
internacional, así como aminorar los efectos inflacionarios creados por la guerra. Uno de 
los resultados de esta Conferencia fue la formación de numerosos bancos centrales en toda 
América Latina: Colombia (1923), Chile y México (1925), Ecuador (1927), Bolivia (1928) y Perú 
(1931) [Espinosa, 1945: 69].
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El artículo 28 constitucional

Como antecedente directo a la promulgación del artículo 28, 
se encuentra la propuesta emanada de la Soberana Conven-
ción Revolucionaria, de la cual surgió el artículo 17; dicha 
propuesta se discutió el 4 de septiembre de 1915 en la sesión 
celebrada en la ciudad de Toluca. El debate giró en torno a 
la definición de lo que se consideraba que era un banco de 
Estado, el cual fue precisado como aquella institución que se 
establecía con fondos del Estado, y cuyo dueño es el Estado,10 
pero marcaron una diferencia respecto a lo que sería el Banco 
Único de Emisión.11 A partir de ello se fijaron las posiciones 
a favor o en contra de la propuesta de un banco de Estado, 
lo que dio pie a que se presentara una alternativa que re-
presentara las preocupaciones e incluso los intereses de la 
mayoría en el proyecto de banco estatal: el banco mixto de 
Estado, refiriéndose a aquel banco que se establecería con 
fondos del Estado y con fondos particulares, y que tendría a 
su vez la facultad de emitir billetes, homologándola para tal 
fin con la banca francesa. 

De forma temprana se había gestado una línea de política 
bancaria y monetaria que redondeaba el proyecto de nación 
plasmado en el Programa de Reformas Sociales y Políticas 
de la Soberana Convención. De alguna manera se retomaba 
el planteamiento carrancista inicial de 1913. La política mo-
netaria y bancaria pretendía ser la solución del problema 
económico y monetario del país. Después de la sesión del 4 de 
septiembre de 1915, el tema no volvería a la mesa ni por la 
Convención ni por los carrancistas, pero sí por los constitu-
yentes dos años después (1917), cuando generarían la pro-
puesta y aprobación del artículo 28 constitucional. 

10 Véase la participación del ciudadano Borrego, cuando hace la distinción entre banco 
de Estado y banco mixto [Fabela, 1973: 352].

11 Dicha diferencia es señalada por el ministro de Hacienda del Gobierno Convencionista, 
Zubiría y Campa.
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Así en 1917, el Congreso Constituyente había hecho suya 
la idea de crear el Banco Único de Emisión y aprobó el artículo 
28,12 en cuya redacción había influido mucho Rafael Nieto 
[Lomelí, 2002: 322]. Aparecía por primera vez en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos (cPeUm) la cen-
tralización y control monetario por parte del Estado, con la 
emisión y acuñación monetaria.

las InIcIatIvas de proyectos para banca ÚnIca de emIsIón (bue)

De acuerdo con González Orea [2019: 79] se presentaron va-
rios proyectos para la emisión monetaria del país. A lo largo 
de varios años, desde 1913 y hasta 1924, diferentes voces se 
levantaron para opinar o participar en la creación del Banco 
Único de Emisión. Diversos proyectos de banqueros naciona-
les y extranjeros, abogados, economistas y los mismos miem-
bros del gobierno revolucionario y posrevolucionario fueron 
leídos, publicados y discutidos, algunos de ellos en el Congreso 
mexicano, a fin de ver la luz y contribuir al restablecimiento 
del sistema bancario mexicano. González Orea [2019: 180], 
con base en el análisis de Antonio Manero, hace un estimado de 
10 proyectos de diferentes personajes e instituciones, tanto 
nacionales, como internacionales. En la presente investiga-
ción se han encontrado 14 aproximadamente, unos desarro-
llados más que otros (cuadro 1).

Una vez que se tuvo el respaldo legal de la emisión y acu-
ñación monetaria, se procedería a la revisión de los diversos 
proyectos del Banco Único de Emisión, lo cual ocurrió seis 
meses después de haberse aprobado la Constitución, donde 
además se enviaba al Congreso un proyecto de ley para la 
contratación de un empréstito destinado a integrar el capital 

12 Véase la síntesis de los principales puntos tratados en el debate del Constituyente en 
Bernal [2016: 367-369].
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del banco. Sin embargo, la suerte que correría la creación del 
banco de emisión tardaría ocho años después de la aproba-
ción del artículo 28. 

Resulta por demás interesante señalar que la primera 
propuesta de Banco Único de Emisión presentada ante el Con-
greso (Poder Legislativo) fue realizada por el propio Venus-
tiano Carranza el 8 de diciembre de 1917;13 sin embargo, no 
sería este el dictamen aprobado, sino la propuesta elaborada 
por las Comisiones de Hacienda y Crédito Público de la Cáma-
ra de Diputados de la xxix Legislatura, que denominó Ley 
del Banco Único de Emisión, además de haber formulado 
la Ley General de Instituciones de Crédito, aprobada por el 
Congreso el 7 de julio de 1921.14 Este dictamen resultó ser 
la base sobre la cual partiría el proyecto de Ley para la crea-
ción del Banco de México.

Manero clasificó las propuestas o proyectos sobre Banca 
Única de Emisión, en función de los agentes que la presenta-
ron y que denomina como revolucionaria, abarcando de 1915 
a 1924; sin embargo, es necesario matizar que no todos los 
proyectos son revolucionarios y que la iniciativa privada, por 
medio del sector bancario, también presentó sus propias pro-
puestas, dado que sus intereses estaban en juego y depen-
dían de la decisión que el Estado tomara. Por tal motivo en el 
presente documento se propone una periodización distinta. 

13 A pesar del boom del debate del artículo 28, y de la rápida preparación y presentación 
del proyecto Nieto-Carranza, es sorprendente cómo el propio Carranza retiró sus iniciativas, 
incluyendo la Ley General de Instituciones de Crédito, el 12 de septiembre de 1919, 
por considerarlas inapropiadas para las nuevas condiciones por las que el país atravesaba 
[Uhthoff, 1998: 182].

14 Dictamen como los anteriormente aprobados, permaneció por circunstancias políticas, 
sin posterior ejecución en la Cámara de Diputados [Manero, 1957: 158]; incluso, aún en el 
mandato del presidente Calles, las oposiciones a la creación del banco único no habían 
desaparecido, procedían no solo de fuera, sino también en algunos círculos oficiales; la 
convicción era de que sería suficiente una reorganización de la Comisión Monetaria, en 
lugar del establecimiento de una institución nueva [Krauze, 2015: 61], planteamiento que no 
difería del esbozado por Luis Cabrera apenas unos años atrás [Uhthoff, 1998: 185].
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Se consideran propuestas de los revolucionarios aquellas que 
comprendieron de 1915 a 1921, y las propuestas de la inicia-
tiva privada comprenden de 1922 a 1925, donde los proyectos 
estuvieron encabezados por el sector bancario. Para el pri-
mer periodo, los planteamientos y discusiones fueron muy 
variados y generales, pero el acuerdo al que se llegó resultó 
ser muy similar a la propuesta aprobada en julio de 1921: 
crear un banco de Estado de carácter mixto. 

Dentro del periodo revolucionario, de 1920 a 1921, se inclu-
yeron las propuestas de Antonio Manero (22 de septiembre 
de 1920), los generales que trabajaron de forma conjunta 
con Salvador Alvarado y, Manuel Padrés,15 también el presi-
dente Obregón presentaría su propuesta al Congreso el 9 de 
febrero de 1921 y sería rechazada prácticamente al unísono 
por la Cámara de Diputados. Ante esta reacción se procedería 
a la última propuesta del periodo por decisión del secretario de 
Hacienda Adolfo de la Huerta (25 de febrero de 1921). El 
periodo cierra con la aprobación del dictamen de la comisión 
dictaminadora, la cual recuperó varios elementos de la pro-
puesta de Antonio Manero quien, a su vez, de forma muy 
inteligente sugirió que se adicionaran todos los proyectos 
que se habían presentado de forma sintética al dictamen. 

De la propuesta de Manero específicamente se retomó la 
organización del banco en sociedad anónima; el capital ini-
cial, e incluso el consejo de administración, variando solo en 
la cantidad de integrantes, en vez de ser de 11, quedó en 10 
consejeros. La propuesta resultó ser idéntica a la ley decre-
tada en 1925, respecto a la relación que debería existir entre 
la emisión y las existencias en oro, así como a la función de 

15 Alvarado y Padrés eran secretario y subsecretario de Hacienda, mientras Solís Cámara, 
Fernando González Roa y Antonio Caso, de acuerdo con Eduardo Turrent [2012: 133] 
asumieron el papel de asesores. Pero llama la atención que en el texto La reconstrucción 
de México: un mensaje a los pueblos de América, de la autoría de Salvador Alvarado, no 
se menciona a nadie más, ya fuera como coautor o asesor de la iniciativa del Banco de la 
República mexicana; por tanto, queda señalado como único autor el general Alvarado.
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ser tesorero de los fondos de gobierno, las funciones de banco 
de descuento y de depósito (véase cuadro 1).

El segundo y último periodo estaría constituido por las 
propuestas del sector bancario nacional, y la sugerencia de 
William Wisseman, debiéndose destacar la elaborada por 
Agustín Legorreta, propuesta que se rescata en el presente 
trabajo porque da a conocer la perspectiva de la iniciativa pri-
vada para consolidar y organizar la Banca Única de Emisión. 
En dicha propuesta se encuentran reflejados los intereses 
del sector bancario y la esperanza que guardaba el sector frente 
a la recomposición y reposicionamiento del sistema bancario. 
También se considera en este periodo el proyecto de los exi-
liados y perdedores de la revolución en voz de Toribio Esquivel 
Obregón [Blanco y Sánchez, 2019: 101]. 

El primer proyecto era del Comité Internacional de Ban-
queros por medio de William Wisseman; proponían a princi-
pios de 1922 la creación del Banco Único de Emisión con base 
en una reorganización del ya existente Banco Nacional de 
México [Krauze, 2015: 61].

La otra propuesta del sector bancario ocurrió en 1923, la 
cual la hizo llegar Agustín Legorreta, representando al Banco 
Nacional de México (bnm), y la presentó a De la Huerta quien 
aún estaba en Hacienda; este último rechazó el proyecto 
porque, según él, los lineamientos discrepaban con la con-
cepción de la banca central que lentamente había ganado 
consenso en los altos círculos del gobierno. Pero Legorreta 
insistió con su proyecto ante Pani [Turrent, 2012: 134].

Como nota sugerente cabe resaltar que no era la primera 
vez que el bnm buscaba convertirse en el banco único de emi-
sión. Según Solís [2019: 132], la importancia de esta pro-
puesta residió, entre otros factores, en quién hace la propuesta 
(bnm) y en el hecho de que era esencialmente contrario a la que 
propuso Venustiano Carranza. Curiosamente, la institución 
más afectada con la materialización de este proyecto sería 
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precisamente el bnm por la posición hegemónica que tenía 
en el negocio bancario. Las autoridades del bnm, consideraron 
de manera equivocada, que en el verano de 1923 había condi-
ciones para que el gobierno y el congreso dieran marcha 
atrás a lo establecido en el artículo 28 constitucional. Por 
el tamaño de su capital y su volumen de negocio, el bnm era el 
candidato natural para convertirse en el banco central, si no 
hubiera estallado el movimiento revolucionario de 1910-1911.

El otro proyecto de la iniciativa privada fue el de John B. 
Glenn, banquero estadounidense que había sido gerente en 
México del Equitable Trust Co. (institución de crédito esta-
dounidense), quien ofreció al gobierno 15 millones de dólares 
para integrar el capital de la tan deseada institución. El pro-
yecto de Glenn tampoco cristalizó, pero en algún momento se 
llegó a tener confianza en el éxito de sus gestiones que inclu-
so se avisó que el director del banco sería “otro banquero 
extranjero radicado en México (Elías S. A. de Lima), además 
de que el propio Glenn formaría parte del Consejo de Admi-
nistración” [Turrent, 2012: 134].

La propuesta que planteó Toribio Esquivel Obregón en 1924, 
no se circunscribió al régimen de banca central que convenía 
al país, sino que era parte de un proyecto más amplio sobre el 
tipo de desarrollo económico para México. De acuerdo con 
Mónica Blanco [2019: 101, 106-107] el planteamiento difirió 
en aspectos sustanciales respecto al defendido por el gru-
po triunfante de la Revolución mexicana, sobre todo en cuanto 
al régimen de propiedad y la intervención del gobierno en la 
economía.16
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Esquivel proponía las funciones de emisión y depósito, 
con la obligación de concentrar y distribuir los fondos del 
gobierno. Además, operaría como banco de redescuento sin 
trato directo con el público, sino con los bancos, mecanismo 
mediante el cual se proponía distribuir el crédito al país. Con 
relación al capital para la suscripción del banco, los autores 
descartaban recurrir a un préstamo extranjero pues desvir-
tuaría el carácter nacional del banco, en cambio proponían 
que los antiguos bancos de emisión aportaran el capital pre-
ferentemente y, en segundo plano llevarían a cabo otras 
negociaciones financieras para el público en general. Bajo 
este modelo, las operaciones del banco estarían determina-
das por particulares, con excepción de la emisión de billetes, 
que quedaría exclusivamente a cargo del gobierno.

la autonomía del banco de méxIco y la evolucIón del artículo 28 constItucIonal

A partir del dictamen aprobado por la xxix Legislatura el 7 
de julio de 1921, encontramos por primera vez el concepto de 
“autonomía” para el Banco Único de Emisión, constituyendo 
así el primer antecedente de la autonomía para la banca cen-
tral mexicana. Las comisiones dictaminadoras que propusie-
ron como principios fundamentales para constituir el Ban-
co Único de Emisión en México, establecieron como primer 
principio “la autonomía del Banco”, así como la limitación 
rigurosa a la acción política y administrativa del Ejecutivo 
de la Nación sobre el banco y libertad completa de acción a 
los elementos económicos que debían concurrir para el esta-
blecimiento y desarrollo de la institución; sin embargo, como 
sugirió Manero [1957: 158], por la propia circunstancia polí-
tica, el dictamen quedó sin posterior ejecución.

El 2 de febrero de 1924 se emprendía el camino para llegar 
a la fundación del Banco Único de Emisión; empezando con 
la convocatoria para la primer Convención Bancaria Nacional, 
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donde se produjo una variedad de dictámenes significativos. 
El acuerdo más importante fue el relativo a la Ley General 
de Instituciones de Crédito y al Banco Único de Emisión, 
siendo estos dos últimos elementos el gran mérito de la Con-
vención [Manero, 1957: 163-164].

Respecto al Banco Único de Emisión se expresó explícita-
mente que este debería regirse por su ley especial, en donde 
aparecerían los principios que debían regularlo, y algunos fue-
ron retomados del acuerdo de 1921, destacándose los siguientes 
elementos [Manero, 1957: 163-164]: la autonomía del banco, el 
control eficaz del gobierno; la administración directamente 
emanada de los accionistas; las garantías positivas de la emi-
sión; la circulación voluntaria de los billetes; así como la concen-
tración en el banco de todos los fondos hacendarios, relacionados 
con los servicios públicos; la reciprocidad de servicios entre el 
gobierno y el banco; la eliminación de funciones propias de los 
bancos de otra índole; la equidad en la distribución de utilida-
des entre el Estado y los accionistas, finalizando con la limita-
ción rigurosa de la acción política y administrativa del ejecutivo 
de la nación sobre el banco, y completa libertad de acción de los 
elementos económicos que deberían concurrir para el estable-
cimiento y desarrollo de la institución.

La autonomía, en este momento es asumida en dos sentidos. 
En primera instancia, es una independencia de la banca co-
mercial sobre la emisión y circulación monetaria, la cual 
constituía la prioridad del país después de la revuelta revo-
lucionaria y el caos monetario. La centralización y unifica-
ción monetaria refuerzan esta idea de autonomía económica 
en materia de emisión monetaria, por lo cual el artículo 28 cons-
titucional, se vuelve el soporte inherente de la ley del Banco 
de México. Por otro lado, la autonomía aparecía de forma indi-
recta y sutil en relación con la independencia que guardaría la 
banca central respecto al gobierno, en tanto préstamos, siendo 
muy clara la legislación en cuanto a las cantidades que podía 
prestar. 
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La Ley del Banco de México17 fue decretada el 28 de agosto 
de 1925, contiene cinco capítulos además de los artículos 
transitorios, siendo un total de 43 artículos18 (cuadro 2). Es 
importante aclarar que en la exposición de motivos de la Ley 
que crea el Banco de México en agosto de 1925, se desechó 
toda idea de que el banco fuera una institución de Estado, 
independientemente del capital aportado por la nación. Se 
deseaba que fuese una institución pública sin ligas directas 
entre el Estado y la administración, evidenciándose por tanto 
la autonomía del banco. Se consideró que el banco debía or-
ganizarse según las formas mercantiles y con la necesaria in-
dividualidad e independencia, para tener vida propia como 
institución comercial [shcP, 1958: 58-60]. 

Cuadro 2. Organización de la ley del Banco de México de 1925

Nombre el capítulo Cantidad de artículos que lo integran
I. De la constitución del Banco de México como 
Sociedad Anónima

1

II. De la emisión de billetes 8
III. De la regulación de la circulación monetaria 
y de las operaciones con el gobierno federal

4

IV. Del redescuento y de las operaciones con 
los bancos asociados

6

V. Disposiciones generales 19
Transitorios 5

Fuente: elaboración propia con base en la Ley del Banco de México 1925, en la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, Dirección General de Crédito, Legislación sobre el Banco de 
México, México, 1958: 85-105.

17  Es importante señalar, que adquiere el carácter de Ley Orgánica del Banco de México, 
hasta el año de 1936, previo a este año se denomina Ley del Banco de México. 

18 Toda esta reglamentación fue firmada en el Palacio del Poder Ejecutivo Federal en 
México, el 25 de agosto de 1925, por el presidente Plutarco Elías Calles, con rúbrica del 
secretario de Estado ingeniero Adalberto Tejeda y del secretario de Hacienda y Crédito 
Público, Alberto J. Pani. De acuerdo con Antonio Manero [1957: 174-175], la ley fue decretada 
el 28 de agosto de 1925, misma fecha en que fue inaugurado el Banco de México. Véase la 
ley completa en la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Dirección General de Crédito, 
Legislación sobre el Banco de México, México, 1958: 85-105.
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Respecto a la conformación del capital, el gobierno adop-
tó, como ellos mismos señalaron, “la fórmula esencial” para 
la creación del banco, estableciendo dos tipos de series de 
acciones: las de tipo A y las de tipo B. Teniendo las de tipo A 
el 51 % del capital y las de tipo B el 49 %, dando por tanto el 
carácter de banca mixta.

En cuanto al capítulo V de la ley del Banco de México, 
referido a las disposiciones generales, el artículo 22, señalaba 
las prohibiciones a que quedaba sujeto el Banco de México; 
algunas de ellas expresaban de forma indirecta la autonomía 
del banco. Se enumeran a continuación los más representa-
tivos de este aspecto, no sin antes aclarar que las sanciones 
en total eran 17, e involucraban otros aspectos que iban más allá 
de la relación banca-gobierno. En primer lugar, se establecía 
la prohibición respecto a los préstamos que pudieran hacer-
se al gobierno federal por cantidades mayores del 10 % del 
capital exhibido. En segundo lugar, también era prohibitivo 
hacer préstamos a los gobiernos de los Estados y a los ayunta-
mientos. Bajo esta misma lógica resultaba privativo el hacer 
operaciones reservadas a los bancos hipotecarios, refacciona-
rios, agrícolas o industriales. En cuarto lugar, el hacer opera-
ciones de préstamos o descuento, salvo lo establecido por 
los bancos asociados,19 sin garantía prendaria bastante, o sin 
tres firmas de notoria solvencia e independencia entre sí, que-
daban descartados también [shcP, 1958: 97].

19  Consúltense los artículos 18, 19 y 20 referidos a la reglamentación específica entre el 
Banco de México y los bancos asociados, en la Ley del Banco de México de 1925. Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, Dirección General de Crédito [1958], Legislación sobre el Banco 
de México, México, p. 96.
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Modificaciones posteriores al artículo 28 constitucional

La primera modificación ocurrió el 17 de noviembre de 198220 
bajo la presidencia de José López Portillo. Dicho cambio se 
justifica y entiende por la nacionalización de la banca y la 
devaluación del peso. La variación que se hace notar en el 
artículo era que los servicios públicos bancarios referidos a 
la banca y el crédito serían prestados de forma exclusiva por 
el Estado, y no estarían sujetos a concesión de particulares. 

El segundo cambio de igual manera se publicaba en el 
Diario Oficial de la Federación (dof) el 3 de febrero de 1983, 
cuya modificación consistía en señalar que el banco emisor 
de billetes era el Banco de México, sin embargo, se adicionaba 
que era un organismo ya descentralizado del gobierno fede-
ral. Como se dará cuenta el lector, lo anterior involucra la 
autonomía de la banca central, pero en ningún momento 
se habla de estabilidad de precios, a pesar de que se encuen-
tra la economía y la banca del país en una situación crítica y 
vulnerable que marcaría el cambio del modelo económico 
para México. Se ratificaba a su vez la modificación de 1982 
citada anteriormente.

Para el 23 de diciembre de 1993, se estaría generando 
el tercer cambio sustancial del artículo 28, así aparecía pu-
blicado en la segunda sección del dof. El cual estableció la 
autonomía de la banca central, la cual quedó expresada con 
el señalamiento referido a que “ninguna autoridad podrá or-
denar al banco conceder financiamiento”. El precepto de la 
estabilidad de precios aparecía por primera vez como el obje-
tivo prioritario del banco; cambiando de forma profunda el 
funcionamiento, administración y los objetivos.21 

En la etapa inicial de la banca central de nuestro país 
(1925-1938), el objetivo central y prioritario era la emisión 

20 Aparecía dicho cambio publicado en el Diario Oficial de la Federación, en la página 8.
21 Véase la reforma a la banca central completa en dof [1993], segunda sección.
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de billetes y la regulación de la circulación monetaria; com-
plementaban al objetivo, la regulación de la tasa de interés; 
así como los cambios con el exterior y el mercado de dinero 
(este último objetivo se integró en 1938) además de encar-
garse del servicio de la tesorería del gobierno federal y cen-
tralizar las reservas bancarias. El fungir como cámara de 
compensación incluyendo el redescuento de carácter gene-
ralmente mercantil, era otra de sus tareas. 

Para 1938, se habían modificado las disposiciones lega-
les, suprimiendo la posibilidad de que en lo futuro se abriera 
crédito al gobierno federal en la cuenta que el Banco de Mé-
xico llevaba a la Tesorería de la Federación, pero en cambio, 
se establecía que el gobierno pudiera emitir sus certificados 
de tesorería con descuento o causa de réditos y suficientemente 
garantizados con los ingresos, sin afectar las garantías. En 
esta forma el gobierno, con este instrumento de redención au-
tomática, disponía de un medio más apropiado para hacerse 
de recursos y poder ejercer el gasto público mediante la ex-
pansión del crédito. Este instrumento monetario colocaba al 
Banco de México en el mercado de dinero a corto plazo, porque 
el público podía invertir con ventajas en sus saldos en efectivo 
o sus reservas para pago de impuestos [shcP-dgc, 1958]. 

La modificación del mes diciembre de 1993 al artículo 28, 
contrasta con cada uno los objetivos y funciones iniciales, al 
circunscribirse prácticamente a solo un objetivo macroeconó-
mico: la estabilidad de precios, y al tener este propósito la 
banca central mexicana omite mencionar la equidad social y 
el desarrollo económico [Pánico y Moreno Brid, 2019: 519]. 

La redacción quedó en los siguientes términos: 

El Estado tendrá un banco central que será autónomo en el ejer-
cicio de sus funciones y en su administración. Su objetivo prio-
ritario será procurar la estabilidad del poder adquisitivo de la 
moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría del desarrollo 
nacional que corresponde al Estado. Ninguna autoridad podrá 
ordenar al banco conceder financiamiento [dof, 1993: 1-12]. 
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No constituyen monopolios las funciones que el Estado 
ejerza de manera exclusiva, mediante el banco central en las 
áreas estratégicas de acuñación de moneda y emisión de bille-
tes. El banco central, en los términos que establezcan las leyes 
y con la intervención que corresponda a las autoridades com-
petentes, regulará los cambios, así como la intermediación y 
los servicios financieros, contando con las atribuciones de 
autoridad necesarias para llevar a cabo dicha regulación y 
proveer a su observancia.

La autonomía que se asume por tanto, a partir de finales 
de 1993, obedece a una posición de neoliberalismo económico,22 
que podría compararse, hasta cierto punto, con la autonomía 
original de la banca central; sin embargo, esta autonomía que 
actualmente prevalece es en términos ideológicos y teóricos 
más conservadora, lo cual hace posible su adjetivación como 
dogmática, al no moverse del paradigma neoclásico, y al con-
trario, lo refuerza con los postulados del monetarismo y la 
escuela austriaca principalmente, con una política moneta-
ria restrictiva y con ello, un control extremo del gasto público, 
para garantizar la estabilidad de precios. 

El planteamiento que hace la banca central respecto a su 
meta resulta ser altamente incompatible con el crecimiento 
y desarrollo económico por los planteamientos teóricos que 
lo sustentan. Lo anterior es así, dada la premisa central 
que más tarde se reconocería como la Teoría de los Mercados 
Eficientes, en la que el Estado sufre una reforma radical con 
la limitación de las atribuciones económicas del gobierno 
[Arroyo, 2012: 436]. La limitación del Estado en la actividad 
económica, y con ello eliminar cualquier interferencia que 

22 Los argumentos a favor de la independencia de la banca central surgieron con 
fuerza durante la inflación de los setenta en el mundo desarrollado [Rollinat, 1996: 110]. 
Con posterioridad se reforzaron con la implementación del Consenso de Washington en el 
mundo en desarrollo, como América Latina [Pérez, 2020: 57]. 
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tienda afectar al mercado;23 y en esta limitación está incluida 
el papel de las bancas centrales.24 

Siguiendo el análisis a la modificación del artículo 28, un 
agregado importante fue aquel referido a la conducción del ban-
co, donde se señaló que debería estar a cargo de personas cuya 
designación sería hecha por el presidente de la República con 
la aprobación de la Cámara de Senadores o de la Comisión Per-
manente, en su caso; las cuales desempeñarían su encargo 
por periodos cuya duración y escalonamiento proveerían al 
ejercicio autónomo de sus funciones; solo podrían ser removi-
das por causa grave y no podían tener ningún otro empleo, cargo 
o comisión, con excepción de aquéllos en que actuaran en repre-
sentación del banco y de los no remunerados en asociaciones 
docentes, científicas, culturales o de beneficencia. Las perso-
nas encargadas de la conducción del banco central podrían 
ser sujetos de juicio político conforme a lo dispuesto por el 
artículo 110 de la cPeUm.

Los cambios constitucionales resultan ser una copia fiel de 
los denominados instrumentos de medición de la independencia 
de las bancas centrales; así se tiene el análisis de Rogoff: 

Si se delega la política monetaria a un banco central indepen-
diente que tenga mayor grado de aversión a la inflación que 
la sociedad, la tasa de inflación se reduce. Al reforzar el com-
promiso de la banca central con la estabilidad de precios, la 
independencia de las bancas centrales también conduce a una 

23 Recientemente estos planteamientos han reafirmado la vigencia de la corte moneta-
rista neoclásica, que incluye al Nuevo Consenso Monetarista o Nueva Macroeconomía, los 
cuales se encuentran en los trabajos de Bernanke, Laubach, Mishkin y Posen [2001], y 
Woodford [2004], entre otros [Basilio, 2018: 103].

24 De acuerdo con Pérez [2020: 56], el suceso de la autonomía de las bancas centrales 
fue resultado de una transformación monetaria y financiera a partir del análisis del ciclo 
económico como un fenómeno exclusivamente monetario. Ya que el comportamiento de 
los agentes privados basado en la racionalidad conlleva a soluciones de equilibrio estable, la 
única interferencia con el medio de cambio solo puede venir del gobierno y de su influencia 
sobre la política monetaria. 
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reducción en la volatilidad de inflación [Chiquiar e Ibarra, 
2019: 1]. 

Por otro lado, el índice de Garriga [Chiquiar e Ibarra, 
2019: 2, 4-5] extiende el índice de Cukierman [Chiquiar e 
Ibarra, 2019: 2-3] construido a partir de las leyes y regla-
mentos internos del banco central, en cuatro dimensiones: 
independencia del gobernador del banco central, los objetivos 
del banco central, la independencia en la formulación de 
políticas y las limitaciones en los préstamos al gobierno. Por 
último, aparece el índice de Dreher [Chiquiar e Ibarra, 2019: 
3-4], que hace referencia a la tasa de rotación de los goberna-
dores, siendo más favorable para la independencia de la banca 
central, la mínima rotación, con periodos relativamente lar-
gos de los directores o gobernadores de esta institución.

Por tanto, no es casual ni ajeno que los cambios legislati-
vos, justamente cubren los ejes que marca la teoría ortodoxa 
dominante en materia de independencia de las bancas cen-
trales, marcando con ello la pérdida de una soberanía mo-
netaria.

Las tres modificaciones (1982, 1983 y 1993) resultaron 
ser profundas en sus funciones, estructura y objetivos, pero, 
el tercer cambio fue el que desincorporó el papel de la banca 
central como promotor del desarrollo. 

Efecto en la política monetaria

En los noventa la liberalización de los mercados financieros 
y su expansión acelerada trajeron cambios mayores mundia-
les en la organización y funcionamiento de los bancos centrales 
y, por ende, en la conducción de la política monetaria [Pánico 
y Moreno Brid, 2019: 519]. De acuerdo con el artículo 51 de 
la ley del Banco de México, en el mes de enero de cada año 
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el Banco de México debe enviar al Ejecutivo Federal y al H. 
Congreso de la Unión una exposición de los lineamientos a 
seguir en lo referente a la conducción de la política mone-
taria para el año correspondiente. 

En el documento donde se exponen los criterios a seguir 
para la conducción de la política monetaria para el año 2020, 
aparece, en primera instancia, a manera de justificación legal 
y teórica, el artículo 28 constitucional que ratifica el carác-
ter autónomo e independiente de la banca central mexicana, 
así como la conducción y el manejo técnico de la institución. A 
su vez se señala que, para cumplir con sus objetivos: estabi-
lidad de precios y autonomía de la institución, resulta primor-
dial que la banca central haga un uso responsable de la 
facultad de emitir dinero fiduciario, así como de la cantidad 
de dinero que se ponga en circulación, además de los térmi-
nos y condiciones de acceso al mismo, sean consistentes con 
el mandato constitucional [Banco de México, 2020: 1]. Sin em-
bargo, resulta hasta cierto punto cuestionable cuando se afir-
ma que: 

la estabilidad del poder adquisitivo [da lugar a] la mejor con-
tribución que puede tener un banco central para promover el 
desarrollo económico y, en última instancia, el bienestar de la 
sociedad […]. Además, en la medida que un banco central con-
duzca la política monetaria con ese fin y evite desviaciones 
persistentes de la inflación respecto de su meta, contribuye 
decididamente a propiciar una mayor estabilidad macroeconó-
mica [Banco de México, 2020: 3].

Bajo esta visión que resulta ser limitada, el Banco de 
México desde que promovió la independencia de la banca 
central en 1993, conduce la política monetaria por medio del es-
quema de objetivos de inflación, que se caracteriza por el 
reconocimiento de la estabilidad de precios como su objetivo 
fundamental, el anuncio de una meta explícita de inflación, un 
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elevado nivel de transparencia y una estrategia de comunica-
ción clara con el público, así como por contar con mecanismos 
de rendición de cuentas. Este punto resulta debatible para la 
heterodoxia económica, dado que como ellos mismos sugieren, 
primero deberían fijarse las tasas de crecimiento del producto 
y del empleo, atendiendo las necesidades económicas y socia-
les, y la tasa de inflación debería ser fijada en función de 
estas, y no a la inversa, como ocurre [Basilio, 2018: 106]. La 
alternativa que se hace, por tanto, supone la expansión del 
gasto público deficitario, coherente con el principio de finan-
zas públicas funcionales, responsables o manejables [Basilio, 
2018: 106].

El esquema de metas de inflación25 ha estado sujeto a las 
críticas, no solo por reducir a una cuestión simplista, tanto el 
proceso del crecimiento económico, como la dinámica y estruc-
tura económica de una nación; pero uno de los elementos más 
significativos han sido los resultados de los últimos años, ya 
que han puesto en entredicho la eficacia de las políticas de 
ajuste y estabilidad macroeconómica: la tasa de inflación 
de un dígito (realmente baja), pero con un bajo crecimiento del 
producto, y las elevadas tasas de desempleo aunado al deterioro 
del nivel de vida de los grupos mayoritarios de la población [Ba-
silio, 2018: 105]. En adición a lo anterior, la investigación sobre 
la independencia de las bancas centrales ha evidenciado un 
elemento que muestra que el objetivo es más la estabilidad 
del sistema financiero, que la de los precios26 [Rollinat, 1996: 
108; Pánico y Moreno Brid 2019: 531] y con ello, por tanto, 

25 La adopción del esquema de metas de inflación en los países en desarrollo y emergen-
tes, como México, ha obligado a sus gobiernos a aplicar medidas fiscales procíclicas, como 
la reducción del gasto público, y a sus bancos centrales a mantener elevadas tasas de inte-
rés para atraer flujos de capitales externos, que le permitan sostener la estabilidad del tipo de 
cambio nominal, dada la elevada dependencia tecnológica de este tipo de economías. 
De esta forma, aseguran el cumplimiento de la meta de inflación [Basilio, 2018: 105-106]. 

26 Elemento que ha sido retomado de forma reciente en el trabajo de Pánico y Brid 
[2019: 531].
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resulta comprensible el dejar de lado el crecimiento económi-
co, teniendo prioridad lo financiero sobre el bienestar social.

Otra línea de política monetaria, que en nuestro país se 
instrumenta desde 2008 es la definición de un objetivo para 
la Tasa de Interés Interbancaria (tie) a un día, la cual influ-
ye sobre toda la curva de rendimientos y ello, a su vez, en la 
demanda y la oferta agregadas y, en última instancia, sobre 
la inflación, mediante diversos canales que operan simultá-
neamente y en su conjunto.

El Programa monetario del Banco de México para el 2020 se 
representa con los mecanismos de transmisión de la política 
monetaria. Entre los principales canales figuran: i) el canal de 
tasas de interés; ii) el canal de crédito; iii) el canal de precios 
de los activos; iv) el canal de tipo de cambio; v) el canal de 
toma de riesgos; y vi) el canal de expectativas de inflación. 
La mayoría de estos operan principalmente mediante sus 
efectos sobre la demanda agregada, si bien algunos, como 
es el caso del canal del tipo de cambio y el de las expectativas 
de inflación, también influyen mediante su efecto en la de-
terminación de precios por parte de los agentes económicos, 
es decir, sobre la oferta agregada. 

Considerando que las acciones de política monetaria, me-
diante los canales referidos, inciden con cierto rezago sobre la 
economía y, a su vez, sobre la inflación, el Banco de México 
toma sus decisiones a partir de una evaluación detallada de 
la coyuntura económica, y de las condiciones monetarias y 
financieras prevalecientes, así como de las perspectivas de 
las mismas variables en el horizonte en el que opera la polí-
tica monetaria. El proporcionar los pronósticos de inflación 
del Banco Central tiene un papel de gran importancia en este 
proceso [Banxico, 2020].

Como se dará cuenta el lector, a pesar de los diversos cana-
les de trasmisión de la política monetaria, convergen hacia el 
objetivo central: el control de la inflación; sobre el cual gira 
el instrumental monetario del Banco Central. Sin embargo, 
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subyace otro elemento señalado por Pánico y Moreno Brid 
[2019: 531] referido al marco legislativo e institucional mexi-
cano al considerarlos como una respuesta “favorable a las 
condiciones solicitadas por los mercados” sobre la organiza-
ción de la política económica, el cual ha sido ratificado por el 
propio Banco de México quien ha buscado el consenso de los 
mercados financieros [Pánico y Moreno Brid, 2019: 531] y 
les ha garantizado el esquema de política monetaria con una 
meta de una inflación baja, por lo tanto, nuestra política mone-
taria no es realmente para garantizar el bienestar social, sino 
para satisfacer la certidumbre de los mercados financieros, 
lo cual conduce a expresar que dicha política responde a los 
intereses que se encuentran en juego dentro de los merca-
dos del capital internacional.

Respecto a la “independencia sobre la emisión monetaria”,27 
al igual que los otros canales de transmisión, está circunscrito al 
objetivo central del banco y es, por consiguiente, el canal que 
actúa de forma directa con el público para garantizar el obje-
tivo prioritario. Este mecanismo de transmisión de la políti-
ca monetaria refuerza la independencia técnica del banco, al 
fortalecer la capacidad de la institución al tomar e implemen-
tar decisiones de política monetaria sin interferencias de 
entidades políticas o económicas, nacionales o extranjeras. 

Para el Banco de México, la estabilidad de las tasas de 
interés y de los precios de los bonos gubernamentales asegu-
ra el buen funcionamiento del mecanismo de transmisión de 
la política monetaria, que los bancos centrales deben cuidar 

27 Es la capacidad del banco central de controlar el monto directo en circulación. También 
los bancos centrales disponen de tres canales de creación-destrucción de la base monetaria, 
dos nacionales para la refinación del sector financiero y para la financiación del sector 
público y uno externo para la financiación de las transacciones económicas internacionales. 
Los primeros son: las operaciones de mercado abierto, las facilidades de crédito y 
depósito, y las ventanillas de liquidez de corto plazo. Los instrumentos de largo plazo son: la 
compraventa de títulos de deuda, los depósitos de regulación monetaria, y las ventanillas de 
liquidez de largo plazo [Pánico-Moreno Brid, 2019: 543].
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para evitar crisis financieras y garantizar “la equidad social 
y el desarrollo económico”, siendo estos dos últimos elemen-
tos cuestionables por los resultados de crecimiento y niveles 
de bienestar en los últimos sexenios.

Resulta interesante en el análisis de política monetaria 
de Pánico y Moreno Brid [2019: 537], cuando afirman que las 
compras de divisas de Pemex, las intervenciones sobre el tipo 
de cambio (la estabilidad del tipo de cambio nominal contri-
buye al control de la inflación), las operaciones de esteriliza-
ción y aquellas de refinación de las instituciones financieras 
ocupan un papel central en la conducción de la política mo-
netaria mexicana, cuyo flujo más importante en la acumu-
lación de reservas internacionales en el Banco de México 
proviene de Pemex. 

De los resultados de la investigación de los académicos 
anteriormente mencionados [Pánico Carlo y Moreno Brid, 
2019: 542], concluyen que la política monetaria no sigue es-
trictamente los preceptos canónicos del esquema de objetivo 
de inflación; y que la necesidad de enfrentar mercados finan-
cieros internacionalmente integrados y poderosos impone 
una fuerte atención a la estabilidad del cambio. Esta elec-
ción que cuenta con argumentos que la justifican, no está 
claramente explicitada en los documentos que el Banco de 
México debe presentar para respetar las reglas de transpa-
rencia prevista por la ley mexicana.

Continúan:

La necesidad de estabilizar el tipo de cambio nominal, si puede ser 
funcional al control de la inflación, puede poner problemas al 
crecimiento de la economía y vuelve ineludible la cuestión de la 
discusión sobre el Pib potencial de la economía y de la posibilidad de 
afectar esta variable con el uso de políticas de desarrollo industrial 
y regional y de otros tipos de política económica [Pánico Carlo y 
Moreno Brid, 2019: 542]. 
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Desde esta perspectiva, la conducción de la política mo-
netaria en México no es satisfactoria y las obligaciones 
que tienen las instituciones públicas mexicanas sobre los dere-
chos humanos ponen nuevamente la necesidad de aumentar 
la atención a la identificación y al crecimiento del Pib poten-
cial y de revisar algunas medidas de transparencia que las 
autoridades monetarias deben respetar.

Con la actual autonomía de la banca central en México, 
se han tenido efectos adversos como los ya mencionados (cos-
tos económicos y sociales), a los que habría que sumar: la 
dependencia del Banco de México a una política de subsidios 
respecto a la generación y constitución de reservas interna-
cionales por parte del gobierno federal; lo que se ha traducido 
en un crédito interno negativo neto del instituto emisor casi 
ininterrumpidamente desde 1987 hasta nuestros días [Mán-
tey, 1998: 254-255]. La autonomía no dio solución al problema, 
al contrario, tendió a mantenerlo e incluso a profundizarlo. Para 
Mántey [1998: 261] la autonomía protegida del banco central 
implicó la colocación de deuda pública con independencia de 
las necesidades financieras del gobierno y, lo que es más 
grave, la posibilidad de sobreendeudamiento en respuesta a 
ataques especulativos contra la moneda, lo cual permite de-
nostar nuevamente la autonomía del Banco de México. 

Otro elemento que valdría la pena señalar y que debería ser 
sujeto de nuevas investigaciones es la relación existente en-
tre la autonomía del Banco de México y el incremento de los 
déficits de los gobiernos de las entidades federativas, el cual 
se ha incrementado de forma muy notable a partir de 1994 
[Manrique, 2018: 35], año en que pudiera considerarse el ini-
cio de aplicación de la actual autonomía de la banca central. El 
promedio del incremento de la deuda de los estados de la 
República mexicana creció un 64.5 % [Manrique, 2018: 35]. 
Todo parece indicar que este aumento de la deuda representó 
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la solución del gobierno a la falta de financiamiento por par-
te del Banco de México.28

consIderacIones fInales

Las iniciativas de los proyectos de Banco Único de Emisión 
con sus publicaciones, discusiones y dictaminaciones que 
emanaron de las legislaturas en turno, generaron un estudio 
muy importante que sentó las bases para la creación de la 
Banca Central en México.

Los revolucionarios, por tanto, fueron grandes agentes de 
cambio y forjadores institucionales que dieron al país una 
columna vertebral para el crecimiento y desarrollo futuro 
del país, siendo el Banco de México, la mejor expresión de 
ello. No obstante, ha quedado en el olvido la soberanía mo-
netaria hoy bajo la ideología de la autonomía monetaria. Se 
conserva solo la centralización monetaria, pero ahora bajo la 
perspectiva de una emisión autónoma, que lleva implícito 
el control monetario para favorecer a los mercados financie-
ros internacionales.

La autonomía se contrapone a una política monetaria ac-
tiva para el crecimiento económico, al considerar prioritario 
la estabilidad del sistema financiero. Resulta por tanto que la 
actual autonomía de la banca central es una creación del mo-
delo neoliberal, cuyos principales beneficiarios son el capital y 
los mercados financieros, además de los grupos de poder eco-
nómico internacional y nacional: empresarios y banqueros. 

28 El propio presidente de la República estableció los mecanismos para “un endeu-
damiento controlado y sostenible para las finanzas públicas de los gobiernos estatales y 
municipales, mediante la aprobación de la Ley de Disciplina Financiera de Entidades 
Federativas y Municipios” [Manrique, 2018: 36].
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Mientras conservemos este concepto de autonomía aplica-
do a la política monetaria en el contexto neoliberal, estaremos 
alejados del papel institucional de promotor del desarrollo y 
con ello de una política fiscal procíclica, porque hoy se subordi-
na la política fiscal a la política monetaria. En la denomina-
da cuarta transformación, se está ante la posibilidad de una 
nueva evolución de nuestra banca central cuyos objetivos 
sean distintos y atiendan al crecimiento económico, con ello 
al empleo, salario e inversión, siendo manejable la estabili-
dad del nivel de precios; pero ello implica alejarse de manera 
imperativa del dogma de la “autonomía” de la banca central, 
y dar un gran viraje sobre una política monetaria expansiva 
vinculada con políticas fiscales procíclicas a favor del mercado 
nacional, para que deje de limitarse a la política económica 
del desarrollo y a la propia institución bancaria, siendo nece-
sario romper las cadenas legales del marco constitucional; y 
dejar de aplaudir por la actual autonomía de la banca cen-
tral. Eso constituiría una verdadera revolución de la banca 
central y el cambio real que busca el nuevo gobierno.
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3. DEL MODELO DE SUSTITUCIÓN DE IMPORTACIONES  
A LAS CADENAS GLOBALES DE VALOR:  

LA VIGENCIA DEL PENSAMIENTO DE PRÉBISCH  
PARA LA POLÍTICA COMERCIAL EXTERIOR

Jesús Manuel García Ramos*

IntroduccIón

Uno de los temas más polémicos en la economía política inter-
nacional es el estudio del comercio exterior y sus efectos sobre 
el crecimiento económico. Debido a la crisis económica y finan-
ciera que ha sacudido al mundo desde finales del año 2008, los 
investigadores han retomado las discusiones teóricas y meto-
dológicas propuestas, entre otros, por Prébisch [1949], sobre 
la pertinencia del modelo neoclásico de comercio internacio-
nal, ya que no ha sido capaz de explicar qué hacer frente a 
las crisis recurrentes, cómo fomentar el crecimiento econó-
mico sostenible y cómo disminuir la desigualdad.

El objetivo de este capítulo es exponer, con base en las lec-
ciones aprendidas mediante el modelo de sustitución de impor-
taciones, la vigencia del pensamiento de Prébisch en el marco 
de las cadenas globales de valor para la política exterior. La 
principal contribución de este trabajo es presentar la confi-
guración de las cadenas globales de valor: los países involu-
crados, las formas en que estos países se integran, el nivel de 

* Programa de Becas Posdoctorales en la unam; becario del Instituto de Investigaciones 
Económicas de la unam, asesorado por el doctor César Armando Salazar.
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influencia directa e indirecta que poseen los países y las ga-
nancias obtenidas por su participación. 

el modelo de sustItucIón de ImportacIones

El objetivo del modelo de sustitución de importaciones pro-
puesto por la Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (cePal) era la industrialización por sustitución de 
importaciones gracias a la intervención directa e indirecta 
del Estado mediante protección comercial, incentivos fiscales 
y regulación de precios.

Se trata, en esencia, de una estrategia de desarrollo econó-
mico sostenible para los países en vías de desarrollo que, por 
un lado, subsana los límites del modelo primario exportador y 
que, por otro lado, rechaza las recomendaciones del Fondo Mo-
netario Internacional al refutar los supuestos básicos del 
modelo neoliberal de comercio internacional: demanda elásti-
ca de exportaciones a un nivel de precios mundiales dado, 
pleno empleo, libre movilidad de factores capital y trabajo, y 
competencia perfecta. La plataforma del modelo de sustitu-
ción de importaciones era un proceso endógeno en el cual 
existe un reemplazo de bienes y factores importados por bie-
nes y factores producidos en el país, con el fin de reducir los 
costos de importación.

Para comprender la crítica que representa el modelo de 
sustitución de importaciones a las bases teóricas del modelo 
ortodoxo de comercio, conocido como el modelo Heckscher-
Ohlin-Samuelson [Heckscher, 1919; Ohlin, 1933; Samuelson, 
1948], a continuación se describen sus cuatro teoremas funda-
mentales: en primer lugar, el teorema de Stolper y Samuelson 
[1941], el cual afirma que un incremento exógeno en el precio 
relativo de un bien producirá, por un lado, un aumento en el 
precio relativo y en el precio real del factor que se usa de 
forma intensiva en la producción de ese bien, y, por otro lado, 
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una reducción en el precio real y en el precio relativo del otro 
factor. 

En segundo lugar, el teorema de Rybczynski [1955] afir-
ma que, ante precios constantes de los bienes, un incremento 
en la dotación de un factor producirá un incremento propor-
cionalmente mayor en la producción del bien intensivo en 
ese factor, y reducirá la producción del otro bien. 

En tercer lugar, el teorema Heckscher-Ohlin-Samuelson 
[Samuelson, 1948] afirma que la apertura comercial conlleva 
a que cada país, por un lado, exporte el bien que hace uso 
intensivo del factor de producción relativamente más abun-
dante en ese país, y, por otro lado, a que cada país importe el 
bien que hace uso intensivo del factor de producción relativa-
mente escaso. 

Por último, el teorema de igualación de precios y factores 
afirma que, ante ausencia de costos de transporte, la apertura co-
mercial iguala los precios de los bienes y de los factores.

En términos generales, una de las hipótesis del modelo 
Heckscher-Ohlin-Samuelson ratifica que en las exportaciones 
de los países desarrollados deben predominar los bienes in-
tensivos en capital, mientras que, en las exportaciones de los 
países en vías de desarrollo, los bienes intensivos en mano de 
obra. Sin embargo, en un estudio empírico, Leontief [1956] 
muestra que para los Estados Unidos se rechaza la hipótesis 
del modelo neoclásico. A este hallazgo se le conoce como la 
paradoja de Leontief, la cual sienta las bases del debate con-
temporáneo sobre la validez de la Teoría Ortodoxa del Comer-
cio Internacional.

Entre las críticas más importantes al modelo Heckscher-
Ohlin-Samuelson destacan la de Prébisch [1959 y 1962]. Pe-
rroux [1971] y la de Requeijo [1979]. Por un lado, Perroux 
concluye que, por lo general, las empresas exportadoras no 
participan en un mercado perfectamente competitivo y que 
la innovación tecnológica estimula la movilidad internacional 
de los factores; por otro lado, Requeijo destaca la existencia 
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de desarrollo heterogéneo entre los llamados países del cen-
tro y los países de la periferia, y la división internacional del 
trabajo caracterizada por la especialización de los países 
del centro en manufacturas, y por la especialización de los 
países periféricos en productos primarios.

Para el caso de América Latina, Prébisch propone el modelo 
de sustitución de importaciones como alternativa al mode-
lo neoclásico. Como señala FitzGerald [1998] los argumentos 
teóricos y empíricos en favor del modelo de sustitución de im-
portaciones son, por un lado, externos: inestabilidad de los pre-
cios de los productos primarios, deterioro de los términos de 
intercambio de los países periféricos y profundos déficits de la 
balanza de pagos; y, por otro lado, internos: desempleo, dotación 
de recursos naturales y el nivel de integración económica. 

A través del modelo de sustitución de importaciones, la 
cePal aseveró que la única forma de acelerar el crecimiento 
en América Latina era al reducir el contenido de valor agrega-
do de origen extranjero (importaciones) en las exportaciones de 
la periferia. Los beneficios sociales esperados: expansión del em-
pleo y de redistribución equitativa del ingreso.

las leccIones del modelo de sustItucIón de ImportacIones

Las etapas previstas de industrialización para la sustitución 
de importaciones [Fajnzylber, 1983] eran, por un lado, la 
sustitución de bienes de consumo no duraderos e insumos 
básicos, y, por otro lado, la sustitución de bienes de consumo 
duraderos, insumos avanzados y bienes de capital. Por tan-
to, el progreso tecnológico y la transferencia de tecnología 
de los países del centro hacia los países de la periferia fue un 
elemento clave en el modelo de sustitución de importacio-
nes. Algunos estudios [Pinto, 1965; Fajnzylber, 1983, y Rodrí-
guez, 1980] muestran que la primera etapa alcanzó más 
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rápidamente al sector de bienes de consumo que al de bienes 
intermedios. 

Aunque los resultados difieren para los países de América 
Latina, el modelo de sustitución de importaciones cosechó 
algunos éxitos. Por ejemplo, México creció a una tasa media 
anual cercana a 6.5 % desde principios de los cincuenta has-
ta principios de los ochenta, con una notable estabilidad exter-
na e interna. El milagro mexicano se caracterizó “no solo por 
su dinamismo económico sino por la estabilidad conseguida 
en las dimensiones económicas más sensibles a los conflictos 
sociales o políticos, como serían la inflación o la estabilidad 
monetaria” [Cordera et al., 2009: 10].

Sin embargo, la segunda etapa enfrentó obstáculos infran-
queables [Villarreal, 1988; Furtado, 1985, e Ibarra, 1971]: la 
sustitución de importaciones se llevó a cabo solo en ciertos sec-
tores/actividades situados al final de las cadenas de producción 
sin que el proceso de industrialización continuara hacia atrás; 
es decir, no hubo integración vertical de los encadenamien-
tos industriales. En palabras de Furtado: “Las economías 
subdesarrolladas pueden experimentar fases prolongadas de 
crecimiento de su producto global y per cápita sin reducir el 
grado de dependencia extranjera y de heterogeneidad estruc-
tural que son sus elementos esenciales” [1967: 176]. 

En resumen, la concentración de las exportaciones en 
productos primarios, la evolución desfavorable de los térmi-
nos de intercambio, los mercados internos incipientes y frag-
mentados, la escasez de capital y mano de obra calificada, y 
la debilidad competitiva empresarial encauzaron a las acti-
vidades industriales a que permanecieran dependientes del 
mercado externo para su abastecimiento de bienes de capital 
y de bienes intermedios. Como señala Guillén: “Más que una 
sustitución de importaciones era una descentralización de 
actividades desde el centro hacia la periferia” [2008: 15]; y 
reafirma: “Se produce más bien una sustitución entre importa-
ciones, de tipo diferente que una sustitución de importaciones” 
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[Guillén, 2013: 35]. Por tanto, la sustitución de importacio-
nes y la industrialización no generaron suficientes ventajas 
competitivas para la producción de manufacturas de alto con-
tenido tecnológico y acceder a niveles más dinámicos del 
mercado mundial. A finales de los ochenta, el modelo de sus-
titución de importaciones fue reemplazado por un modelo de 
apertura comercial. 

Una de las principales lecciones aprendidas es que la sus-
titución de importaciones no es un proceso de desarrollo in-
terno simple, sino complejo: primero, este se deriva de las 
restricciones externas y de la dotación de recursos internos; 
segundo, se define mediante el diseño de tácticas y estrate-
gias supervisadas de producción; tercero, se planifica mediante 
la ampliación y diversificación de la capacidad productiva 
de la economía; y cuarto, se fortalece con la competitividad in-
terna de las empresas para garantizar la capacidad de inser-
ción en el mercado mundial. 

las cadenas globales de valor y la vIgencIa del pensamIento de prébIsch

En la búsqueda de un modelo económico que logre explicar 
satisfactoriamente el comercio mundial y que tome en cuenta 
las características de cada país, han surgido diversas pro-
puestas no ortodoxas, entre ellas: el análisis de las Cadenas 
Globales de Valor con un enfoque neoestructuralista [Bárcena 
y Prado, 2015; Bielschowsky et al., 2013; Beteta y Moreno-
Brid, 2012; Ocampo, 2011]. 

El concepto cadena global de valor fue introducido por 
Porter [1985]; luego Gereffi [1994] acuñó el término cadena 
global de materias primas; años después Gereffi et al. [2005] 
proporcionaron un marco teórico para el análisis de la gober-
nanza de las cadenas globales de valor. 

Para entender la fragmentación internacional de la pro-
ducción, así como la integración y participación de los países 
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de América Latina en las cadenas globales de valor es nece-
sario analizar las etapas directas de producción que conforman 
a las cadenas de demanda y de oferta (es decir, los encadena-
mientos directos hacia atrás y hacia adelante, respectivamen-
te), así como las etapas de upstream y de downstream (es 
decir, los encadenamientos indirectos hacia atrás y hacia 
adelante, respectivamente). Los encadenamientos directos 
e indirectos de las cadenas globales de valor involucran el 
flujo de bienes y servicios intermedios que unos países trans-
formarán en bienes y servicios finales o en bienes y servicios 
intermedios más sofisticados [Dussel, 2018; Ferrarini, 2013; 
Gereffi y Fernandez-Stark, 2011; Ferrarini, 2011; Maurer y 
Degain, 2010; Koopman et al., 2010; Gereffi y Sturgeon, 2009, 
y Hummels et al., 2001]. 

De la fragmentación internacional de la producción, con 
base en las lecciones del modelo de sustitución de importa-
ciones, se puede deducir lo siguiente: primero, la competencia 
en los mercados internacionales exige aumentar la eficien-
cia del aparato productivo [Bhagwati y Srinivasan, 1979; Fe-
der, 1983; Kohli y Singh, 1989; Krueger, 1980]; segundo, las 
exportaciones favorecen la especialización, lo que lleva a be-
neficiarse de las economías de escala [Kosacoff, 2009; Helpman 
y Krugman, 1985]; tercero, las empresas dedicadas a la expor-
tación tienden a ser tecnológicamente más avanzadas, progre-
so técnico que se difunde en el resto de la economía [Grossman 
y Helpman, 1991]. 

De esta forma, por un lado, algunos países generarán o 
fortalecerán sus encadenamientos internos inter e intrain-
dustriales, debido a la fuerza de sus encadenamientos directos 
e indirectos hacia adelante y hacia atrás; por tanto, obtendrán 
beneficios económicos por participar en las cadenas globales 
de valor. Por otro lado, otros países que, a pesar de su débil 
participación en las cadenas globales de valor, también ge-
nerarán o fortalecerán sus encadenamientos internos. Por 
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último, en el peor de los escenarios, algunos países no serán 
capaces de generar o fortalecer sus encadenamientos internos. 

En el cuadro 1, para los diez países más importantes en 
el comercio mundial más Argentina, Brasil, Colombia, Costa 
Rica, Chile y México, se presentan los siguientes datos: por 
un lado, la proporción de valor agregado de origen extranje-
ro contenidas en las exportaciones de cada país, fi/xi; por 
otro lado, el valor agregado contenido en las exportaciones 
de cada país que el resto del mundo incorporará en sus ex-
portaciones, vi/xi; y, finalmente, las exportaciones como propor-
ción de las exportaciones mundiales, xi/X. Los países están 
ordenados de mayor a menor xi/X para el año 2011.

Cuadro 1. Valor agregado contenido en las exportaciones1

xi/X fi/xi vi/xi

1995 2011 D 1995 2011 D 1995 2011 D
China 2.50 10.27 7.78 33.35 32.11 -1.24 9.51 15.60 6.10
Estados Unidos 13.41 9.96 -3.46 11.43 14.97 3.54 19.36 24.88 5.52
Alemania 9.45 7.47 -1.98 14.83 25.47 10.64 20.72 24.14 3.42
Japón 8.40 4.66 -3.74 5.62 14.65 9.02 23.82 32.78 8.96
Reino Unido 5.48 3.85 -1.63 18.20 22.94 4.74 19.04 24.69 5.65
Francia 5.89 3.70 -2.19 17.24 25.05 7.81 17.94 21.93 3.99
Italia 5.03 3.28 -1.75 17.19 26.41 9.21 15.40 21.14 5.74
Corea 2.62 3.25 0.62 22.31 41.63 19.33 17.06 20.51 3.45
Rusia 1.59 3.00 1.41 13.22 13.72 0.50 25.15 38.10 12.96
Canadá 3.55 2.73 -0.82 24.05 23.40 -0.65 11.08 19.00 7.92
México 1.51 1.81 0.30 27.28 31.69 4.41 11.10 15.08 3.97
Brasil 0.97 1.53 0.56 7.81 10.74 2.94 15.14 24.45 9.31
Argentina 0.43 0.50 0.07 5.73 14.06 8.34 12.22 16.42 4.20
Chile 0.35 0.48 0.13 14.11 20.22 6.11 19.87 31.69 11.82
Colombia 0.20 0.32 0.12 8.46 7.65 -0.81 15.33 30.23 14.90
Costa Rica 0.08 0.08 0.00 22.07 27.77 5.70 10.95 16.85 5.89

Fuente: cálculos propios con base en oecd/wto [2016].

1 La falta de datos recientes nos obliga a limitar el alcance de nuestro análisis empírico, 
pues constituye un obstáculo importante en la búsqueda de tendencias y relaciones sistemá-
ticas que puedan ser interpretadas plenamente en un marco teórico-económico.
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En el año 1995, estos países aportaron el 61.5 % de las ex-
portaciones mundiales, y en el año 2011, el 56.9 %. Bajo el 
esquema del modelo de sustitución de importaciones, el va-
lor agregado extranjero contenido en las exportaciones es un 
indicador de su calidad: mientras más bajo sea este, el efecto 
de las exportaciones sobre la demanda doméstica será mayor 
[Fujii-Gambero y García-Ramos, 2015; Timmer et al., 2013]. 
Sin embargo, con excepción de Estados Unidos, Japón y Rusia, 
más de la cuarta parte del valor agregado en las exportaciones 
de los países desarrollados es de origen extranjero. 

Otro patrón interesante es la heterogeneidad en el origen 
del valor agregado contenido en las exportaciones de los paí-
ses de América Latina: México, Chile y Costa Rica poseen mayor 
valor agregado de origen extranjero en sus exportaciones; 
mientras que Brasil, Argentina y Colombia, el menor. Por otro 
lado, el uso que el resto del mundo les da a las exportaciones 
de cada país es un indicador adicional de calidad: valores al-
tos de vi/xi señalan a los países involucrados el flujo de bienes 
y servicios intermedios que unos países transformarán en 
bienes y servicios finales o en bienes y servicios intermedios 
más sofisticados, mientras que valores bajos de vi/xi señalan 
a los países exportadores de materias primas. Con excepción 
de China y Canadá, más de 20 % del valor agregado contenido 
en las exportaciones de los países desarrollados se incorpo-
rará en las exportaciones del resto del mundo. 

Estos resultados confirman lo que Prébisch sostuvo a lo 
largo de sus trabajos: el intercambio comercial se basa en 
una división internacional del trabajo en que el centro exporta 
bienes industriales, concentrando las ventajas del progreso 
tecnológico; la periferia, en cambio, se especializa en la ex-
portación de materias primas y productos agrícolas, activi-
dades caracterizadas por la ausencia de progreso técnico. 

Además, el aumento positivo de fi/xi y vi/xi entre el año 
1995 y el año 2011 implica que la integración de los países 
con Δ(xi/X) > 0 en las cadenas globales de valor se intensificó 
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tanto por el lado de la demanda como por el de la oferta de 
valor agregado para producir exportaciones. El cambio fun-
damental es el aumento de la participación de China en las 
exportaciones mundiales (de 2.5 a 10.3 %), compensado por 
una menor contribución de Alemania (9.5 a 7.5 %), Canadá 
(3.6 a 2.7 %), Estados Unidos (13.4 a 10 %), Francia (5.9 a 
3.7 %), Italia (5 a 3.3 %), Japón (8.4 a 4.7 %) y Reino Unido 
(5.5 a 3.9 %). Sin embargo, las estructuras centro-periferia 
se mantienen. Prébisch señala que: “muy serias son las con-
tradicciones que allí se presentan: prosperidad y a veces opu-
lencia, en un extremo; persistente pobreza en el otro. Es un 
sistema excluyente” [1981: 14].

Para enriquecer al enfoque neoestructuralista por medio 
de herramientas novedosas (ver anexo), las gráficas 1 y 2 
muestran los mapas de los encadenamientos directos hacia 
atrás y hacia adelante, respectivamente, para el año 2011; 
mientras que las gráficas 3 y 4 muestran los mapas de los 
encadenamientos indirectos hacia atrás y hacia adelante, 
respectivamente, para el año 2011. 

Bajo el enfoque (histórico) estructural de Prébisch los paí-
ses de la periferia y los países del centro enfrentan problemas 
cualitativamente distintos; sin embargo, no pueden estudiar-
se de forma separada al conjunto sin pérdida de información, 
ya que las relaciones existentes entre ellos determinan el 
comportamiento dinámico de todo el sistema [Floto, 1989; 
Rodríguez, 2006; Sunkel y Paz, 1970; Prébisch, 1949]. Por 
tanto, el objetivo de las cuatro gráficas es mapear los encade-
namientos no lineales y heterogéneos entre los países del 
centro y de la periferia y, con base en indicadores robustos 
de centralidad nodal [García-Ramos y Fujii-Gambero, 2016; 
Opsahl et al., 2010], extraer información sistemática que de 
luz sobre las relaciones entre ellos. 

Para la construcción de los mapas se utilizó el algoritmo 
Force Atlas 2 [Jacomy et al., 2014]: los nodos (países) se repelen 
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entre sí como si fuesen imanes, mientras que los encadenamien-
tos atraen a los nodos conectados como si fuesen muelles; estas 
fuerzas crean un movimiento que produce una espacializa-
ción legible de los datos. La lista de países con sus abreviaturas 
aparece en el cuadro 2: 

Cuadro 2. Nomenclatura

Id País Id País Id País Id País

ARG Argentina DNK Dinamarca JPN Japón RUS Rusia

AUS Australia ESP España KHM Camboya SAU Arabia Saudita

AUT Austria EST Estonia KOR Corea SGP Singapur

BEL Bélgica FIN Finlandia LTU Lituania SVK República Eslovaca

BGR Bulgaria FRA Francia LUX Luxemburgo SVN Eslovenia

BRA Brasil GBR Reino Unido LVA Letonia SWE Suecia

BRN
Brunei  
Darussalam

GRC Grecia MEX México THA Tailandia

CAN Canadá HKG Hong Kong MLT Malta TUN Túnez

CHE Suiza HRV Croacia MYS Malasia TUR Turquía

CHL Chile HUN Hungría NLD
Países 
Bajos

TWN Taiwán

CHN China IDN Indonesia NOR Noruega USA Estados Unidos

COL Colombia IND India NZL
Nueva 
Zelanda

VNM Vietnam

CRI Costa Rica IRL Irlanda PHL Filipinas ZAF Sudáfrica

CYP Chipre ISL Islandia POL Polonia

CZE
República  
Checa

ISR Israel PRT Portugal

DEU Alemania ITA Italia ROU Romania

Fuente: oecd/wto [2016].
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La lectura de las gráficas 1 y 2 es de la siguiente manera: 
en primer lugar, el tamaño de los nodos es proporcional al 
número total de encadenamientos directos hacia atrás/hacia 
adelante; cuanto mayor sea el número, mayor será el tamaño 
del nodo. En segundo lugar, la intensidad del color del nodo es 
proporcional a la fuerza del flujo directo de valor agregado 
hacia atrás/hacia adelante; cuanto mayor es la fuerza del flu-
jo, más oscuro es el color del nodo. En tercer lugar, la anchura 
y la dirección de las flechas es proporcional a la fuerza y la di-
rección del flujo de valor agregado; cuanto mayor es la fuerza, 
mayor será el tamaño de la flecha. 

La lectura de las gráficas 3 y 4 es de la siguiente manera: en 
primer lugar, el tamaño de los nodos es proporcional al núme-
ro total de encadenamientos indirectos hacia atrás/hacia 
adelante; cuanto mayor sea el número, mayor será el tamaño 
del nodo. En segundo lugar, la intensidad del color del nodo es 
proporcional a la fuerza del flujo indirecto de valor agregado 
hacia atrás/hacia adelante; cuanto mayor es la fuerza del flu-
jo, más oscuro es el color nodo. En tercer lugar, la anchura 
y la dirección de las flechas son proporcionales a la fuerza y 
la dirección del flujo de valor agregado; cuanto mayor es la 
fuerza, mayor será el tamaño de la flecha. Finalmente, la fle-
cha que sale y entra en el mismo nodo representa las ganancias 
por participar en las cadenas globales de valor. 
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Gráfica 1. Relaciones centro-periferia: cadenas de demanda, 2011
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Gráfica 2. Relaciones centro-periferia: cadenas de oferta, 2011
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Gráfica 3. Relaciones centro-periferia: cadenas upstream, 2011
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Gráfica 4. Relaciones centro-periferia: cadenas downstream, 2011
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Algunas relaciones centro-periferia emergentes en la grá-
fica 1 son las siguientes: 1) los cinco países con mayor grado 
de intermediación2 son Alemania, Estados Unidos, China, 
Noruega y Reino Unido; estos países poseen una gran influen-
cia en el flujo directo de valor agregado. Dichas naciones 
están favorecidas en las cadenas de demanda del año 2011 
porque se encuentran en el camino más corto entre cada par 
de países; 2) los cinco países con mayor grado de lejanía3 son 
Chile, Hungría, Irlanda, Islandia e Israel; los flujos de valor 
agregado de estos países no son capaces de llegar a otros paí-
ses a través de los caminos más cortos; y 3) los cinco países 
con alto grado de conectividad4 son Arabia Saudita, Australia, 
Canadá, Bulgaria y Dinamarca, mientras que los cinco países 
con bajo grado de conectividad son Camboya, Luxemburgo, 
Malasia, Singapur y Vietnam.

Algunas relaciones centro-periferia emergentes en la 
gráfica 2 son las siguientes: 1) los cinco países con mayor 
grado de intermediación son Alemania, Estados Unidos, Re-
pública Checa, República Eslovaca y Rusia. Por tanto, los 
países más próximos a Alemania, Estados Unidos, República 
Checa, República Eslovaca y Rusia se encuentran en más cami-
nos cortos entre pares de países, y están en posiciones más 
ventajosa en las cadenas de oferta del año 2011; 2) los cinco 
países con mayor grado de lejanía son Camboya, Hong Kong, 
Nueva Zelanda, Singapur y Tailandia; los flujos de valor 
agregado de estos países no son capaces de llegar a otros paí-

2 El grado de intermediación es el número de veces que un país actúa como un puente 
por medio del camino más corto entre dos países. La intermediación de un país es un 
indicador de su importancia en las cadenas globales de valor; en general, los países con altos 
grados de intermediación poseen gran influencia sobre el flujo de valor agregado, bajo el 
supuesto de que el flujo de valor agregado sigue los caminos más cortos entre países.

3 El grado de lejanía se define como la suma de las distancias de un país a todos los 
demás países. En general, los países con alto grado de lejanía se encuentran en la periferia de 
la cadena (en las posiciones menos favorables).

4 Un país posee alta conectividad si hay un camino directo entre él y todos los demás 
países.
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ses mediante los caminos más cortos; y 3) los cinco países con 
alto grado de conectividad son Arabia Saudita, Filipinas, Ru-
mania, Sudáfrica y Turquía, mientras que los cinco países 
con menor grado de conectividad son Austria, Bélgica, Canadá, 
Dinamarca y República Checa.

Algunas relaciones centro-periferia emergentes en la grá-
fica 3 son las siguientes: 1) los cinco países con mayor grado 
intermediación son Alemania, China, Estados Unidos y Rei-
no Unido; estos países tienen una gran influencia en el flujo 
indirecto de valor agregado. Estos territorios están favoreci-
dos en las cadenas upstream del año 2011, debido a que se 
encuentran en el camino más corto entre cada par de países; 
2) los cinco países con mayor grado de lejanía son Chile, Hun-
gría, Islandia, Irlanda e Israel; los flujos de estos países no son 
capaces de llegar a otros por medio de los caminos más cortos; 
y 3) los cinco países con alto grado de conectividad son Ale-
mania, Arabia Saudita, China, Estados Unidos y Taiwán y 
mientras que los cinco países con bajo grado de conectividad son 
Camboya, Filipinas, Hong Kong, Luxemburgo y Vietnam.

Algunas relaciones centro-periferia emergentes en la grá-
fica 4 son las siguientes: 1) los países con mayor grado inter-
mediación son Alemania, China, Estados Unidos, Polonia y 
Rusia; los países más próximos a Alemania, China, Estados 
Unidos, Polonia y Rusia se encuentran en los caminos más 
cortos entre pares de países y están en posiciones ventajosas en 
las cadenas downstream del año 2011; 2) los países con mayor 
grado de lejanía son Camboya, Malasia, México, Nueva Zelanda 
y Tailandia; estos países son menos accesibles para otros; y 
3) los países con alto grado de conectividad son Arabia Sau-
dita, Filipinas, Rumania, Sudáfrica y Turquía, mientras que 
los países con bajo grado de conectividad son Alemania, China, 
Estados Unidos, Polonia y Rusia.

Finalmente, las ganancias por participar en las cadenas 
globales de valor para los países seleccionados se muestran 
en el cuadro 3. Estos valores nos indican que, por ejemplo, 
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cuando la demanda de exportaciones de China aumenta en 
una unidad en el año 2011, el efecto interno en este país es 
igual a 0.83; es decir, el ingreso doméstico se multiplica por 
esta proporción. 

Cuadro 3. Ganancias por participar en las cadenas globales de valor

1995 Ganancias 2011 Ganancias

Estados Unidos 0.58 Alemania 0.85
Alemania 0.53 China 0.83
Francia 0.32 Estados Unidos 0.70
Reino Unido 0.30 Reino Unido 0.35
Canadá 0.25 Corea 0.35
Italia 0.22 Francia 0.34
Japón 0.18 Japón 0.32
China 0.17 Italia 0.30
México 0.13 Canadá 0.29
Corea 0.13 Rusia 0.27
Rusia 0.11 México 0.22
Brasil 0.02 Brasil 0.06
Colombia 0.01 Chile 0.04
Argentina 0.01 Argentina 0.03
Chile 0.01 Colombia 0.01
Costa Rica 0.00 Costa Rica 0.01

Fuente: cálculos propios con base en oecd/wto [2016].

Por un lado, en 1995, la ganancia más alta fue para Esta-
dos Unidos; la más baja para Costa Rica. Por otro lado, en 
2011, la ganancia más alta fue para Alemania; la más baja 
de Costa Rica; con excepción de México, los países en la peri-
feria tienen ganancias minúsculas. Este resultado asimétrico 
es consecuencia de las dinámicas opuestas que operan en am-
bos polos: mientras que los países del centro se industrializan 
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generando cambios estructurales mediante el progreso téc-
nico en los distintos sectores de su estructura productiva; los 
de la periferia, en cambio, siguen procesos de diversificación 
productiva más difusos, con escasa incorporación de progreso 
técnico y una fuerza laboral ilimitada y poco calificada. Hace 
35 años Prébisch advirtió: “las grandes fallas del desarrollo 
latinoamericano carecen de solución dentro del sistema pre-
valeciente” [1981: 14]. Los países del centro y de la periferia 
enfrentan problemas cualitativamente distintos, por tanto, 
la construcción de políticas económicas y el fortalecimiento de 
las capacidades del Estado son determinantes necesarios para 
que los menos avanzados se transformen y alcancen mayores 
niveles de desarrollo. 

conclusIones

El objetivo de este capítulo fue exponer, con base en las lec-
ciones aprendidas del modelo de sustitución de importacio-
nes, la vigencia del pensamiento de Prébisch en el marco de 
las cadenas globales de valor para la política exterior. La 
principal contribución de este trabajo fue presentar la confi-
guración de las cadenas globales de valor: los países involu-
crados, las formas en que se integran, el nivel de influencia 
directa e indirecta que poseen y las ganancias obtenidas por 
su participación. 

Al mapear las cadenas globales de valor fue posible visua-
lizar algunos de los patrones sistemáticos latentes que emer-
gen como consecuencia de la estructura organizacional de las 
cadenas de demanda/oferta y de upstream/downstream. Entre 
las relaciones centro-periferia más importantes destacan las 
siguientes: en el año 2011, los cinco países que se integran con 
mayor fuerza en las cadenas globales de valor son Colombia, 
Costa Rica, Brasil, Estados Unidos y Rusia; por un lado, los 
países con mayor número de encadenamientos directos hacia 
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adelante que de encadenamientos hacia atrás son: Colom-
bia, Brasil y Rusia; por otro lado, los países con mayor fuerza 
en sus encadenamientos directos hacia adelante que hacia atrás 
son: Colombia, Brasil y Rusia. 

En términos generales de integración upstream y downs-
tream, por un lado, en el año 2011 los países que se integran 
a cadenas indirectas hacia atrás más largas son Alemania y 
Corea, mientras que Canadá y China se integran a cadenas 
indirectas hacia atrás más cortas. Por otro lado, los países que 
se integran a cadenas indirectas hacia adelante más largas son 
Canadá y Rusia, mientras que Alemania y Japón se integran a 
cadenas indirectas hacia adelante más cortas. En términos 
particulares de integración upstream y downstream, por un 
lado, en el año 2011 los países latinoamericanos que se inte-
gran a cadenas indirectas hacia atrás más largas son Argentina 
y México, mientras que Colombia y Costa Rica se integran 
a cadenas indirectas hacia atrás más cortas. Por otro lado, 
los países que se integran a cadenas indirectas hacia adelan-
te más largas son Brasil y Colombia, mientras que Chile y 
México se integran a cadenas indirectas hacia adelante más 
cortas. En ese sentido, Chiquiar y Tobal [2019] sugieren que 
el Tratado de Libre Comercio de América del Norte y la com-
petencia con China han configurado el proceso de inserción de 
México en las cadenas globales de valor.

Las ganancias por participar en las cadenas globales 
de valor son heterogéneas: las mayores son para Alemania 
y China en el año 2011; las menores, para Argentina, Brasil, 
Colombia, Costa Rica y Chile. Este es un resultado que Pré-
bisch anticipó hace más de 30 años: América Latina carece 
de una auténtica autonomía, su evolución y desarrollo econó-
micos dependen de factores externos: importan mucho para 
exportar poco. Señala que el capitalismo céntrico “se expande 
para aprovechar la periferia. Pero no para desarrollarla; [por 
tanto], debe desvanecerse el mito de que podemos desarrollar-
nos a imagen y semejanza de los centros” [Prébisch, 1981: 14].
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Aunque los resultados pueden enriquecer, por un lado, el 
enfoque neoestructuralista latinoamericano y, por otro lado, 
proporcionar un marco general para la formulación y desa-
rrollo de políticas económicas que minimicen los riesgos o 
maximicen los beneficios a obtener al integrarse en las cade-
nas globales de valor, debido a la ausencia de datos actuali-
zados, este estudio se limita a una descripción general de las 
cadenas globales de valor y de las relaciones centro-periferia. 
Por esta razón, existen preguntas específicas que no se con-
testaron, entre las cuales destacan: por un lado, qué variables 
clave influyen en la creación/destrucción de encadena-
mientos directos e indirectos hacia adelante y hacia atrás, y, 
por otro lado, cómo transitar de una cadena de baja ganancia 
a una de alta ganancia. Estas cuestiones pendientes son in-
teresantes sugerencias para futuras investigaciones.
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anexo

En la producción internacional de exportaciones todos los 
países juegan un doble papel: son oferentes y demandantes 
de valor agregado (VA). Por un lado, el origen del valor agre-
gado contenido en las exportaciones de un país i-ésimo (xi) 
puede dividirse en valor agregado interno (di) o valor agre-
gado extranjero (fi); de esta forma: 
  

 xi = di + fi (A.1)

Por otro lado, el destino del valor agregado contenido en 
las exportaciones del mismo país puede dividirse en valor 
agregado para producir las exportaciones del resto del mun-
do (vi) y valor agregado para otros usos (wi); de esta forma:

 
xi = vi + wi (A.2)

Las expresiones anteriores se pueden generalizar como 
dos sistemas de ecuaciones lineales simultáneas:

x = Zi + w (A.3) y xT = iT Z + dT (A.4)
Donde Z = {VAij |VAij = 0, Ɐi = j; de otra forma, VAij > 0}, 

dT = [d1 … dn], wT = [w1
… wn], xT = [x1 

… xn], iT =[1 … 1] y T 
indica transposición.

De los sistemas anteriores se derivan tres indicadores 
básicos: xi/X, fi/xi y vi/xi. Al considerar que los elementos de la 
matriz Z son proporciones fijas y constantes que describen 
la oferta y la demanda de valor agregado para la producción in-
ternacional de exportaciones, respectivamente, entonces 
podemos definir: 

αij =
VAij (A.4)x1
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βij =
VAij (A.5)xj

 
A través de (5) y (6) podemos reescribir (3) y (4) como:

x = (I – A) –1w (A.6)

xT = dT (I – B)–1 (A.7)

Donde  A= {αij | αij = 0, Ɐi = j; de otra forma, αij > 0} y 
B = {β ij |βij = 0, Ɐi = j; de otra forma, βij > 0}. Estas matrices 
representan los encadenamientos directos e indirectos hacia 
atrás y hacia adelante de valor agregado, respectivamente, 
para la producción de una unidad adicional de exportaciones 
en un país determinado; los elementos αij = βij, Ɐi = j, repre-
sentan las ganancias por participar en las cadenas globales 
de valor. A través del algoritmo Force Atlas 2 se construyen 
los grafos de las matrices (I – A)–1 y (I – B)–1.
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4. LA POLÍTICA AMBIENTAL DE MÉXICO Y EL EMPODERAMIENTO 
DE LA SOCIEDAD CIVIL EN EL MARCO DE LOS ACUERDOS  

DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE

Ruth Zavala Hernández* 

IntroduccIón

La política ambiental en México tuvo un desarrollo incipiente 
hasta fines de los ochenta. Antes de ello, para México, el medio 
ambiente no tenía relevancia por sí mismo, pero sí en fun-
ción de temas como las condiciones sanitarias. Para finales 
de los ochenta y durante los noventa, se da la consolidación 
legislativa e institucional de la protección ambiental en México 
como la conocemos hasta nuestros días. Tanto la firma del acuer-
do paralelo al Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte (tlcan) [dof, 1993] en materia ambiental, el Acuerdo 
de Cooperación Ambiental de América del Norte (acaan) [cca, 
1993], como las instituciones que emanaron de este, dieron 
un impulso al despertar el interés de actores estatales y no 
estatales sobre la protección del medio ambiente. A partir 
de los mecanismos de participación ciudadana previstos en 
el acaan y la interacción con sus contrapartes en Estados 
Unidos y Canadá, tanto el gobierno como la sociedad civil se 
fueron apropiando de las demandas de protección ambiental 
en México. 

* Programa de Becas Posdoctorales en la unam; becaria del Instituto de Investiga-
ciones Económicas de la unam, asesorada por la doctora María Teresa Gutiérrez Haces.



120

El vínculo entre comercio y medio ambiente es innegable 
[Karpilow et al., 2014: 1; Gallagher, 2011], en el caso de Nor-
teamérica, la firma del tlcan en 1994 inauguró un nuevo tipo 
de acuerdos de libre comercio que integraban regulaciones 
ambientales. Para Gallagher [2011: 75], el tlcan fue un tra-
tado que sirvió de piedra angular en términos de conectar el 
comercio y el medio ambiente. El tlcan fue el primer trata-
do de comercio significativo que incluyó cláusulas sobre medio 
ambiente en un acuerdo lateral y estableció instituciones 
paralelas para monitoreo y financiamiento.

Los acuerdos comerciales firmados con posterioridad 
tomaron como referencia al tlcan en cuanto al vínculo comercio 
y medio ambiente. En su momento, la existencia del acuer-
do paralelo en materia ambiental, el acaan, le valió al tlcan para 
ser considerado como el acuerdo comercial más verde de la 
historia [Vaughan, 2003].

En este texto se analiza el desarrollo de la política am-
biental en México a partir de la firma del tlcan, pues se con-
sidera que este acuerdo significó el mayor impulso para la 
evolución de esta política en México. Algunos de los resulta-
dos de la firma de este acuerdo comercial son positivos como 
el empoderamiento de la sociedad civil, que hoy en día cuenta 
con más visibilidad y participación en el señalamiento del cum-
plimiento o incumplimiento de la legislación ambiental en 
nuestro país. En este sentido, se toma el caso de la construcción 
de la refinería de Dos Bocas, para analizar la participación de 
algunas organizaciones civiles que se oponen a este proyec-
to por su supuesto efecto ambiental, en particular del Centro 
Mexicano de Derecho Ambiental (Cemda), junto con Green-
peace, Naturalia y el Centro para la Diversidad Biológica. 
El papel que ha jugado el Cemda respecto del proyecto de 
Dos Bocas se considera como un ejemplo del empoderamiento 
de la sociedad civil organizada que ha sido producto, entre 
otras razones, de la participación de México en los esquemas 
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de cooperación ambiental regional propuestos por el tlcan y 
el acaan, junto con las instituciones que emanan de él. 

La política ambiental en México ha estado determinada 
tanto por factores internos como externos. En este trabajo se 
defiende la hipótesis de que los factores externos han sido los 
más determinantes para constituirse en una presión para 
los gobiernos en turno y tomar decisiones a favor del cuidado 
ambiental. En palabras de Ponce [2013: 49], la legislación am-
biental representa una reacción a eventos internacionales y 
se enfocó en enfrentar las consecuencias negativas deriva-
das de los modelos iniciales de desarrollo industrial, lo que 
implicó la apertura comercial de México. Varias de las deci-
siones sobre la creación de leyes e instituciones encargadas 
de velar por el cumplimiento de la normativa ambiental en 
México han sido en respuesta a las presiones e influencias 
desde el exterior, además, valga decirlo, un tema de imagen 
y reputación más que una preocupación legítima para el 
gobernante en turno. 

Para lo anterior, este texto se ha divido en tres partes, la 
primera se titula Antecedentes, la cual se enfoca en contex-
tualizar la relación comercio-medio ambiente y, se desarro-
llan los sucesos que fueron los detonantes para la consolida-
ción de una política ambiental en México. La segunda parte 
hace referencia a los efectos de las instituciones del acaan 
sobre el proceso de la construcción de una gobernanza am-
biental en México. En este punto se destaca la creación de 
capacidades en la sociedad civil y la relación cada vez más 
dinámica que se da entre las instituciones trilaterales, la bu-
rocracia y la sociedad civil. Es importante hacer notar que la 
sociedad civil resultó fortalecida a partir de los mecanismos 
creados por el acaan. La última parte es el estudio de caso La 
construcción de la refinería Dos Bocas, proyecto impulsado por 
el actual gobierno de Andrés Manuel López Obrador y que 
resalta dos cuestiones; por un lado, que el medio ambiente es 
un tema subordinado a los indicadores económicos; y, por otro 
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lado que, a pesar del avance legislativo e institucional en 
materia ambiental, es necesaria la participación de todos los 
actores interesados para velar por el cumplimiento de dicha 
legislación. 

antecedentes

El desarrollo institucional y legislativo de la política am-
biental en México comenzó en los setenta y tuvo un enfoque 
desde el tema de la salud y después bajo el desarrollo social. 
En 1971 se creó la Ley Federal para Prevenir y Controlar la 
Contaminación Ambiental (Salud Pública de México, 1971), 
que es considerada como el primer ordenamiento jurídico en 
nuestro país referente al medio ambiente. Posteriormente, 
en 1972 se creó la Subsecretaría de Mejoramiento del Ambien-
te (ssma) integrada a la Secretaría de Salubridad y Asistencia 
(ssa). Estos dos sucesos enmarcan la visión desde el medio 
ambiente y desde las condiciones sanitarias. En esta misma 
década, México ratificó diversos convenios referentes a te-
mas vinculados con el medio ambiente.1 

Lo anterior coincide con el surgimiento de la preocupa-
ción ambiental como un tema en la agenda la Organización 
de las Naciones Unidas (onU) con la realización en 1972 de la 
Conferencia sobre el Medio Humano, en Estocolmo, Suecia; 
dicha reunión fue el parteaguas para la política internacional 
sobre medio ambiente.

 Además de la influencia externa desde la onU, hubo 
un desarrollo importante en la legislación ambiental esta-
dounidense en los setenta, cuando se creó un abanico de leyes 
 

1 Convenio sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora 
Silvestre de 1973; Conferencia sobre Pesca y Conservación de Especies; Contaminación de 
los Mares; se incorporó al derecho internacional del mar, entre otros.
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ambientales en temas como aire, agua, contaminación atmos-
férica, sustancias tóxicas, parques naturales, humedales, zona 
costera, especies en riesgo de extinción, etc. Es importante 
mencionar que, a lo largo de la vida independiente de México, 
este ha tenido como referente en diversos ámbitos a Estados 
Unidos, la materia ambiental no ha sido la excepción.

Los ochenta se caracterizaron en gran medida por los es-
fuerzos para lograr la apertura comercial del país y cambio 
del modelo económico. Los protagonistas de este periodo fue-
ron los presidentes Miguel de la Madrid (1982-1988) y Carlos 
Salinas de Gortari (1988-1994). En 1986, México se incorpo-
ró al Acuerdo General sobre Comercio y Aranceles (gatt). El 
gatt se creó en 1947 y consistía en reuniones periódicas de 
negociaciones sobre reducción de aranceles. Este acuerdo ter-
minó formalmente en 1995, cuando los países miembros es-
tablecieron los términos del llamado gatt 1947 y fue sustituido 
por la Organización Mundial del Comercio (omc). A diferen-
cia del gatt, que consistía en un sistema de reglas, la omc 
es una organización internacional que amplió el alcance del 
comercio de bienes hasta el comercio del sector de servicios 
y derechos de propiedad intelectual. Actualmente, la omc es 
el foro con mayor alcance global en temas de comercio.

A finales de los ochenta, la Secretaría de Desarrollo Urba-
no y Ecología (Sedue), que es un antecedente institucional 
relevante para el tema ambiental, y su Subsecretaría de Eco-
logía tenían un presupuesto bajo. Con posterioridad, en 1992 
se estableció la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) y se 
le otorgó autoridad sobre la planeación ecológica, estándares 
ambientales, explotación de recursos naturales e investiga-
ción y desarrollo técnico. Ese mismo año, también se creó el 
Instituto Nacional de Ecología (ine, hoy inecc pues integra 
el tema de cambio climático) y la Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente (Profepa), ambas instituciones se crea-
ron como órganos desconcentrados de la Subsecretaría de 
Ecología en la Sedesol. 
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A principios de los noventa, el gobierno de Salinas de Gor-
tari comenzó las negociaciones para firmar un acuerdo de 
libre comercio con sus vecinos del norte, Canadá y Estados 
Unidos. El entonces presidente, Salinas de Gortari presentó 
dicho acuerdo como la llave para alcanzar el desarrollo. Con 
la firma del tlcan, México culminó el proceso de transición 
del modelo de desarrollo basado en la sustitución de impor-
taciones a la consolidación de la apertura comercial basada en 
el neoliberalismo [Rouquié, 2015]. De forma paralela, México 
ingresó a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Eco-
nómicos (ocde) en 1994. Esta organización aglutina a los países 
con niveles de desarrollo más elevados del mundo. 

Junto con el tlcan, Canadá, Estados Unidos y México fir-
maron dos acuerdos (side agreements); el Acuerdo de Coo-
peración Laboral para América del Norte (aclan) y el acaan. La 
regulación ambiental en Estados Unidos y Canadá estaba más 
desarrollada legislativa e institucionalmente en compara-
ción con la de México. En el fondo, ambos acuerdos paralelos 
tenían como propósito hacer que se respetaran las leyes nacio-
nales de cada país miembro. En Estados Unidos surgió la 
preocupación de que México disminuyera sus estándares 
ambientales y los salarios con el fin de atraer inversión ex-
tranjera a su territorio. En términos de la calidad del medio 
ambiente, el tlcan no derivó en que México se volviera un 
paraíso de contaminación para las firmas estadounidenses 
sucias que buscaban regulaciones del ambiente más débi-
les, como muchos ambientalistas temían. Ciertamente, en 
algunos casos la inversión extranjera activada por medio del 
tlcan trajo tecnologías limpias [Gallagher, 2011: 76; Lucatello, 
2019: 15]. 

Uno de los objetivos a mediano y largo plazo, del acaan fue 
armonizar el terreno de juego del comercio y fortalecer las 
políticas internas, para lo cual la creación de capacidades, el 
desarrollo institucional y las normas de buena gobernanza 
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son vitales [Aspinwall, 2014: 24]. Se advierte que el tlcan 
fue un acuerdo con fines comerciales y que, si bien se vincula 
a diversos ámbitos, como el laboral o ambiental, a ambas mate-
rias se les subordina privilegiando la actividad comercial. 

Los noventa fueron un parteaguas para la consolidación 
del medio ambiente como prioridad en los programas de de-
sarrollo de los sexenios que estaban por venir. Mientras 
se negociaba y debatía el tlcan, el subsecretario de Ecología re-
dactó un documento informativo de 19 páginas que explicaba 
la política ambiental mexicana y el desarrollo institucional. 
El documento circuló entre los funcionarios estadounidenses 
para mostrar el compromiso de México con el medio ambiente 
[Aspinwall, 2014: 67]. De tal manera que el desarrollo institu-
cional y de leyes que fortalecieran los temas ambientales en 
México no era uno de los objetivos principales de este acuerdo, 
pero también tuvo efectos sobre ello. Cabe mencionar que, 
desde las negociaciones del tlcan hasta la fecha, los dos socios 
comerciales de México han señalado su debilidad institucio-
nal y legislativa en materia ambiental en diversas ocasiones, 
pero eso no les ha impedido aprovechar dichas debilidades a 
su favor y a favor de los intereses de sus empresas. 

En este contexto, el auge de la política ambiental en ma-
teria legislativa e institucional se enmarca en tres aconteci-
mientos: la Cumbre de Río o Cumbre de la Tierra, el ingreso 
de México a la ocde y, fundamentalmente, la entrada en vi-
gor del tlcan. En principio, la Declaración de Río [onU, 1992a] 
y su Programa 21 [onU, 1992b], documentos emanados de esta 
cumbre celebrada en 1992 en Río de Janeiro, Brasil, consolidó 
al medio ambiente como un tema de la agenda internacional 
y se formalizó el enfoque del desarrollo sostenible. De forma 
paralela a esta cumbre, se firmaron otros acuerdos como el 
Convenio sobre Diversidad Biológica [onU, 1992c] y la Con-
vención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático 
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(cmnUcc)2 [onU, 1992d]. Es importante mencionar que, en el 
plano internacional a partir de los noventa, la protección am-
biental se considera como una de las prioridades de la comuni-
dad internacional. La Declaración de Río retomó los principios 
establecidos en la Conferencia de Estocolmo, dos décadas an-
tes, conformando así un Derecho Internacional del Medio 
Ambiente más evolucionado.

El segundo acontecimiento que determinó el cambio de 
posición del gobierno mexicano respecto al cuidado y protec-
ción del medio ambiente fue el ingreso de México como miem-
bro de la ocde en 1994. El detonador para que la ocde hiciera 
la invitación formal a México para adherirse fueron las nego-
ciaciones para la firma del tlcan [Arellano, 2018: 192]. Ade-
más del alto nivel de desarrollo requerido para tener la 
membresía, es necesario que el país invitado comparta los 
ideales y valores de la organización, tales como: economía de 
mercado, democracia plural, respeto a los derechos huma-
nos, entre otros [Arellano, 2018: 195]. Lo anterior coincide con 
el proceso de apertura y democratización de México que po-
demos ubicar a partir de mediados de los noventa y que tendría 
un primer corte histórico importante en el año 2000 cuando un 
partido diferente al Partido Revolucionario Institucional (Pri) 
ganó las elecciones presidenciales con Vicente Fox como el 
candidato del Partido Acción Nacional (Pan). 

Como parte de su ingreso, la ocde aceptó no incluir a Mé-
xico en el Anexo I de la cmnUcc (conformado por los países 
desarrollados y economías en transición con obligaciones de 
reducción de los llamados gases de efecto invernadero o gei); 
en consecuencia, México salió del Grupo de los 77. Este ante-
cedente es interesante en tanto que, al no estar incluido en 
el grupo de países con obligaciones de reducciones de emisio-
nes, esto condicionó el retraso de una política climática. 

2 El cual sentaría las bases para las negociaciones posteriores que crearían en 1997 el 
Protocolo de Kioto.
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Por último, el tercer acontecimiento, es la entrada en vigor 
del tlcan en 1994, que consolidó formalmente el proceso de aper-
tura de la economía mexicana. Este acuerdo sigue siendo el 
más importante, pues 80 % del comercio de México se concen-
tra en Estados Unidos. México ha firmado diversos acuerdos 
comerciales, pero la economía nacional es altamente vulnerable 
y dependiente de la relación comercial con el vecino del nor-
te. La firma del tlcan y acaan formalizaron la relación comercio-
medio ambiente, en torno al cual existe un debate sobre si los 
efectos de la liberalización comercial pueden atenuarse e in-
cluso contribuir a una mejor protección o si la protección am-
biental siempre estará subordinada a los intereses económicos 
[Lattanzio y Ferguson, 2015: 1]. En este sentido, varias pu-
blicaciones posteriores intentan superar esa dicotomía, ase-
gurando que los costos económicos de no proteger al medio 
ambiente en el presente se incrementarán en el futuro, el In-
forme Stern [Stern y Jacobs, 2006], sobre los costos de no aten-
der el cambio climático, es un ejemplo de esto. 

En palabras de Gallagher [2011: 77-78], dado que las ex-
ternalidades no están incluidas en las decisiones de los acto-
res privados en el mercado, los gobiernos son necesarios para 
actuar como la segunda mejor opción para corregir las fallas 
de los mercados. El tlcan debió proporcionar un espacio de 
política apropiado para que los gobiernos puedan proveer los 
incentivos necesarios para internalizar las externalidades 
en la forma menos restrictiva para el comercio.

Estos serían los tres sucesos que se consideran como los 
factores externos que detonan el desarrollo de la política de 
protección ambiental en México. Los tres son estímulos para 
el gobierno mexicano de desarrollar instituciones consagra-
das a velar por el cumplimiento de las leyes en esta materia. A 
continuación, se analizan los efectos del acaan en la protección 
ambiental en México.
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efectos del acaan sobre la gobernanza ambIental de méxIco

Aspinwall [2014] distingue tres efectos del acaan sobre las 
políticas internas de medio ambiente, a saber: creación de ca-
pacidades, desarrollo institucional y la socialización de normas 
de buena gobernanza. Desde su punto de vista, lo anterior 
ayudó a nivelar el terreno de juego del comercio y al forta-
lecimiento de sus políticas internas [Aspinwall, 2014: 24]. 
Según este mismo autor, 

los observadores tienden a estar de acuerdo con que las obliga-
ciones internacionales fueron responsables en última instancia 
del cambio institucional que hubo en los noventa, y aunque 
la proporción exacta de los cambios debidos al tlcan sigue sien-
do debatible, casi todos atribuyen la mayor tajada del efecto 
causal al tlcan. Luis Manuel Guerra, descrito como el abuelo de 
los movimientos ambientalistas en México, rechaza la asevera-
ción de que la Cumbre de Río hizo la diferencia para el rápido 
rediseño y reparación de las instituciones ambientales mexica-
nas. Fue bonito ir a Río, había tiendas y publicidad, pero no 
tenía los colmillos del tlcan [Aspinwall, 2014: 68-69].

Así, para el caso de México el acaan coadyuvó a disminuir 
las debilidades institucionales; mediante la creación de ins-
tituciones y los mecanismos de participación ciudadana. Con 
este acuerdo la sociedad civil tuvo cada vez mayor involucra-
miento en los casos contra el gobierno y la creación de vínculos 
e interacciones con sus contrapartes, principalmente organi-
zaciones no gubernamentales (ong) estadounidenses. En 
este sentido, la sociedad civil se considera como el actor clave 
en la construcción de la gobernanza ambiental en México 
[Aspinwall, 2014]. El acaan le permitió a la sociedad civil 
tener comunicación tanto con el gobierno nacional como con 
las instituciones trilaterales que se derivaron del acuerdo 
comercial. En la figura 1 se representa el proceso que explica 
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Aspinwall del empoderamiento de la sociedad civil de México 
que las instituciones del acaan y la Comisión para la Coope-
ración Ambiental (cca) han dado como resultado.

Figura 1. Empoderamiento de la sociedad civil

Burocracia
Instituciones del TLCAN

Sociedad civil
Entidades federales

Mejor comunicación y 
mayor entendimiento 

epistemológico
Mayor in�uencia en la 

formulación de políticas 
públicas

Fuente: elaboración propia con base en Aspinwall [2014].

En esta figura se representa cómo las instituciones del 
tlcan y del acaan contribuyeron a que la información fluyera 
de manera más dinámica entre la burocracia y la sociedad ci-
vil, sirviendo como plataformas para formar personal calificado 
tanto en las propias instituciones trilaterales, como en las 
entidades federales en México. Lo anterior dio como resultado 
mayor participación a los actores no estatales en la formulación 
de políticas públicas en materia ambiental. La construcción de 
la gobernanza ambiental en México ha brindado espacios 
de participación a la sociedad civil.

 Evolución institucional y legislativa en México

A continuación, se mencionarán las instituciones que se 
crearon en este periodo y que representan un avance signifi-
cativo de la evolución de una política ambiental que se ha ido 
nutriendo con el paso del tiempo. El cambio de mayor rele-
vancia se dio en 1994 cuando se creó la Secretaría de Medio 
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Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap). Por pri-
mera vez se establecía una dependencia ambiental a nivel de 
secretaría de Estado con poderes sobre protección ambiental 
y gestión de los recursos naturales. No es fortuito que el mismo 
año que entró en vigor el tlcan, se haya creado una secreta-
ría de Estado encargada de la protección ambiental. Tanto 
la Comisión Nacional del Agua (Conagua), Profepa y el ine se 
reubicaron dentro de Semarnap en 1995. Adicionalmente, 
se crearon cuatro consejos regionales y uno federal que se es-
tablecieron en 1995, incluían representantes empresariales, de 
organizaciones de la sociedad civil (osc), académicos y de la 
sociedad. Los Consejos Consultivos para el Desarrollo Sus-
tentable se crearon en respuesta a la Agenda o Programa 21 
adoptada en la Cumbre de Río en 1992.

Los órganos desconcentrados tienen independencia admi-
nistrativa de la Secretaría Federal del Medio Ambiente (hoy 
Semarnat), pero sus presupuestos provienen de la Semarnat 
y no tienen identidad legal independiente. Estos órganos in-
cluyen al ine, Profepa, Conagua y Comisión Nacional de Áreas 
Naturales Protegidas (Conanp). Hoy en día, tanto el Instituto 
Mexicano de Tecnología del Agua (imta) y la Comisión Nacional 
Forestal (Conafor) son organismos descentralizados que tienen 
autonomía tanto en presupuesto como administrativa y legal.

La Profepa tiene el mandato de supervisar y ejecutar, 
además de encargarse de las demandas ciudadanas. Su prin-
cipal objetivo es incrementar los niveles de observancia de la 
normatividad ambiental, a fin de contribuir al desarrollo 
sustentable y hacer cumplir las leyes en materia ambiental 
[Profepa, 2018]. Otra de las instituciones que se crearon en 
1992 fue la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso 
de la Biodiversidad (Conabio), la cual es una comisión inter-
secretarial con el objetivo de promover, coordinar, apoyar y 
realizar actividades dirigidas al conocimiento de la diversi-
dad biológica, así como a su conservación y uso sustentable 
para el beneficio de la sociedad. La creación de esta comisión 
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obedeció a la firma en 1992 del Convenio sobre Biodiversidad 
del que México forma parte. Hasta esta fecha, la política am-
biental era considerada un aspecto del desarrollo social. Actual-
mente, la Conabio funge como un puente entre la academia, el 
gobierno y la sociedad, lo cual contribuye al fortalecimiento 
de la gobernanza [Conabio, 2018]. 

Como se puede observar, México como miembro de la onU 
ha firmado una serie de acuerdos ambientales (tratados inter-
nacionales), los cuales han requerido adecuaciones a la legis-
lación existente o la necesidad de crear nuevas leyes. Este 
proceso se conoce como la recepción del derecho internacional 
en el derecho interno. Para Becerra [2012: 25], el Estado tiene 
la capacidad de establecer la estructura jurídica que conside-
re necesaria para la recepción del derecho internacional. Lo 
importante es el cumplimiento de las obligaciones que contrae. 

En 1996 se descentralizó la política ambiental mediante 
la reforma de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente (lgeePa) [Ponce, 2013: 49], que es 
la ley que rige la regulación ambiental en México. Las refor-
mas que hubo en México en 1996 otorgaron mayor espacio de 
participación para la sociedad y tuvieron como objetivo 
coadyuvar con el proceso de democratización que se estaba 
gestando, lo anterior también se expresó a favor de la protec-
ción ambiental. Desde los ochenta y noventa hubo un boom en 
la creación de ong, las cuales, en un principio, fueron considera-
das por el gobierno como antagónicas [Aspinwall, 2014]. Fue 
paulatina la integración de estos grupos de la sociedad civil 
organizada. 

Algunas leyes que México adoptó en los noventa son: Ley 
de Desarrollo Forestal Sustentable de 2002 [dof, 2003] que 
buscó equilibrar los objetivos de conservación y biodiversidad 
con el desarrollo social y económico en el uso de los recursos 
forestales; la Ley Nacional de Agua se reformó a principios del 
2000 [dof, 2020a] y la Ley General de Vida Silvestre [dof, 2000] 
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que pasó a gobernar el uso sustentable y la conservación de 
los hábitats de vida silvestre en 2006.

En el 2000 hubo otro cambio institucional de relevancia, 
el entonces presidente de México, Vicente Fox, decidió trans-
ferir el departamento de pesca a la Secretaría de Agricultura 
(Sagarpa: Secretaría de Agricultura, Ganadería Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación) y nombrar Semarnat (Secreta-
ría del Medio Ambiente y Recursos Naturales) a la Secretaría 
del Medio Ambiente como la conocemos actualmente. Ese 
mismo año, la Comisión Nacional de Áreas Naturales Prote-
gidas (Conanp) tomó el control de áreas naturales protegidas, 
con poderes para conservar y resguardar los ecosistemas y 
su biodiversidad en áreas naturales protegidas. Un año des-
pués se estableció la Conafor para reinvertir la degradación 
forestal e incluir a propietarios y usuarios de bosques en el 
proceso para la protección y el uso sustentable. 

Otra ley importante es la Ley General de Cambio Climá-
tico de 2006 [dof, 2018], que fue impulsada por el entonces 
presidente, Felipe Calderón Hinojosa. Dicha ley tiene la par-
ticularidad de que México fue el primer país en desarrollo en 
contar con una ley sobre cambio climático. De hecho, con pos-
terioridad, México asesoró a otros gobiernos para la elabora-
ción de sus propias leyes climáticas. Esta ley responde a que 
México es un Estado miembro de la Convención Marco de Na-
ciones Unidas sobre Cambio Climático (cmnUcc) de 1992 y 
del Protocolo de Kioto. La adopción de esta ley también obe-
dece a la recepción de este tratado internacional en el derecho 
interno de nuestro país. Las leyes que se han mencionado hasta 
el momento son muestra de que México es un país que ha 
desarrollado una legislación robusta en favor de la protec-
ción al ambiente; no obstante, las críticas que se hacen con 
frecuencia son si el cumplimiento de dichas leyes es efectivo 
o no [Ponce, 2013]. En general, todos estos cambios detonaron el 
surgimiento de la gobernanza ambiental en México, la pre-
gunta que cabría formularse es si esta es o no efectiva. 
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Otro tema fundamental para la creación de capacidades, 
tanto para actores estatales, como no estatales, fue el derecho 
a la información, el cual se consagra en el principio 10 de la 
Declaración de Río sobre medio ambiente y desarrollo, junto 
con la participación en la toma de decisiones, la creación de ca-
pacidad y el acceso a la justicia [onU, 1992a: 3]. En México, se 
creó el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección 
de Datos (Ifai) en 2002, y tuvo como objetivo principal garan-
tizar el derecho de acceso de las personas a la información 
pública gubernamental. En consecuencia, este derecho se 
convirtió en una herramienta fundamental para las ong, 
pues podían acceder a información sobre los permisos a los 
proyectos de construcción y las manifestaciones de impacto 
ambiental que otorga la Semarnat, entre otros. En 2015 con 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información el 
Ifai cambió su nombre a Instituto Nacional de Transparencia 
y Acceso a la Información (Inai) [Inai, 2018]. 

La creación de estas instituciones en la relación ambien-
tal trilateral apela a la democracia participativa, pues dota a 
los ciudadanos de herramientas que no existían para exigir 
a sus gobiernos que cumplan sus leyes. Para Torres [2002], 
tanto la cca como las ong estadounidenses contribuyeron a 
aportar mayores niveles de transparencia y apertura a las 
discusiones. La cca ha contribuido a la creación de infor-
mación y ha trabajado para incrementar los estándares en la 
recolección de información, así como fomentar la armonización 
de esta entre los tres Estados parte. Las metodologías em-
pleadas que han predominado son las de la agencia ambiental 
de Estados Unidos, ePa (Enviromental Protection Agency).

Por todo lo anterior, se considera que el fortalecimiento 
de la protección ambiental en México se detonó a partir del 
proceso de liberalización comercial que le exigió al gobierno 
nivelar sus estándares en la materia con sus dos socios comer-
ciales y que el proceso de democratización interna dotó de 
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herramientas complementarias al sistema político que con-
tribuyeron al surgimiento de la gobernanza ambiental. El 
acaan y sus instituciones crearon mecanismos de participa-
ción de la sociedad que por primera vez pudo cuestionar la 
falta de aplicación de las leyes ambientales en el territorio 
nacional y exponer al gobierno mexicano ante una instancia 
internacional como es la cca. Los cambios fueron sustancia-
les, como nunca la sociedad podía demandarle al gobierno una 
mejor actuación como garante del bien común, el Centro Mexi-
cano de Derecho Ambiental es un ejemplo de ello.

Estos son mecanismos que han recibido múltiples críticas 
por estar influidos por los intereses de los gobiernos naciona-
les y especialmente por la supremacía de la actividad comer-
cial de la región. Sin embargo, es importante señalar que a 
la par de la liberalización comercial, los mecanismos de par-
ticipación ciudadana diseñados por las instituciones trilate-
rales que emanaron del acaan han significado un catalizador 
para el desarrollo legislativo e institucional en materia am-
biental en México.

A continuación, se abordará el caso de la construcción de la 
refinería de Dos Bocas, que se toma como ejemplo para exaltar 
la creación de capacidades en la sociedad civil como uno de los 
resultados secundarios de la firma del tlcan. Se expondrá el 
caso del Cemda como una de las organizaciones civiles con 
mayor visibilidad en México, que ha evidenciado algunas de 
las consecuencias de llevar a cabo este proyecto. Si bien el tlcan 
fue el catalizador de este proceso, lo cual no significa que sin 
él no se hubieran dado estos cambios, a nuestro parecer esto 
hubiera ocurrido, pero quizá no a la misma velocidad.

construccIón de la refInería dos bocas 

El actual presidente de México, Andrés Manuel López Obrador, 
tiene como uno de sus objetivos lograr la soberanía energética. 
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Esto implica el rescate de Pemex que considera incrementar 
la inversión pública, rehabilitar sus seis refinerías y la cons-
trucción de una nueva refinería en Dos Bocas, Tabasco [bbc 
News Mundo, 2019]. De manera coincidente con el presiden-
te estadounidense Donald Trump, la seguridad energética 
para López Obrador equivale a apostar por los combustibles 
fósiles, haciéndolos la base de la matriz energética [Selby, 
2019: 29; Kühne, 2019: 4]. Con el objetivo de dar al pueblo lo 
que le corresponde, el actual gobierno pretende que las ga-
nancias de este negocio se queden en México. Es decir, que 
la importación de gasolina y diésel disminuya y, eventual-
mente, México sea autosuficiente en materia energética. 

De acuerdo con la visión de López Obrador, el rescate 
de Petróleos Mexicanos (Pemex) y del petróleo mexicano son 
la piedra angular para conseguir dicha autosuficiencia; esta 
idea formó parte de sus tres campañas por la presidencia de 
México. Con tales fines y de manera simbólica, el pasado 18 
de marzo de 2019, día en que se conmemora la expropiación 
petrolera,3 la titular de la Secretaría de Energía (Sener), 
Rocío Nahle, anunció la licitación para contriuir una nueva 
refinería en Dos Bocas, ubicada en el municipio de Paraíso, 
Tabasco. Dicha construcción será la séptima refinería en el 
país. La obra se concluirá en 2022 con una inversión de 8 700 
millones de dólares [Gobierno de México, 2019].

Dos Bocas actualmente es uno de los puertos petroleros 
más importantes del país, fue construido en 1979 por Pemex. 
Este puerto cuenta con una ubicación estratégica que posee 
comunicación marítima con Estados Unidos y comunicación 
terrestre con Centroamérica. Este proyecto representa la 
obra de infraestructura más importante del sexenio. Se espe-
ra que la refinería procese 340 000 barriles diarios de crudo 
maya de 22 grados aPi [Gobierno de México, 2019]. Pemex 

3 El 18 de marzo de 1938 el entonces presidente mexicano, Lázaro Cárdenas del Río, 
nacionalizó la industria petrolera. 
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Transformación Industrial es la empresa a cargo del proyec-
to llamado Construcción de la refinería Dos Bocas. 

Los objetivos de la construcción de esta nueva refinería 
son incrementar la elaboración de productos de mayor valor 
agregado, cuidar la balanza comercial e impulsar el desarrollo 
económico y social del sureste mexicano. Como resultado final 
se espera que México deje de concentrarse en la exportación de 
materias primas, para adquirir un mayor grado de industria-
lización, característica de países desarrollados [Gobierno de 
México, 2019].

Las empresas que ganaron la licitación para la construc-
ción de esta refinería son ica Fluor, Samsung Engineering y 
Kellogg Brown & Root (kbr). De acuerdo con Rocío Nahle, la 
refinería de Dos Bocas proyecta una tasa interna de retorno 
(tir) de 13.46 %, lo que la hace un proyecto económicamente 
viable. No obstante, existen estudios que demuestran que dicha 
construcción generará más costos que beneficios. Un ejemplo 
de ello es el modelo financiero que desarrolló el Instituto Mexi-
cano para la Competitividad (Imco) y lo sometió a una simu-
lación Montecarlo [Monry, 2019]. Uno de los argumentos más 
fuertes para apoyar la construcción de esta refinería es el 
hecho de que México importa 77 % de la gasolina y diésel que 
se consume al interior del país [Gobierno de México, 2019]. 
Lo anterior se contrapone a la idea de la soberanía energética 
a la que aspira el actual gobierno. 

El anuncio de esta obra ha traído tanto apoyo como re-
chazo por parte de diferentes actores. En este apartado, se 
expone la posición del Cemda, como una organización civil 
que se opone a la construcción de esta refinería debido al im-
pacto ambiental que dicha organización supone traerá como 
consecuencia. En términos ambientales, la tendencia mundial 
va hacia la transición energética, donde los combustibles fó-
siles son sustituidos de manera paulatina por fuentes alternas 
de energía (eólica, solar, geotérmica, biocombustibles, incluso 
nuclear, entre otras). El proyecto de Dos Bocas va en contra 
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de esa tendencia global, que de seguirse en México disminui-
ría la vulnerabilidad energética y contribuiría a diversificar 
la matriz energética.

En la gráfica 1 se muestra cómo compara el gobierno la si-
tuación de México respecto a la baja producción de gasolina en 
relación con la demanda interna. Así, parece evidente la necesi-
dad de incrementar la producción nacional y ello justificaría 
la construcción de una nueva refinería desde su discurso. 

Gráfica 1. Cobertura de la demanda de gasolina con producción nacional
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Fuente: tomado de Gobierno de México [2019].

En esta gráfica hay países en desarrollo y desarrollados, 
lo cual hace evidente el mensaje que la refinación no solo es un 
lujo de las economías más avanzadas. A pesar de ello, es 
necesario mencionar que la selección de países con los que se 
está comparando a México puede ser arbitraria para exaltar 
la situación de desventaja en la que nos encontramos. Si-
guiendo esta idea, México es capaz de satisfacer la demanda 
con producción nacional y hacia esto están encaminadas las 
acciones del actual gobierno. 

Por un lado, tenemos esta situación de desventaja econó-
mica para México y, por otro, la necesidad de garantizar el 
derecho de toda persona a un medio ambiente sano para su 
desarrollo y bienestar, consagrado en el artículo 4º de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos [dof, 2020b]. 
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Las emisiones de gei que generan los combustibles fósiles son 
los principales causantes del cambio climático, de acuerdo 
con el Quinto Informe del iPcc [iPcc, 2014]. El cambio climá-
tico es un fenómeno que hace vulnerable a todas las espe-
cies que habitamos el planeta, pues tiene efectos en múltiples 
áreas de la vida cotidiana. Un ejemplo muy evidente es la 
calidad del aire y los problemas de salud que genera en la po-
blación. De tal forma que para garantizar el artículo 4º es 
ineludible hacer frente al cambio climático. Uno de los ins-
trumentos que se crearon para garantizar este derecho fue 
la evaluación del impacto ambiental y las manifestaciones 
de impacto ambiental (mia). 

Dichas evaluaciones deben ser presentadas en su totalidad; 
es decir, abordando cada paso requerido para la ejecución 
de un proyecto. Con base en la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y Protección al Ambiente (lgeePa) [dof, 1988] y su 
reglamento es necesario llevar a cabo estas evaluaciones 
para garantizar el derecho a un medio ambiente sano. En 
este contexto, una de las críticas al proyecto de Dos Bocas 
presentadas por Cemda tiene que ver con las formas en que 
se evaluó el impacto ambiental. Pemex como empresa encar-
gada de la construcción de la refinería de Dos Bocas, hizo la 
solicitud para ampliar el puerto ante la Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), que es la auto-
ridad encargada de revisar y aprobar este tipo de proyectos. 
A continuación, se describen las acciones del Cemda seña-
lando las inconsistencias en el proceso de aprobación de este 
proyecto. 

Cemda

El Cemda es una organización no gubernamental, apolítica y 
sin fines de lucro, que desde hace 25 años trabaja para la 
defensa del medio ambiente y los recursos naturales. Se fundó 
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en 1993 en el marco de la negociación del tlcan, como una 
iniciativa de un grupo de abogados mexicanos interesados en 
el derecho ambiental. Cuenta con cinco oficinas regionales, 
lo que le da presencia en prácticamente todo el territorio mexi-
cano. Su agenda de trabajo integra los temas de agua, biodi-
versidad, calidad del aire, bosques, cambio climático, derechos 
humanos, desarrollo sustentable, energía renovable, mares y 
costas, minería responsable, movilidad, pesca y turismo sus-
tentable. Actualmente, se considera al Cemda como uno de los 
think tanks ambientalistas más importantes del mundo de 
acuerdo con el Global go to think tank rankings de la Univer-
sidad de Pensilvania en Estados Unidos [Cemda, 2018]. La 
elección de esta organización se fundamenta justamente por-
que se creó en el contexto de la negociación del tlcan en la 
primera mitad de los noventa y porque ha liderado las críti-
cas al gobierno en torno a este proyecto. 

Así como en Estados Unidos surgió una preocupación ge-
nuina por el impacto ambiental que traería como consecuen-
cia la liberalización comercial de la región; en México, hubo 
actores interesados en dar seguimiento a este proceso y va-
lerse de las instituciones trilaterales emanadas del acuerdo 
paralelo ambiental, el acaan. En el caso de Dos Bocas, el Cem-
da junto con Greenpeace, Naturalia y el Centro para la Diver-
sidad Biológica han puesto en evidencia las inconsistencias 
en el proceso de la aprobación de este proyecto y han cuestio-
nado si el gobierno ha incumplido sus obligaciones para garan-
tizar las leyes de protección al medio ambiente. 

La primera acción del Cemda fue la presentación de una 
denuncia por el desmonte ilegal de vegetación en el predio 
donde se construirá la refinería, evidenciando a la autoridad 
que aprobó el proyecto. De acuerdo con Cemda, la Agencia de 
Seguridad, Energía y Ambiente (asea) aprobó en tiempo récord, 
dos meses, la Manifestación de Impacto Ambiental (mia) de 
la refinería de Dos Bocas. Dicha aprobación se otorgó sin soli-
citar más información a Pemex. Según Cemda, Greenpeace, 
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Naturalia y el Centro para la Diversidad Biológica, la asea 
aprobó un proyecto que contraviene la legislación mexicana 
y afecta a especies en riesgo [Cemda, 2019b]. En dicha mia no 
se dan a conocer todas las obras asociadas al proyecto principal. 

Para Alejandro Olivera, del Centro para la Diversidad 
Biológica, 

la mia carece de información técnica esencial, por ello, es increí-
ble que atípicamente y en tiempo récord se hayan subsanado 
estas deficiencias. Sin embargo, lo que es blanco y negro, es que 
el proyecto contraviene el ordenamiento ecológico que indica 
que hay suelo que se debe conservar, y por ello no debe ser au-
torizado [Cemda, 2019b].

Por otro lado, Gustavo Alanís, director general del Cemda, 
señaló en su momento que 

a reserva de que se publicara el resolutivo de impacto am-
biental emitido a favor de Pemex, quedaba claro que se estaba 
vulnerando y minimizando al Procedimiento de Evaluación de 
Impacto Ambiental por parte de la asea, situación que sentaba 
un pésimo precedente para futuros proyectos que se sometan 
a dicho procedimiento y que se podrán aprobar sin mayor rigor 
por parte de las autoridades [Cemda, 2019b].

En este sentido, una de las críticas principales es que el 
gobierno se convierta en juez y parte cuando se trata de los 
proyectos más relevantes del gobierno en turno. Esto vulnera 
la correcta aplicación de la legislación ambiental en México. 
Proyectos de esta magnitud requieren el mayor cuidado y 
pericia para ser evaluados y aprobados. El derecho a un me-
dio ambiente sano debe garantizarse más allá de la visión de 
quien ocupe la presidencia.

Aunado a lo anterior, México es un Estado miembro del 
Acuerdo de París, que es un tratado internacional que sucede 
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al Protocolo de Kioto, y que tiene por objetivo principal reducir 
las emisiones de gei causantes del cambio climático. Con base 
en este acuerdo, todos los Estados miembros deben proponer 
compromisos de reducción de dichas emisiones. A diferencia 
de la etapa del Protocolo de Kioto, se considera necesario que 
todos los países se comprometan, no solo las economías desa-
rrolladas, algunas de las cuales ya se encuentran hacia la 
transición a fuentes de energía limpias. Por lo tanto, ante el 
Acuerdo de París, todos los miembros propusieron lo que 
se conoce como sus contribuciones nacionalmente determi-
nadas (ndc por sus siglas en inglés). 

Las ndc de cada Estado representan un compromiso de 
reducción voluntario de gei y se sujetan a la evaluación cada 
cinco años del grado de cumplimiento de estos objetivos. Los 
compromisos de reducción de emisiones de gei que México pro-
puso ante el Acuerdo de París son: la reducción de 30 % para el 
año 2020 respecto de las emisiones de 2000, 22 % para 2030 
con respecto a las emisiones de 2013, y 50 % para 2050 con 
respecto a las emisiones del 2000 [wwf, 2020]. De acuerdo 
con el Cemda, este año se incumplirá la primera meta de re-
ducción, pues México ha emitido 683 MtCO2e y el tope debió 
ser de 30 %, que equivale a 672 MtCO2e [Cemda, 2020]. 

Aunado a ello, con base en el Informe Especial 1.5 ºC del 
iPcc [2018], los compromisos de reducción de los países miem-
bros que presentaron ante el Acuerdo de París, las Contribu-
ciones Nacionalmente Determinadas, el mundo se estaría 
encaminando a un incremento de entre 2 y 3 ºC. Es decir, no 
sería posible alcanzar el objetivo de limitar el incremento de 
temperatura global en 1.5 o 2 ºC. Por lo que el iPcc, la autori-
dad científica en el tema de cambio climático, ha invitado a 
los Estados miembros a incrementar los niveles de ambición 
de sus ndc. 

Para el caso de México esto representa un reto, ya que la 
política energética del actual gobierno se encamina al fomento 
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del uso de los combustibles fósiles. Por ello mismo, a nuestro 
parecer, la construcción de la refinería de Dos Bocas es un 
indicador de las prioridades del actual gobierno. 

Por las razones anteriores, consideramos que la partici-
pación de organizaciones como el Cemda son un ejemplo del 
empoderamiento de la sociedad civil que sirve como un con-
trapeso al accionar del gobierno que en casos como este privi-
legia los indicadores económicos sobre los ambientales, pese 
a buscar la urgente soberanía energética. 

Tanto Cemda como Greenpeace realizaron un análisis a 
la mia presentada por Pemex e hicieron llegar sus comenta-
rios a la asea. Lo anterior con el propósito de solicitar expre-
samente a la asea que no otorgara el permiso a Pemex para 
ejecución de este proyecto. La razón principal es que, en el ex-
pediente, Pemex omitió información fundamental sobre el 
efecto del proyecto, la mia posee diversas irregularidades y 
omisiones [Greenpeace México, 2019]. 

La preparación del sitio de esta refinería traerá como 
consecuencia una posible disminución de especies animales 
y la alteración de los patrones de movilidad de la fauna te-
rrestre. Parte de la importancia ecológica de esta zona es la 
existencia de manglares, cuerpos de agua, humedales y es-
pecies de fauna en estatus de protección. La posición del 
gobierno es que a pesar del daño ambiental que provocará la 
ejecución del proyecto, las ganancias económicas serán mayo-
res [Rivera, 2019]. 

Desde el comienzo hubo fricciones entre la asea y la Secreta-
ría de Energía respecto a la mia que debía entregarse. De hecho, 
se habló de la posibilidad de cancelar el proyecto por parte de 
la asea por la falta de estudios sobre el impacto ambiental. 
Se considera que el papel de las organizaciones no guberna-
mentales, que han sido mencionadas en este apartado, ha 
jugado un contrapeso a las autoridades encargadas que tie-
nen la inercia de aprobar los proyectos del actual gobierno en 
aras de cumplir con las diversas promesas que el presidente 
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López Obrador hizo a la sociedad. En último lugar, ante la 
presión la asea otorgó la autorización para la construcción de 
la refinería de manera condicionada a Pemex.

Consideramos que el papel de estas organizaciones no 
gubernamentales: Cemda, Greenpeace, Naturalia y el Cen-
tro para la Diversidad Biológica, significaron una presión 
importante para el gobierno. Posteriormente, la asea otorgó 
un permiso condicionado y aseguró el acceso a la información 
y una efectiva participación ciudadana, que es un requisito 
indispensable para que no existan mayores inconsistencias 
a lo largo de este proyecto. Las siete condiciones impuestas a 
Pemex para otorgar el permiso son: a) prohibido interrumpir 
causes; b) reforestación de la Laguna Mecoacán; c) protección 
de remanentes del manglar del río Seco; d) monitoreo de 
calidad de agua; e) rescate de flora; f) rescate de fauna; y 
g) monitoreo del calentamiento global. La asea hará revisiones 
periódicas para que se cumplan las condiciones ambienta-
les bajo las cuales se otorgó la autorización a Pemex para la 
construcción [García, 2019]. 

En mayo de 2019, el Cemda junto con la Fundación Hein-
rich Böll México y El Caribe, y la Asociación Interamericana 
de Defensa Ambiental (aida) presentaron el documento titu-
lado Evaluación de la política climática en México. Diagnós-
tico del cumplimiento de metas del Programa Especial de 
Cambio Climático (2014-2018) [Cemda, 2019c]. Este docu-
mento presenta un análisis del nivel de cumplimiento del 
gobierno mexicano de la Ley General de Cambio Climático 
desde la sociedad civil. En este texto se afirma que el Siste-
ma Nacional de Cambio Climático (sinacc) no ha logrado la 
concurrencia, la vinculación ni la congruencia entre progra-
mas, acciones e inversiones de los tres órdenes de gobierno 
con el Pecc (Programa Especial de Cambio Climático) y que 
la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático (cicc) no ha 
dado seguimiento puntual al Pecc. Las recomendaciones que 
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hace dicho documento son, en cuanto a mitigación: desincen-
tivar proyectos como la explotación de combustibles fósiles y 
de yacimientos minerales de carbón, y promover la transición 
energética, incorporando instrumentos de financiamiento y 
alternativas de fuentes renovables de energía. En cuanto a 
adaptación: a) profundizar en el enfoque de género; b) relacio-
nar más directamente las líneas de acción del Pecc con la 
inclusión de criterios de adaptación y de cambio climático, 
tanto en el sector agrícola como en los proyectos de inversión 
pública que consideren construcción y mantenimiento de in-
fraestructura señalados en la ndc (Contribuciones Nacional-
mente Determinadas) [Cemda, 2019a].

En consecuencia, el pasado 26 de agosto de 2019, Cemda 
convocó y auspició una reunión entre sociedad civil y los sena-
dores que integran la Comisión de Medio Ambiente, Recursos 
Naturales y Cambio Climático. Entre las organizaciones civi-
les mexicanas que participaron se encuentran: Conservación 
Internacional (ci), Environmental Defense Fund (edf), Ini-
ciativa Climática de México (icm), Instituto de Políticas para 
el Transporte y el Desarrollo (itdP), Fondo Mexicano para la 
Conservación de la Naturaleza (fmcn), el Poder del Consumidor 
(ePc), Greenpeace, World Resources Institute, World Wild 
Fund, The Nature Conservacy, Grupo de Financiamiento Cli-
mático (gflac) y Política y Legislación Ambiental (Polea). En 
dicha reunión, expusieron la preocupación por la tendencia 
hacia el incremento de los gei. De esto se derivó un punto 
de acuerdo, el cual varios senadores de todos los grupos par-
lamentarios aceptaron en la sesión del 3 de septiembre del 
mismo año. Este punto de acuerdo emite una declaración 
de emergencia climática y exhorta al Poder Ejecutivo a poner 
en marcha acciones encaminadas a atender dicha crisis. 

En el caso de Dos Bocas, es notorio el liderazgo del Cemda 
en cuanto a cómo la sociedad civil puede influir en el gobierno 
mexicano para que cumpla con sus leyes y compromisos inter-
nacionales en materia ambiental y climática dicho liderazgo 
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se da en el contexto de la urgencia del iPcc por frenar las emi-
siones de gei en el mundo. Los modelos del iPcc demuestran que 
las acciones emprendidas hasta ahora por los Estados son in-
suficientes para alcanzar el objetivo de evitar el aumento de 
temperatura por arriba del 1.5 °C (iPcc, 2018). Es preocu-
pante que México, más que concentrar su política energética 
y de cambio climático en enfocarse en el cumplimiento de su 
ndc, se enfoque en el fomento a los combustibles fósiles y que 
esto nos ponga en un escenario de aumento de nuestras emi-
siones de gei. 

La finalidad de exponer el trabajo del Cemda en torno a 
la construcción de la refinería de Dos Bocas ha sido la de vi-
sualizar el potencial de participación que actualmente tiene 
la sociedad civil organizada en México. Las organizaciones 
civiles como Cemda están tomando cada vez mayor protago-
nismo en la conducción de la política ambiental, exigiendo a 
las autoridades cumplir con su parte. La protección ambiental 
debería estar en equilibrio con las prioridades del gobierno. 
No puede haber desarrollo si no se consideran las variables 
ambientales. 

conclusIones

Antes de la firma del tlcan, la protección al medio ambiente no 
representaba una prioridad para México. La política am-
biental es el resultado de factores internos y externos, a 
nuestro parecer, los factores externos han tenido mayor peso 
en la evolución legislativa e institucional en nuestro país. El 
principal detonador de esta política fue la entrada en vigor 
del tlcan y su acuerdo paralelo en materia ambiental, el 
acaan. La protección del medio ambiente es un tema que se 
consolidó a nivel global y nacional en la primera mitad de los 
noventa. La condición de ser un país en vías de desarrollo de-
terminó la lenta evolución de la regulación en esta materia 
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antes de los noventa. El desarrollo de este trabajo permite 
afirmar que el proceso de apertura de la economía mexicana 
y, concretamente, el tlcan y las instituciones trilaterales que 
emanan de este tratado han fungido como un factor deter-
minante en la mayor participación de la sociedad civil. A la 
fecha, hay poco reconocimiento del impulso que el tlcan y 
el acaan dieron al sistema de protección ambiental en México.

El ingreso al tlcan para México ha significado, además de 
la consolidación de la liberalización comercial (proceso que ini-
ció desde los ochenta), el mejoramiento de sus instituciones 
federales ambientales; creación de capacidades; creación y 
armonización de información sobre las diferentes preocupacio-
nes ambientales del país; fortalecimiento de la sociedad civil; 
y de manera importante, el desarrollo de la frontera norte 
que compartimos con Estados Unidos. Por ejemplo, con base en 
el texto del acaan, el Consejo de Ministros está conformado por 
las cabezas de los ministerios de medio ambiente de cada 
país o de un puesto de igual rango. México ni siquiera contaba 
con una secretaría de Estado consagrada al tema de medio 
ambiente, sino hasta 1994, cuando se crea la Semarnap.

Desde este punto de vista, el acaan y sus instituciones han 
coadyuvado en la gestación de la gobernanza, donde cada vez 
son más los actores que participan de ella. Desde el enfoque 
de la gobernanza, las interacciones que se dan entre la escala 
regional y nacional son complementarias y no excluyentes. 
También es una gobernanza de tipo formal, ya que existen 
acuerdos escritos que regulan dichas interacciones entre una 
escala y otra. La creación de capacidades que ha fomentado el 
acaan y sus instituciones, tanto entre los burócratas, como 
en la sociedad civil, han abonado a su legitimidad y credibi-
lidad. En unos cuantos años después de la entrada en vigor del 
tlcan, se modificó de manera sustancial el sistema de protec-
ción ambiental en México. 

Desde entonces, el gobierno ha sido cada vez más recepti-
vo ante la protección ambiental, pero ciertamente el tlcan 
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detonó este cambio. Es importante aclarar que si se aplican 
o no dichas leyes, o que si las instituciones logran sus objeti-
vos es un tema pendiente en este trabajo. Sin duda, uno de los 
resultados más palpables de la liberalización comercial ha 
sido la degradación ambiental en toda la región. 

Actualmente, nadie podría negar que cada vez tienen mayor 
presencia las ong ambientalistas en la gobernanza en México y 
que si bien el gobierno tiene mecanismos para limitar su par-
ticipación, la sociedad ha ido ganando terreno de manera 
paulatina. Hoy en día, el gobierno mexicano es más receptivo 
con el escrutinio internacional y también de su propia sociedad. 

Aún queda mucho por avanzar en esta materia, en Norte-
américa la agenda que se impone es la de Estados Unidos, como 
quedó demostrado en el texto del nuevo acuerdo de libre 
comercio de la región t-mec (Tratado entre México, Estados 
Unidos y Canadá, Usmca por sus siglas en inglés). Este trata-
do no menciona el cambio climático, a pesar de ser considerado 
como el mayor desafío que enfrenta la comunidad internacional. 
Lo anterior, responde al predominio de la posición negacionis-
ta del presidente Donald Trump respecto al cambio climático 
y el fomento de los combustibles fósiles para alcanzar la sobe-
ranía energética. 

A diferencia de los noventa, cuando atender la protección 
ambiental fue una condición para seguir adelante con la ne-
gociación del tlcan, para México ha sido fácil soslayar sus 
compromisos ante el Acuerdo de París, porque Estados Uni-
dos, su principal socio comercial, incluso se ha retirado de 
este acuerdo. Es decir, México no tiene una presión externa 
fuerte que lo obligue a actuar coherentemente con sus com-
promisos internacionales sobre el cambio climático. Esto legi-
tima de cierta forma su política energética enfocada en los 
combustibles fósiles. El caso de Dos Bocas hace patente que 
para México es difícil alcanzar el desarrollo sostenible (equi-
librio entre las esferas social, ambiental y económica). Con el 
objetivo de conseguir la seguridad energética se minimiza 
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la importancia de cumplir con la legislación ambiental (Ley 
General de Cambio Climático) y se pone en riesgo un bien 
público como es la salud y el derecho humano a un medio 
ambiente sano, que consagra nuestra Carta Magna.

A lo largo de las negociaciones internacionales sobre cam-
bio climático, México ha sido un actor activo y participativo. En 
el ámbito nacional, México aprobó la Ley General de Cambio 
Climático, pero su cumplimiento podría ponerse en entredi-
cho con la construcción de Dos Bocas. En estas circunstancias 
el contrapeso que es capaz de tener la sociedad civil es de vital 
importancia. El Cemda y Dos Bocas parecen ser un ejemplo de 
esto y el inicio de una nueva etapa en la participación de las 
organizaciones no gubernamentales en los procesos de toma 
de decisiones. Organizaciones como el Cemda están dispues-
tas a llevar sus reclamaciones a las instituciones trilaterales 
creadas a raíz del tlcan, y que se mantienen en el nuevo t-mec 
y su acuerdo ambiental, para evidenciar si el gobierno mexi-
cano cumple o no su legislación en materia ambiental. 
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